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Nota del autor


 Quiero en estas líneas poner de manifiesto una serie de aclaraciones al contenido del presente libro. No estamos en presencia de una transcripción de lo que podría constituir una tercera edición de la obra denominada El Procedimiento de Otorgamiento de las Licencias de Urbanismo. Hemos incluido varios nuevos apartados con el ánimo de mejorar el trabajo que, evidentemente, sirve de base a esta nueva obra, ahora en su segunda edición, dado que al variar el título también cambió el ISBN, por lo que ahora esta obra es la segunda edición de su predecesora que vio la luz a finales de 2010.

En primer lugar, señalar el esfuerzo realizado en la actualización de todos los contenidos, con evidente trabajo ímprobo, aunque con una advertencia de entrada, a pesar de dichos esfuerzos que tienen como finalidad la ilusión de un trabajo serio y actualizado, siempre existe alguna modificación legal, evolución jurisprudencial o, asunto interrelacionado a lo comentado que falta por incorporar, con impresión de falta de rigor.

Hay que señalar que 7 años desde que vio la luz la edición anterior han dado a los legisladores autonómicos a introducir numerosas novedades en su legislación urbanística, desde la aprobación de nuevas Leyes integrales como es el caso de Baleares (en este caso dos textos legales nuevos), Canarias, Galicia y Murcia, a otras múltiples modificaciones legales incluidos la promulgación de textos refundidos (como es el caso de Navarra) que recogían las modificaciones legales llevadas a cabo sobre la legislación urbanística, con ánimo de dotar al sistema de una cierta seguridad jurídica en una único Texto Refundido. De la misma forma se ha incluido la regulación contenida en el proyecto de la Ley del Suelo para la Comunidad de Madrid que se encuentra en fase de tramitación parlamentaria cuando termino de escribir el presente libro y que, probablemente cuando vea la luz, se habrá publicado convirtiéndose en Ley o estará a punto.

Asegurando que lo único que se puede predicar de este trabajo es la seriedad por intentar contar con una obra actualizada hasta la fecha de su entrega al editor que intenta mantener su vigencia en el momento en que la obra vea la luz, con la intención de satisfacer al lector de este texto jurídico especializado, siendo conscientes de la dificultad de que la obra tenga vocación de permanencia.

Entre las aportaciones de mayor calado, entiendo que el análisis del régimen de la comunicación previa o declaración responsable, en materia de autorizaciones urbanísticas, cobra especial actualidad o relieve como consecuencia de la promulgación de la Directiva de Servicios, y de las Leyes que llevan a cabo su transposición y del espíritu que dicha norma ha inculcado en todos los legisladores, tanto nacional como autonómicos. A pesar, a fe de ser sinceros, que dicho régimen ya estaba instaurado con anterioridad en alguna normativa urbanística autonómica, al margen del contenido de lo establecido en dicha Directiva de Servicios, y, sin perjuicio, de que la propia Directiva señala su no aplicación a la normativa reguladora de la ordenación urbanística.

También hemos añadido un capítulo especialmente dedicado a las relaciones, siempre difíciles y complicadas, con las autorizaciones en materia de actividad, igualmente imbuidas de este espíritu liberalizador como consecuencia de la susodicha Directiva de Servicios, dado que la mayor parte de normativas autonómicas establecen procedimientos de tramitación coordinada para uno y otro tipo de autorizaciones. Debemos entender como algo absolutamente natural esta tramitación dual, dado que cuando se van a destinar instalaciones a actividades, la mayor parte, por no decir la práctica totalidad de supuestos, requerirá de la oportuna autorización urbanística de obras. Por esta razón, quiero agradecer, de manera especial, a mi compañero y amigo, Vicente MERINO MOLINS, profesional serio y riguroso donde los haya, su ayuda y aportación a libros anteriores que sirvieron de antecedente al actual; autor que se ha convertido en un estudioso de las autorizaciones en materia de actividad, y sus relaciones con las urbanísticas, amén de haber trabajado juntos en otros proyectos, de cierta envergadura, en estas materias.

Finalmente, hemos incluido apartados relacionados con las autorizaciones en materia de ocupación de edificaciones u otras construcciones, y las licencias de segregación, y toda la problemática que envuelve la declaración en escritura pública e inscripción en el Registro de la Propiedad de los actos que autorizan ambas, máxime por la flexibilización de los regímenes autorizatorios llevados a cabo por los legisladores autonómicos, especialmente en materia de ocupación.

Por último, hemos intentado finalizar la problemática que envuelve a la institución del silencio positivo en materia de licencias urbanísticas, aspecto nunca exento de polémica por unas u otras razones, bien por la existencia de distintas corrientes de opinión, respecto a los supuestos de aplicación del silencio positivo contra legem, y ahora en el propio derecho positivo con una dualidad de supuestos en los que se aplica el silencio en su vertiente negativa o positiva, dependiendo del acto o uso en cuestión.
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	LEAMadrid
	
Ley 2/2002, de 19 de junio, de Evaluación Ambiental de Madrid.



	LEPACCanarias
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	LGICAAndalucía
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	LIABaleares
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Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación.
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Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.



	LPACastilla–León
	
Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León.



	LPAIMurcia
	
Ley 4/2009, de 14 de mayo, de Protección Ambiental Integrada de la Comunidad de Murcia.



	LPCCAValencia
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	LPTUSMadrid
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	LRBRL
	
Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.



	LRJPA
	
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y modificaciones posteriores, derogada por la Ley 39/2015.



	LRL
	
Ley de Bases de Régimen Local, aprobado por Decreto de 24 de junio de 1955 derogada.



	LRRU
	
Ley 8/1990 de 25 de julio, sobre reforma del Régimen urbanístico y valoraciones del suelo derogada.



	LRSV
	
Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre Régimen del Suelo y Valoraciones, derogada. 



	LSBaleares
	Ley 2/2014, de 25 de marzo, de Ordenación y Uso del Suelo de Illes Balears.



	LSENPCanarias
	
Ley 4/2017, de 13 de julio, del Suelo y Espacios Naturales Protegidos de Canarias.



	LSGalicia
	
Ley 2/2016, de 10 de febrero, del Suelo de Galicia.



	LSMadrid
	
Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid. 



	LSPaís–Vasco
	
Ley 2/2006, de 30 de junio, de Suelo y Urbanismo.



	LSOTExtremadura
	
Ley 15/2001, de 14 de diciembre, del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura.



	LUCastilla–León
	
Ley 5/1999, de 8 de abril, de urbanismo de Castilla y León.



	LUIBaleares
	Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de Urbanismo de las Islas Baleares.



	PLSMadrid
	Proyecto de la Ley del Suelo de Madrid, publicado en la página web de la Asamblea de Madrid.



	RAM
	Reglamento de Actividades Molestas, Nocivas, Insalubres y Peligrosas, aprobado por Decreto 2414/1961, de 30 de noviembre, Modificado por decreto 3494/1964, de 5 de noviembre.



	RB
	Reglamento de Bienes, aprobado por Real Decreto 1372/1986 de 13 de junio.



	RDL
	
Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el texto Refundido de las disposiciones legales en Materia de Régimen Local.



	RDSS
	
Real Decreto 1627/1997, de 24 de octubre, por el que se establecen disposiciones Mínimas de seguridad y salud en las obras de Construcción.



	RDU
	Reglamento de Disciplina Urbanística, Aprobado por Real Decreto 2.187/1978, de 23 de junio.



	RDUAndalucía
	
Decreto 60/2010, de 16 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de Disciplina Urbanística de la Comunidad Autónoma de Andalucía.



	RDUGal
	
Decreto 143/2016, de 22 de septiembre, por el que se aprueba el reglamento de desarrollo de la Ley 2/2016, del Suelo de Galicia.



	RDLLPCIC
	
Real Decreto Legislativo 1/2016, de 16 de diciembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de prevención y control integrados de la contaminación.



	REPAR
	
Real Decreto 2816/1982, de 27 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento General de Policía de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas.



	RGEPCanarias
	
Decreto 183/2004, de 21 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de Gestión y Ejecución del sistema de planeamiento de Canarias.



	RGU
	Reglamento de Gestión Urbanística, aprobado por Decreto 3288/1978, de 25 de agosto.



	ROASAragón
	
Decreto 347/2002, de 19 de noviembre, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes, Actividades, Servicios y Obras de las Entidades Locales.



	ROASCataluña
	
Decreto 179/1995, de 13 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de obras, actividades y servicios de los entes locales.



	ROF
	
Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, Aprobado por Real Decreto 2568/1986 de 28 de noviembre.



	ROGTUV
	
Decreto 67/2006, de 19 de mayo, del Consell, por el que se aprueba el Reglamento de Ordenación y Gestión Territorial y Urbanística, actualmente derogado.



	RDU
	Reglamento de Planeamiento, aprobado por Decreto 2159/1978, de 23 de junio.



	RS
	
Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales, aprobado por Decreto de 17 de junio de junio de 1955.



	RUAsturias
	
Decreto 278/2007, de 4 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de Ordenación del Territorio y Urbanismo del Principado de Asturias.



	RUCastilla–León
	
Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, modificado por Decreto 45/2009, de 9 de julio.



	RUCataluña
	
Decreto 305/2006, de 18 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley de urbanismo, sin perjuicio de lo establecido en el Decreto 64/2014, de 13 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento sobre protección de la legalidad urbanística para Cataluña.



	TRLOTUAsturias
	
Decreto Legislativo 1/2004, de 22 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo del Principado de Asturias.
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	TRLRHL
	Real Decreto–Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Haciendas Locales.



	TRLS76
	Texto Refundido de la Ley del Suelo, aprobado por Real Decreto 1846/1976, de 9 de abril.



	TRLS92
	Texto Refundido de la Ley del Suelo, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio, actualmente derogado.



	TRLS 2008
	Real Decreto–Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Suelo, actualmente derogado.



	TRLSRU 2015
	
Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana.



	TRLUAragón
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	CC.UU
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	S.
	Sentencia.



	SS.
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	STC
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	STS
	Sentencia del Tribunal Supremo.



	STSJ
	Sentencia del Tribunal Superior de Justicia.



	TC
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	TSJ
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	UTE
	Unión Temporal de Empresarios.
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Introducción y breve evolución histórica


 Es necesario comenzar, antes de abordar la compleja problemática que supone el análisis del procedimiento de otorgamiento de licencias urbanísticas, con una aproximación al fundamento e importancia que tienen en la vida cotidiana la intervención de las Corporaciones Locales en la actividad de los administrados. Dicha actividad se ejerce de forma sistemática, tal y como disponía el artículo 5 del Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales, por los siguientes medios: Ordenanzas, Reglamentos y Bandos de policía y buen gobierno y sometimiento a previa licencia y órdenes individuales, constitutivas de mandato, para la ejecución de un acto o la prohibición del mismo (1) .

A dichos medios habrá que añadir la modificación legal operada en la legislación de régimen local por la Ley 25/2009 (2) , concretamente del actual artículo 84 de la Ley de Bases de Régimen Local y del precitado Reglamento de Servicios respecto de la inclusión como medio de intervención administrativa del régimen de comunicación previa y declaración responsable y posterior control al inicio de la actividad, distinto del régimen tradicional de la sujeción a licencia previa.

A ello habría que añadir la promulgación de la Ley 2/2011, de Economía Sostenible, que ha procedido a adicionar dos artículos nuevos, el artículo 84 bis y 84 ter a la Ley de Bases de Régimen Local de 1985 (3) .

La manifestación cotidiana de la potestad de policía en la Administración Local es, por excelencia, la licencia. Así la exigencia de licencia se generaliza en España a través de las Reales Ordenes de 10 de enero de 1854 y 10 de junio de 1865 (4) .

Si en otras épocas a causa de la propia lentitud del proceso urbanizador se podía confiar en que la espontaneidad de la iniciativa particular se ajustaría a un marco de racionalidad y, en consecuencia, podían ignorarse los controles rigurosos, no hay duda que la intensificación de este proceso en los últimos decenios, y la «vis atractiva» del mismo que lo ha hecho llegar hasta todos los rincones de nuestra geografía demanda una acción interventora por parte de la Administración para asegurar el interés general en sus distintas vertientes o aspectos en los que incide, hecho que se concreta en la exigencia de licencia, o, con las nuevas técnicas en la presentación de una comunicación previa o una declaración responsable.

1.  EL SENTIDO DE LA LICENCIA COMO TÉCNICA DE CONTROL

Evidentemente las técnicas de control ejercidas para la intervención administrativa, en lo referente a los actos de utilización del suelo, entendidos en su más amplio sentido, se realizan, fundamentalmente, a través de las licencias urbanísticas que se caracterizan, básicamente, por su carácter previo a la actividad urbanística pretendida y con la finalidad de autorizarla, tal y como disponían los artículos 242 a 244 del TRLS92, en los apartados que no fueron declarados inconstitucionales por la STC de 20 de marzo de 1997, y de carácter básico por tanto, bien sea a través del desarrollo llevado a cabo por las legislaciones autonómicas o, con carácter supletorio, por los preceptos del TRLS76 en todas aquellas CC.AA que no hayan regulado expresamente todas estas cuestiones o les sea de aplicación la normativa estatal (5) . En el artículo 137 de la derogada LRL se establecía que:

«...la previa autorización municipal es necesaria para la realización de obras de nueva construcción o de modificación de las existentes...».


Tal y como señalaba la doctrina que se plasmaba en la exposición de motivos de la Ley del Suelo del año 1956 (6) , con la obtención de licencia el particular puede ejercitar un derecho preexistente, consistiendo el acto de otorgamiento en una autorización como constatación de ese derecho ajustado al planeamiento vigente en cada momento aprobado por el Poder Público.

El correr de la historia nos demuestra la evolución del Derecho en esta materia, ya que en épocas anteriores el Derecho de propiedad se configuraba como algo absoluto y que permanecía ajeno al mundo del urbanismo, es decir, como algo inamovible que no podía ser puesto en tela de juicio y mucho menos usurpado al propietario del terreno en cuestión. Concepción que se ha ido constriñendo con el paso del tiempo, y así del artículo 350 del Código Civil se ha ido perfilando una interpretación más racional y conforme con el interés general en el uso de las facultades dominicales del propietario del terreno.

La moderna legislación urbanística va vaciando de contenido ese derecho absoluto con la mencionada Ley del Suelo del año 1956, revolucionaria en su momento, y que se reafirmó con la promulgación del TRLS76 y TRLS92, en todo aquello que no fue declarado inconstitucional por la Sentencia del TC mencionada, y las legislaciones de desarrollo promulgadas por las respectivas Comunidades Autónomas de aquellos preceptos de carácter básico o de aplicación plena, sin perjuicio de la competencia exclusiva en esta materia atribuida al legislador autonómico por el artículo 148 de la CE.

Como es lógico suponer, cada texto legal que se promulga sobre la materia urbanística va constriñendo y limitando cada vez más ese derecho de propiedad e imponiéndole un mayor número de carga de deberes urbanísticos a la hora de hacer efectivo los distintos derechos que el particular posee, como pueda ser, entre otros, el de edificar. El propio texto constitucional en su artículo 33.2 establece:

«la función social de estos derechos (a la propiedad privada y a la herencia) delimitará su contenido de acuerdo con las Leyes (7) ».


Supone obligada referencia para intuir la evolución que el derecho a la propiedad ha seguido y seguirá en esta misma línea. Estos dos aspectos, el privado del derecho a la propiedad y el público de intervención del mismo por los poderes públicos se encuentran latentes en multitud de Sentencias como la STC de fecha de 26 de marzo de 1987 al afirmar:

«... utilidad individual y función social definen, por tanto inescindiblemente el contenido del derecho de propiedad sobre cada categoría o tipo de bienes».


Es más, la STS de 22 de julio de 1983, viene a perfilar el urbanismo como una función pública que exige de una acción planificada afirmando:

«...el planeamiento como la base necesaria y fundamental de toda ordenación urbana, y ello, a nivel estrictamente municipal, a través de la redacción y aprobación definitiva de los Planes más diversos; lo cual supone anticipar y prever el futuro de la ciudad, programarlo de forma imperativa, limitando, en lo necesario, los derechos de los administrados, fundamentalmente el derecho de propiedad, ya que el planeamiento urbano es un gradual y coordinado sistema normativo, el ejercicio de cuyas facultades por los Ayuntamientos se impediría o al menos se obstaculizaría, de no existir la suspensión de licencias, al poder actuar la iniciativa privada en total o parcial disconformidad con el fin del planificador».


El carácter declarativo, constitutivo o mixto de las licencias urbanísticas (8)  no es lo que más nos interesa en este momento, por lo que evitaremos entrar en cualquier tipo de polémica, pero a estas alturas no se puede poner en duda la naturaleza declarativa del acto de otorgamiento a petición de parte, tal y como reconoce en multitud de Sentencias nuestra jurisprudencia. La STS de 7 de octubre de 1988 venía a señalar que:

«... la licencia es un acto administrativo que no confiere derechos, sino que se limita a otorgar autorización para realizar un acto permitido, con vistas a controlar si se cumplen o no las condiciones requeridas por normas urbanísticas preexistentes, disposiciones a las que los Ayuntamientos habrán de ajustarse en el doble sentido de tener que denegar las licencias de obras que se opongan a tales disposiciones y tener que conceder las que a los mismos se acomoden...».


Dicho en otros términos, la STS de 8 de julio de 1989 viene a reafirmar lo expuesto hasta el momento al señalar:

«La concesión de licencia urbanística constituye un acto de autoridad, por el cual se remueven los obstáculos que impiden el libre ejercicio de un derecho siempre que este ejercicio no ponga en peligro el interés protegido por el ordenamiento...». (9) 

No obstante lo anterior, deben exigirse las garantías de ajustarse al ordenamiento urbanístico vigente en cada momento, entendido en su más amplio sentido, pero no se puede poner en tela de juicio que una vez concedida la licencia con el cumplimiento de todos los requisitos expuestos estemos en presencia de un acto declarativo de derechos. Se establece en la STS de 17 de marzo de 1989:

«...que no se ve afectada siquiera por la modificación del planeamiento que sirvió de base normativa para su emanación, por exigirlo la garantía de los derechos del administrado, que al fin y a la postre han de conjugarse con las prerrogativas de la Administración, en su función, entre otras de velar por el cumplimiento del interés público o general de la colectividad».


Sobre el carácter constitutivo de las licencias no hay que olvidar la evolución llevada a cabo por la LRRU, y posteriormente por el vigente Texto Refundido de la LS, al dotar de un contenido esencial a la licencia urbanística, pues es ésta misma la que confiere unos derechos edificatorios que de otra forma no se producen, lo que indudablemente supuso una escisión de la doctrina mayoritaria que hasta ese momento preconizaba de forma unánime el carácter declarativo de las licencias urbanísticas.

Es muy interesante analizar el artículo suscrito por Santiago LÓPEZ–MONTERO en la revista de «El Consultor» (10) , que viene a definir con acierto la evolución doctrinal llevada a cabo con el devenir de las legislaciones urbanísticas que se han ido promulgando, y como expone con claridad su opinión y la de aquéllos autores que entienden el carácter declarativo de las licencias, frente a los sostienen que la legislación urbanística actual mantiene un «plus» en las autorizaciones edificatorias erigiéndose en un acto constitutivo del derecho a edificar y por consiguiente de la licencia que lo ampara. Sin embargo, en su exposición, el citado autor concluye con el refuerzo que de la tesis tradicional realiza el Tribunal Constitucional que en Sentencia de 23 de marzo de 1997, en su fundamento núm. 34 (11) , literalmente establece:

«Hemos de situar la actividad edificatoria, en cuanto actividad final a la que han de incorporarse los propietarios del suelo tras la correspondiente urbanización, en el contexto del sistema que el legislador estatal ha diseñado como estatuto básico de la propiedad urbana, desde su competencia ex artículo 149.1.1 CE. En tal sentido, el acto de edificación implica la materialización sobre un determinado terreno –solar– del aprovechamiento urbanístico patrimonializado por el titular dominical de aquél, de tal manera que el acto de autorización de la licencia municipal no es sino el modo de control o intervención administrativa para fiscalizar si se ha producido la adquisición de dicha concreta facultad urbanística, cuál es el –derecho a edificar–, cumpliendo así la licencia no sólo la finalidad de comprobar si la edificación proyectada se ajusta al Plan y a la legislación urbanística, sino también, como prescribe el artículo 242.4, para las actuaciones asistemáticas, si el aprovechamiento proyectado se ajusta al susceptible de apropiación».


Sentado el carácter declarativo de las licencias de urbanismo, lo que ahora nos interesa es determinar, en principio, el alcance de la intervención administrativa en la edificación y uso del suelo. El artículo 242.1 del TRLS92 de carácter básico (declarado constitucional por el Tribunal Constitucional), venía a señalar que todo acto de edificación requerirá la preceptiva licencia municipal (12) .

Las legislaciones autonómicas determinarán que usos se encuentran sujetos a licencia (13)  o, con carácter supletorio, el artículo 178 del TRLS76 (mantiene su vigor al declararse inconstitucional el apartado 2º del artículo 242 del Texto Refundido de la LS del 92 en virtud de la S.TC de 20 de marzo de 1997) establece una definición general de los usos sujetos a licencia, tales como las parcelaciones urbanas, los movimientos de tierra, las obras de nueva planta, modificación de estructura o aspecto exterior de las edificaciones existentes, la primera utilización de los edificios y la modificación del uso de los mismos, la demolición de las construcciones, la colocación de carteles de propaganda visibles desde la vía pública y los demás actos que señalaren los planes (14) . Con mayor detalle, y siempre con un carácter supletorio en virtud de lo que establezcan las legislaciones autonómicas, el artículo 1 del R.D.U.

Como puede observarse el sometimiento a licencia no es sólo de los actos de edificación sino de cualquier acto que suponga el ejercicio de cualquier facultad sobre las potestades dominicales del propietario del terreno, sin perjuicio del régimen de comunicación previa que más tarde estudiaremos. Más aún, sobre los actos que se realicen no solo en los terrenos propiedad de los particulares sino incluso los actos de edificación y uso del suelo sobre los terrenos de dominio público, sin perjuicio de las autorizaciones o concesiones que sea pertinente otorgar por parte del ente titular del dominio público.

Continuaba el apartado cuarto del artículo 242 del TRLS92 señalando que en las actuaciones asistemáticas la licencia habría de verificarse también si el aprovechamiento proyectado se ajustaba al susceptible de apropiación (15) . Dicho precepto fue declarado inconstitucional por la eficacia supletoria del mismo, así como de los artículos 187 a 190 a los que hacía mención, debido a que la competencia corresponde a lo que dispongan las CC.AA en sus distintas legislaciones autonómicas.

Pero aún hay más, si los actos de edificación y uso del suelo se promueven por órganos de las Administraciones Públicas o Entidades de Derecho Público que administren bienes de aquéllos estarán igualmente sujetos a licencia municipal, si así se requiere por la legislación específica aplicable y por las legislaciones urbanísticas autonómicas, al tratarse de una competencia autonómica y declararse inconstitucional el apartado 1º del artículo 244 del TRLS92, dado su carácter supletorio, aunque reponiendo en vigor, con ese mismo carácter supletorio, lo establecido de forma idéntica en el artículo 180 del TRLS76 y artículo 7 del R.D.U (16) .

Con la promulgación de la Ley 8/2007 de suelo, y su refundición legal con los preceptos aún vigentes que contenía el TRLS92, dando lugar al TRLS 2008, la situación no varió en modo alguno respecto de todo lo comentado anteriormente. El artículo 8 del derogado TRLS 2008 establecía la necesidad para todo acto de edificación del acto de conformidad, aprobación o autorización administrativa que sea preceptivo según la ordenación territorial y urbanística autonómica de aplicación.

El TRLS 2008 ha sido objeto de derogación como consecuencia de la refundición legal llevada a cabo con la Ley 8/2013, de Regeneración, Rehabilitación y Renovación urbana, al modificar ésta varios preceptos del Texto Refundido citado en primer lugar. Ello ha dado lugar al contenido de la actual regulación básica estatal conformada por el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Suelo y Rehabilitación urbana.

El artículo 11 del TRLSRU 2015 contiene las reglas actuales del régimen urbanístico del derecho de propiedad del suelo, conteniendo idéntica previsión a como lo hacían los artículos 8 y 9 del derogado TRLS 2008, en el sentido de que todo acto de edificación requerirá del acto de conformidad, aprobación o autorización administrativo que sea preceptivo, según la legislación de ordenación territorial y urbanística, así como las reglas de aplicación del silencio ante la falta de contestación de la administración en determinados actos y usos de mayor importancia.

En dichas normativas, como más tarde veremos, el régimen general era la necesariedad de licencia urbanística para llevar a cabo cualquier acto o uso del suelo, hasta la promulgación de la Directiva de Servicios (17)  y de las Leyes estatales de transposición (Ley 25/2009), comenzando un camino paulatino y progresivo para sujetar a licencia urbanística los actos y usos de mayor importancia, dando carta de naturaleza a los regímenes comunicados para los actos y usos de menor importancia.

Cómo podemos observar el control sobre la actividad urbanística es total y admite únicamente las excepciones que desde una perspectiva legal se encuentren plenamente justificadas por otra serie de razones en defensa de otros intereses generales fácilmente entendibles (18) , o, en los supuestos que de manera paulatina se van generalizando por encontrarse sujetos a la presentación de una comunicación previa o una declaración responsable ante la Administración actuante.

Esta última afirmación ha llevado a algún autor (19)  a señalar que llegan a quedar, casi desnaturalizadas, algunas autorizaciones de actividades sujetas a sus correspondientes licencias, como es el caso, sin ir más lejos, de las urbanísticas. Es cierto hacer notar, no obstante, como algunas legislaciones autonómicas establecen un procedimiento especial cuando se trata de actividades realizadas por el Estado o las CC.AA.

Bien es cierto que la técnica de regímenes comunicados (la presentación ante la Administración de una comunicación previa o una declaración responsable) se ha generalizado más en el campo de la autorización de las actividades, pero como vasos comunicantes también se ha extendido al ámbito urbanístico en numerosas Comunidades Autónomas.

A través de la licencia urbanística no solo se otorga un derecho preexistente sino que se imponen a los propietarios de terrenos otros deberes o cargas, como pueda ser el deber de conservación, el cumplimiento de las normas sobre protección del medio ambiente y de los patrimonios arquitectónicos y arqueológicos, sobre rehabilitación urbana, e incluso para los propietarios de aquellos terrenos que no merezcan la condición de solar desde una perspectiva legal, el deber de urbanización de las correspondientes unidades de actuación, bien sea de forma previa a la edificación o, simultánea a ésta, con el correspondiente deber de garantizar las mencionadas obras de urbanización (20) .

El alcance e importancia de las licencias urbanísticas, en su diferente tipología y variedad, hace que la actuación administrativa de intervención tome una gran relevancia, y por ello, este procedimiento en el que intervienen todos estos factores debe venir perfectamente regulado y matizado, bien sea a través de las disposiciones legales y reglamentarias por un lado, así como por las interpretaciones jurisprudenciales que sobre diversos aspectos se han venido realizando por nuestros Tribunales, ya que esta es una de las materias que más profundamente ha sido tratada por los mismos.

Parece justo admitir el control que por medio de la licencia efectúa la Administración municipal, no sólo tiene por objeto comprobar si el suelo o terreno en que la obra o actividad sometida a dicho control es acorde con el planeamiento, en sus distintos aspectos, sino que la misma sirve para concretar el derecho a edificar (en el caso de la licencia de edificación), que consiste tal y como disponía el artículo 23.1 c) del TRLS92 (concretado en la actualidad en el contenido de las distintas normativas urbanísticas autonómicas) en la facultad de materializar el aprovechamiento urbanístico correspondiente cuando éste no ha sido sustituido por su equivalente económico, con independencia, y por no profundizar más en el tema, del aprovechamiento a que tiene derecho el propietario y el real permitido por el planeamiento.

Pero la importancia de las licencias urbanísticas se ha extendido, incluso, hasta el punto de ser precisa y necesaria en las obras de nueva planta que se realicen, así como segregaciones o parcelaciones de tierra, etc., para que el registrador de la propiedad proceda a la inscripción en el Registro de la Propiedad de los terrenos que se hayan segregado, o bien, a la declaración de las correspondientes obras nuevas (21) , ya que, de lo contrario no procedería a su inscripción.

Ello supone una garantía más en la necesariedad de licencia, o como ocurre en el caso de las segregaciones de terrenos que no supongan la constitución de un núcleo de población, la declaración por parte del Ayuntamiento de la innecesariedad de la licencia municipal, que, en cualquier caso, supone una intervención de control del Ayuntamiento, aunque sea para declarar esa innecesariedad, tal y como establece la Ley, aunque siempre cabrá el otorgamiento expreso de la licencia por parte del Ayuntamiento, si así lo estima conveniente el órgano resolutorio municipal. De igual forma, el notario para otorgar la correspondiente escritura de obra nueva viene igualmente obligado a exigir la preceptiva licencia urbanística municipal de obra mayor.

La Resolución de la Dirección General de Registros y del Notariado de 6 de septiembre de 1991 venía a resolver las posibles dudas que pudieran surgir de la interpretación de la Ley 8/1990, de 25 de julio (22) , al exigir tanto a los Notarios como a los Registradores la obligatoriedad de exigir a los propietarios la obtención de la correspondiente licencia urbanística de construcción y el certificado de terminación de las obras para otorgar o inscribir, respectivamente, la escritura de obra nueva como garantes del estricto cumplimiento del planeamiento (23) .

Aunque más tarde analizaremos qué tipo de autorización es necesario para llevar a cabo dicha declaración de obra nueva, ya sea de obra en construcción o de obra terminada. Dado que en varias Comunidades Autónomas del país se ha hecho uso de la facultad contenida en el artículo 11.5 del TRLSRU2015, respecto de sujetar la primera ocupación de edificaciones y construcciones a la presentación de una comunicación previa o una declaración responsable, ello ha dado lugar a que en función de que la declaración de obra nueva lo sea de obra en construcción o de obra terminada, pueda ser suficiente, en algunos casos, la presentación de una copia de la susodicha comunicación previa o declaración responsable para que por parte de los notarios se lleve a cabo la declaración de obra nueva terminada.

En otro orden de cosas debemos señalar que la edificación o uso del suelo, etc., sin la preceptiva autorización urbanística, sea de la clase que sea, supone un evidente riesgo para el propietario del terreno edificado, por la posible apertura del correspondiente expediente por infracción urbanística (24)  y sancionador, en su caso, que puede desembocar en la demolición de lo ilegalmente construido cuando no sea posible su legalización, bien por ignorancia o mala fe del propietario del terreno, realizando esta demolición a su costa y con la posible multa que pudiera imponérsele.

Por lo que hace referencia a la evolución histórica, apuntábamos al comienzo de la introducción de este libro las Reales Ordenes de 10 de enero de 1854 y 10 de junio de 1865 que ponían de manifiesto en las facultades de policía, la necesidad de licencia de una forma un tanto primitiva, o dicho de otra forma, cuando se comienza a mencionar esa necesidad de autorización a través de la figura de la licencia.

Posteriormente, las siguientes menciones las encontramos en la Ley Municipal de 2 de octubre de 1877 o la Ley de Ensanche de las Poblaciones de 22 de diciembre de 1876 (que reforma la de 29 de junio de 1864), que aunque no contenían una regulación de la licencia de forma explícita, las referencias a este término se ligaban a la posibilidad de establecer arbitrios sobre las mismas (para las de construcción de edificios, artículo 137.2). La regulación propiamente dicha se dejaba a las Normas particulares de cada Municipio a través de la formación de sus correspondientes Ordenanzas Municipales de policía urbana y rural, incluso imponiendo expresamente la obligación de redactarlas para algunos sectores del territorio, a través de la formación de Ordenanzas especiales.

El Estatuto Municipal de 8 de marzo de 1924 prácticamente sigue en la misma línea, siendo el Reglamento de Obras, Servicios y Bienes Municipales de 14 de julio del mismo año el que, por primera vez y con claridad, establece en su artículo 57:

«...no podrá efectuarse por particulares o Empresas, sin previa licencia del Ayuntamiento, ninguna obra de nueva planta, reparación o reforma, en el suelo o subsuelo del casco del término municipal respectivo».


La Ley Municipal de 31 de octubre de 1935, mantiene la vigencia del Reglamento precitado, imponiendo como competencia a la Comisión Municipal Permanente:

«...la aplicación de las Ordenanzas y Reglamentos Municipales, en los casos de licencias de obras, de apertura de establecimientos...» (25) .


Continuamos, y llegamos al mencionado Texto Refundido de la Ley de Régimen Local de 1955 que establece por primera vez la exigencia de un Plan General de Urbanización, condicionando la concesión de las licencias a la previa autorización municipal que determinará si se ajusta a las alineaciones y condiciones establecidas por el Plan y por las Ordenanzas en vigor. A partir de la LRL se dicta el RS en desarrollo de la misma en estos aspectos, que entiendo aún continúa vigente en todos aquellos aspectos que no se encuentren derogados por la legislación autonómica o estatal actual, y que actúa como pórtico de las normas establecidas en la Legislación Urbanística, al promulgarse inmediatamente después la mencionada Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana de 12 de mayo de 1956 que, lógicamente, habría de regular las licencias urbanísticas trasladándose al campo específico de la mencionada legislación.

A continuación tenemos los textos refundidos de 1976 y 1992 (sin olvidar la fugaz vigencia de la Ley sobre reforma del régimen urbanístico y valoraciones del suelo de 25 de julio de 1990 y que vuelve a cobrar vigencia ante la STC de 20 de marzo de 1997 que declara inconstitucionales preceptos del TRLS92, siempre y cuando no supongan una reproducción de los contenidos en aquel texto legal que, obviamente, por coherencia son inconstitucionales igualmente, hasta la entrada en vigor de la Ley 6/98 sobre régimen del suelo y valoraciones) y Reglamentos que los desarrollan. Los preceptos básicos contenidos en el derogado TRLS 2008 no supone modificación alguna respecto del régimen legal expuesto, como hemos comentado anteriormente, entre otras razones porque en dicho Texto Refundido se refunden los preceptos que continuaban vigentes del TRLS92, con los preceptos contenidos en la Ley 8/2007.

En el actual Real Decreto Legislativo 7/2015, se contiene una regulación muy similar a la establecida en el derogado TRLS2008, dado que algunos de sus preceptos sufrieron modificación por la Ley 8/2013. Dicho TRLSRU2015 lo que hizo fue refundir en un único texto normativo la actual regulación básica en la materia, aunque en lo que ahora nos ocupa de autorizaciones urbanísticas no ha habido grandes modificaciones, con las excepciones comentadas anteriormente de permitir un régimen autorizatorio comunicado (comunicación previa o declaración responsable) para los supuestos en los que la legislación autonómica haga uso de la facultad permitida por el legislador básico estatal de sujetar la ocupación de edificaciones y construcciones a dicho régimen comunicado, así como para otras obras o usos de menor importancia.

No debemos olvidar ni por un instante, las competencias que las CC.AA tienen sobre esta materia y que salvo los preceptos de aplicación básica que deben respetar las mismas, son objeto de competencia exclusiva a través de las distintas normas autonómicas.

2.  EVOLUCIÓN CONTEMPORÁNEA DE MAYOR INTERÉS EN LA MATERIA

2.1.  Real Decreto–Ley 5/96, de 7 de junio, de medidas liberalizadoras en materia de suelo

Es notorio señalar otras incidencias que se han producido con posterioridad a la promulgación del TRLS92 y con independencia de la normativa existente en cada CC.AA. A comienzos del verano del año 1996, y como intento de reactivación de la economía española en todos sus ámbitos se promulgaron una serie de Decretos–Leyes que pretendían poner en marcha una serie de medidas de reforma y liberalización económica (26) . Que nos interese como antecedente en el objeto de este estudio y merezca la pena comentar tenemos el Decreto–Ley 5/96, de 7 de junio, de medidas liberalizadoras en materia de suelo que pretende remover y eliminar los obstáculos de una administración interventora que dificulta el libre juego de determinados sectores, cuyo objetivo básico y esencial es intentar incrementar la oferta de suelo para abaratar el disponible, y así facilitar el acceso a la vivienda y a reducir la enorme discrecionalidad ahora existente (27) .

Desde la promulgación del mencionado Decreto–Ley ha sido objeto de estudios sobre su incidencia en la propia normativa urbanística existente, tanto estatal como autonómica, entre cuyos autores (28)  son mayoría los que opinan de la insuficiencia de las medidas adoptadas dado su limitado alcance, lo que no hace albergar demasiadas esperanzas en orden a la consecución de los fines perseguidos.

Brevemente, las principales líneas de actuación operada por la reforma introducida por el mencionado Decreto–Ley, siguiendo al profesor GONZÁLEZ PÉREZ (29) , podemos enmarcarlas en los siguientes ámbitos:


	
–  Clasificación del suelo, suprimiendo la distinción existente hasta la fecha entre suelo urbanizable programado y no programado (este último necesitaba de un programa de actuación urbanística –PAU– para alcanzar la clasificación de programado), sin perjuicio del régimen transitorio establecido en la disposición transitoria del Decreto–Ley, y hasta tanto en cuanto se alcance la plena aplicación de las previsiones del citado texto legal, lo que supondrá la existencia, aparte del suelo urbano y no urbanizable, de suelo urbanizable que logrará obtener su desarrollo como urbano, a través de los correspondientes instrumentos de planeamiento (planes parciales, etc.).

	
–  Aprovechamiento y cesión del suelo, aumentándose el aprovechamiento urbanístico que correspondía al propietario en un 5% sobre el actual (85%) elevándose hasta el 90% con la consiguiente reducción que como contrapartida supone a los Ayuntamientos que verán reducidos sus patrimonios municipales del suelo y las más que previsibles quejas en este sentido.

	
–  En materia de Planeamiento, al reducir los plazos de tramitación y, por tanto, de aprobación por los Ayuntamientos de los instrumentos de planeamiento, así como para agilizar la gestión urbanística al reconocer al Alcalde la competencia para la aprobación de determinados instrumentos de planeamiento (normalmente de desarrollo de las previsiones del planeamiento general que deberán ser aprobados siempre por el Ayuntamiento Pleno) que con anterioridad era competencia del pleno con las necesarias adaptaciones y modificaciones operadas en la LRBRL.



Por último, señalar que las previsiones contenidas en el Real Decreto–Ley son de carácter supletorio respecto de las legislaciones autonómicas, con la salvedad del artículo 2 que regula el aprovechamiento que se reconoce al titular del suelo que tiene carácter básico y, por tanto, de obligatorio cumplimiento para todas las CC.AA. El resto podrá ser modificado por las legislaciones de las distintas CC.AA aunque en conflicto con la doctrina llevada a cabo por el Tribunal Constitucional en su Sentencia de 20 de marzo de 1997, al determinar la inconstitucionalidad de los preceptos de carácter supletorio que el legislador estatal apruebe respecto de las competencias exclusivas que corresponden a las CC.AA.

2.2.  Ley 7/1997, de 14 de abril, de medidas liberalizadoras en materia de suelo y de Colegios profesionales

Previamente a la Sentencia del Tribunal Constitucional citada, y que a continuación se estudiará con detalle, debemos señalar la promulgación de la Ley 7/1997 (30) , que venía a reproducir los contenidos del Real Decreto–Ley analizado con profundidad en el apartado anterior a éste, y aunque de fecha posterior a la Sentencia, su publicación en el BOE se produjo al día siguiente de su promulgación (15 de abril), sus contenidos no se hacían eco de la doctrina constitucional, al ver la luz pública la Sentencia diez días después, es decir el 25 de abril de ese mismo año.

2.3.  Sentencia del Tribunal Constitucional de 20 de marzo de 1997

La aparición de la STC de 20 de marzo de 1997 que ha enjuiciado la constitucionalidad de los preceptos contenidos en el TRLS92, de una extensión superior a las 200 páginas, ha supuesto la aclaración y delimitación exacta de la distribución de competencias que en la materia del urbanismo debe llevarse a cabo por el legislador estatal y el autonómico, por mor de lo establecido en los artículos 148 y 149 de nuestra CE.

La Sentencia se estructura, a mi juicio, en tres grandes bloques: el primero de ellos es el estudio pormenorizado de los distintos preceptos que fueron objeto de impugnación por los distintos órganos de las CC.AA, y que tenían en virtud de la propia Ley un carácter básico o de aplicación plena, y que el Tribunal con total claridad analiza y expone sus conclusiones sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los mismos en una sistemática llevada a cabo por un análisis de los preceptos impugnados de los distintos títulos que componen la Ley.

En segundo lugar, tenemos la declaración de inconstitucionalidad de todos aquéllos preceptos que con carácter supletorio (31)  el propio legislador indicaba en la Disposición Final tercera del TRLS92, por entender el Tribunal que no se puede disponer de una competencia que es autonómica en virtud de los preceptos constitucionales, ni siquiera con carácter supletorio, y serán las legislaciones autonómicas quienes entrarán a regular esas materias, y solamente en caso de existencia de flagrante laguna legal se aplicará el derecho supletorio del Estado, en virtud de lo preceptuado en el artículo 149.3 de la CE.

Por último, como consecuencia lógica, y así se expone en la propia Sentencia, declarar inconstitucional la disposición derogatoria del TRLS92, en la derogación de todos aquellos textos legales como es el caso del TRLS76, que sin ser de aplicación, en principio, ninguno de sus preceptos pues los de aplicación básica o plena que no son declarados inconstitucionales continúan vigentes, y el resto de materias son objeto de regulación autonómica, sólo en aquellos supuestos de inexistencia de normativa autonómica y para evitar una laguna legal, con lo que ello supondría de inseguridad jurídica, entran en juego los preceptos estatales supletorios existentes antes de la propia Constitución y, por tanto, vigentes antes del reparto competencial establecido por nuestro texto constitucional.

La precitada Sentencia cobró especial relieve e importancia respecto de fijar claramente el marco competencial de las Comunidades Autónomas y del Estado en la materia del urbanismo. Evidentemente, en la actualidad el escenario perfilado por la Sentencia se ha visto claramente superado, en primer lugar, como consecuencia del asentamiento de las normativas urbanísticas autonómicas; y en segundo lugar, dada la derogación de los propios preceptos del TRLS92 al ser objeto de refundición con la Ley 8/2007, en el TRLS 2008, con una sistemática muy similar a la contenida en dicho TRLS92.

2.4.  La evolución de las Leyes de suelo estatales

La Ley 6/1998, de 13 de abril, de Régimen del Suelo y Valoraciones, vino a sustituir el régimen legal existente sobre usos del suelo y valoraciones a los contenidos en la LRRU, cuya redacción fue incluida en el TRLS92, y en la Ley 7/97, textos que fueron derogados expresamente por la LRSV.

Las materias que fueron objeto de nueva regulación legal, al haberse suprimido el artículo 23 del anteproyecto de Ley 6/98, como consecuencia de la Sentencia del Tribunal Constitucional de 20 de marzo de 1997, sobre los plazos de otorgamiento de las licencias de urbanismo, no afecta prácticamente en nada a la materia de las licencias urbanísticas. De hecho, la aplicación que se mantuvo sobre esta materia se contenía en los preceptos que quedaban vigentes en el TRLS92.

Con motivo de la derogación de la Ley 6/98 por la disposición derogatoria única de la Ley 8/2007, de suelo, se volvió a reiterar la vigencia, en dicha disposición, de los preceptos del TRLS92 que regulaban la materia de las autorizaciones urbanísticas por actos de edificación o uso del suelo, hasta que fueron objeto de derogación por el TRLS 2008.

Como hemos comentado con anterioridad, el TRLS 2008 refundió los preceptos que continuaban vigentes del TRLS92 relacionados con las licencias de urbanismo, con los preceptos de la Ley 8/2007, manteniendo una regulación prácticamente idéntica a la contenida inicialmente en el TRLS92. Eso sí, teniendo en cuenta la escasa regulación que sobre esta materia se contiene en la legislación básica estatal, dada la competencia exclusiva que el legislador autonómico ostenta sobre la misma.

Respecto de las autorizaciones previas para la realización de actos de edificación o uso del suelo, el artículo 8 del derogado TRLS 2008, como también hemos comentado en apartados precedentes, establecía la necesidad de las mismas, en los términos establecidos en la legislación de ordenación territorial y urbanística. Al margen de los aspectos de motivación necesarios en los casos de denegación de autorizaciones previas, el aspecto esencial era la aplicación del silencio positivo a las licencias de urbanismo, salvo en los supuestos de contravención de la normativa urbanística, como veremos con detalle en el apartado correspondiente del presente libro.

Finalmente, también se recogía, al igual que sucedía con la LRSV, la necesidad de contar con las autorizaciones preceptivas, de conformidad con lo establecido en la legislación de ordenación territorial y urbanística correspondiente, para poder llevar a cabo la declaración de obra nueva, tanto de obras en construcción como de obras terminadas, que dará lugar a un análisis específico de esta materia en otro apartado de este trabajo.

La situación, no obstante, ha variado bastante con la promulgación de las disposiciones legales producidas a partir de la precitada refundición legal llevada a cabo en 2008, y en varias vertientes que debemos tener en cuenta.

Por una parte y para seguir el orden cronológico, el Real Decreto–Ley 8/2011, de 1 de julio, de medidas de apoyo a los deudores hipotecarios, de control del gasto público y cancelación de deudas con empresas y autónomos contraídas por las entidades locales, de fomento de la actividad empresarial e impulso de la rehabilitación y de simplificación administrativa, llevó a cabo una importantísima modificación en aras de ver restringido de manera considerable la aplicación del silencio administrativo positivo a las licencias de urbanismo.

De tal guisa que en el artículo 23 del precitado Real Decreto–Ley, en su redacción originaria, se establecían que para los actos de transformación, construcción, edificación y uso del suelo y el subsuelo que se indicaban en el mismo (movimientos de tierras, explanaciones, parcelaciones, segregaciones u otros actos de división de fincas en cualquier clase de suelo, cuando no formen parte de un proyecto de reparcelación; obras de edificación, construcción e implantación de instalaciones de nueva planta, ubicación de casas prefabricadas e instalaciones similares, ya sean provisionales o permanentes y la tala de masas arbóreas o de vegetación arbustiva que, por sus características, puedan afectar al paisaje), el vencimiento del plazo máximo sin haberse notificado la resolución expresa legitimaría al interesado que hubiere deducido la solicitud para entenderla desestimada por silencio administrativo, rompiendo con una tradición en sentido de contrario de 56 años.

De igual forma, también se exigía resolución expresa y silencio negativo en caso de falta de notificación de la resolución expresa en plazo, para los supuestos de primera ocupación de las edificaciones de nueva planta y de las casas prefabricadas o similares.

Dicho artículo 23 del Real Decreto–Ley 8/2011 fue objeto de derogación expresa por el apartado 6º de la disposición derogatoria única de la Ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitación, regeneración y renovación urbanas, que a su vez dio nueva redacción a varios preceptos del aquel entonces vigentes TRLS 2008.

La Disposición Final duodécima de la precitada Ley 8/2013 dio lugar a una nueva redacción de varios preceptos del hoy derogado TRLS 2008, en el sentido de acomodar el régimen urbanístico introducido inicialmente en el Real Decreto–Ley 8/2011 a la realidad actual.

Concretamente, groso modo, se mantuvo la redacción originaria del artículo 23 del Real Decreto–Ley 8/2011 ahora introducido en la modificación operada en el artículo 9.9 del hoy derogado TRLS 2008, con una diferencia sustancial, la introducción del régimen de la comunicación previa o declaración responsable para la primera ocupación de edificaciones o construcciones.

La explicación de semejante variación, de hondo calado y no exenta de polémica, al margen de las distintas posturas doctrinales que también existen sobre la materia, se debió entre otras razones a la presión que varias Comunidades Autónomas ejercían en el sentido de liberalizar las autorizaciones en materia de ocupación de edificaciones y que de manera unilateral habían introducido en sus normativas urbanísticas autonómicas, desconociendo, cuando no vulnerando, las directrices establecidas en la normativa básica estatal.

Como consecuencia de las modificaciones introducidas por la Ley 8/2013 sobre la redacción originaria del TRLS 2008, ello obligó al legislador básico estatal a promulgar un nuevo Texto Refundido que recogiera en un único texto normativo la regulación básica urbanística, lo que generó el actual TRLSRU 2015, y en cuyo artículo 11 se recoge idéntica redacción a la dada por la Ley 8/2013 sobre el artículo 9 del derogado TRLS 2008, y que nos ha llevado a un distinto régimen autorizatorio en materia de ocupación de edificaciones o construcciones en España, en función de lo que establezca la correspondiente legislación de ordenación territorial y urbanística aplicable en cada territorio del país.

2.5.  Contenido de las regulaciones urbanísticas autonómicas

A tenor de todo lo señalado queda clara la innegable importancia de las legislaciones urbanísticas autonómicas que entran en juego de lleno, como competencias exclusivas, en el desarrollo del procedimiento administrativo de autorizaciones urbanísticas, ya sean mediante la presentación de una comunicación previa o una declaración responsable o, a través del correspondiente procedimiento de otorgamiento de licencias urbanísticas.

Buena prueba de ello lo encontramos en la promulgación por parte de las distintas CC.AA de normativa encargada de regular la materia urbanística en general y, en particular, los procedimientos de autorizaciones urbanísticas y de todos aquellos aspectos colaterales que se tratan en este libro.

Si en un primer momento pocas fueron las CC.AA que abordaron tan compleja materia, en la actualidad todas las CC.AA disponen de normas autonómicas que regulan el urbanismo de forma total e integral, o bien, en diversos aspectos sectoriales.

Ello ha sido así hasta el punto de que nos encontramos con múltiples modificaciones en las distintas normativas urbanísticas autonómicas que se han producido a lo largo de estos últimos años, y que supone la necesidad de un seguimiento exhaustivo de las mismas, en aras de determinar el contenido de aplicación en cada momento, teniendo en cuenta, además, la propia evolución de las distintas instituciones urbanísticas con motivo del correr de los tiempos.

A la luz de los comentarios anteriores, podemos afirmar, por tanto, que estamos en presencia de un fenómeno de renovación legislativa de unas normas relativamente jóvenes que hacen difícil, por no decir imposible, el conocimiento de una materia tan complicada y específica como es la del urbanismo.

2.6.  Alcance y repercusión en el urbanismo de la Directiva de Servicios y de las Leyes de transposición

No podemos dejar de mencionar la normativa promulgada en los últimos tiempos sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, en cumplimiento de la directiva comunitaria 2006/123/CE, cuya transposición se ha llevado a cabo por la Ley 17/2009, de 23 de noviembre (32) , y que ha dado lugar a la modificación de múltiples normas sustantivas por la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas Leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio.

Entre las modificaciones de mayor interés, podemos comentar la adición de varias letras al apartado primero del artículo 84 de la Ley 7/1985, reguladora de las Bases del Régimen Local, respecto a la intervención de las entidades locales en la actividad de los ciudadanos. De igual forma se modificó el artículo 43 de la derogada LRJPA, respecto del silencio administrativo en procedimientos iniciados a solicitud del interesado, que más tarde comentaremos con detalle, enlazando con las excepciones de aplicación del silencio positivo por razones imperiosas de interés general, en los supuestos de contravención de la normativa urbanística.

Aunque con la nueva promulgación de las Leyes de procedimiento administrativo común de las Administraciones Públicas (33) , y la propia evolución de la normativa básica estatal urbanística realizada la cuestión se ha ido complicando, o al menos ha ido evolucionando en el sentido expresado por la propia Directiva de Servicios.

En lo que ahora nos interesa, también cobra especial relieve la modificación operada sobre la Ley 2/1974, de 13 de febrero, sobre Colegios Profesionales, al establecer una nueva regulación sobre la obligatoriedad del visado, en relación con el contenido de las normativas urbanísticas autonómicas y supletoria estatal. También habrá que tener en cuenta la promulgación del Real Decreto 1000/2010, de 5 de agosto, sobre los supuestos de visado colegial obligatorio.

La propia Directiva señala que solo se aplica a los requisitos que afecten al acceso a una actividad de servicios o a su ejercicio. De tal forma que no se aplica a determinadas materias. No se aplica a normas relativas a la ordenación del territorio, urbanismo (34)  y ordenación rural y normas de construcción, al establecerlo la propia exposición de motivos de la Directiva (35) , por no regular o no afectar específicamente a la actividad del servicio pero que tienen que ser respetadas por los prestadores en el ejercicio de su actividad económica al igual que por los particulares en su capacidad privada.

Por esa razón no se produce ninguna modificación en el ámbito urbanístico ni de normativa técnica de construcción, más allá de alguna incidencia que pudiera tener por la modificación del silencio administrativo con carácter general, que también comentaremos con detalle. Ahora bien, la cuestión cambia diametralmente cuando estemos en el campo de las licencias de instalación y/o actividad, en su distinta terminología. Ocurre sin embargo que dichas materias son reguladas por la normativa autonómica al tener atribuida dicha competencia en sus Estatutos de Autonomía, en cumplimiento del reparto constitucional de competencias.

Ello significará que habrá que modificar la normativa autonómica para un adecuado ajuste al contenido de la Directiva comunitaria. Por si ello fuera poco, en el ámbito de la intervención municipal a través de sus licencias, la precitada modificación del artículo 84 de la Ley de Bases de Régimen Local, requerirá de realizar más de una precisión, cuando no de establecer modelos alternativos de gestión, es decir, optar entre el régimen de autorización previa tal y como se encuentra definido en la actualidad, o bien, sustituir el mismo, siempre que sea posible, por el régimen de la declaración responsable y/o comunicación previa.

En esa línea, no debemos olvidar como también ya hemos apuntado las modificaciones operadas sobre la legislación básica de régimen local por la Ley 2/2011, de Economía Sostenible, que ha incluido dos apartados al artículo 84 de la Ley 7/1985, el bis y el ter, ahondando en la liberalización de los regímenes autorizatorios, especialmente referidos a los títulos habilitantes para la prestación de servicios o ejercicio de actividades, debiendo motivarse de manera expresa la necesidad de autorización previa por verse afectado el medio ambiente, la seguridad o la salud públicas o su incidencia al dominio público (36) .

De lo contrario, los regímenes necesarios serán los de comunicación previa o presentación de una declaración responsable en detrimento de los tradicionales regímenes de autorización previa: la licencia.

Ello ha provocado una cierta contaminación o mimetismo en el régimen autorizatorio urbanístico, y ha hecho que múltiples Comunidades Autónomas, aun cuando la Directiva de Servicios excluía expresamente su aplicación al urbanismo, se haya ejercido esta facultad liberalizando la autorización de determinados actos y usos urbanísticos mediante la presentación de una comunicación previa o una declaración responsable.

A lo largo del presente libro analizaremos las posibles incidencias de la Directiva de servicios, a través de su transposición en el derecho interno español, tanto en el ámbito del urbanismo como incluso de las actividades, aunque sea de forma tangencial en éste último caso, por lo expuesto en párrafos precedentes, así como las reflexiones que nos parecen oportunas desde el punto de vista de las intervenciones que requieren autorizaciones autonómicas vinculantes, como de las autorizaciones en sede exclusivamente municipal.

Por todas razones, también vamos a llevar a cabo el estudio del régimen de la comunicación previa y/o declaración responsable en materia de autorizaciones urbanísticas, al tratarse de una problemática que tanto la doctrina como varios legisladores autonómicos habían abordado desde hace algún tiempo, y que con la excusa de la promulgación de la Directiva y su transposición al derecho interno por las Leyes 17 y 25/2009, antes comentadas, ha cobrado especial relieve. Se trata, en síntesis, de estudiar el régimen de comunicación previa y/o declaración responsable para una serie de actos de uso y edificación sin necesidad de una intervención apriorística de la Administración actuante, quedando el resto sujetos a licencia.

En definitiva y como resumen a todo lo expuesto, habrá que estar al contenido de cada normativa urbanística autonómica para conocer el régimen de autorización vigente en cada CC.AA, el cual tendrán que aplicar los Ayuntamientos, mientras el mismo siga vigente. En dichos regímenes se establecerán los requisitos y condiciones para el ejercicio de las actividades sujetas, si fuera el caso de la existencia de varias autorizaciones. También analizaremos las interrelaciones existentes entre las licencias urbanísticas y de actividad y cómo influye el nuevo marco jurídico regulador instaurado en la Directiva de Servicios y en las Leyes de transposición de la misma sobre la normativa autonómica de aplicación de aquellas autorizaciones.

De igual forma formularé algunas propuestas de futuro de cómo puedan evolucionar estos campos que vamos a tratar en el presente libro, aún a riesgo de poder encontrarnos ante una serie de especulaciones que puedan no tener excesivo sentido, pero que entiendo pueda aportar luz sobre la evolución que en estas materias se producirá con total seguridad.
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	En este sentido la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación (LOE) viene a señalar en su artículo 5 que «La construcción de edificios, la realización de las obras que en ellos se ejecuten y su ocupación precisará las preceptivas licencias y demás autorizaciones administrativas procedentes, de conformidad con la normativa aplicable». Respecto del carácter preventivo de la licencia, SANTOS DIEZ y CASTELAO RODRIGUEZ, en su obra cit., Derecho Urbanístico..., pág. 892.


	 Ver Texto 




	 (13) 

	Sobre este particular la práctica totalidad de legislaciones autonómicas que disponen de legislación propia han establecido una enumeración de los actos sujetos a licencia urbanística. Algunas legislaciones establecen incluso una diferenciación entre actos sujetos a licencia, de aquéllos otros que no necesitan licencia pero están sujetos al régimen de comunicación previa al Municipio (véase el caso del proyecto de Ley del Suelo y Ordenación territorial de Extremadura).


	 Ver Texto 




	 (14) 

	CARCELLER FERNÁNDEZ, Antonio. Manual de Disciplina Urbanística, cit., págs. 36 y ss. artículo Actualidad, EC, núm. 2, 30 de enero de 193, cit., pág. 248. LLISET BORRELL, Fco., LÓPEZ PELLICER, Jose A., y ROMERO HERNÁNDEZ, Federico, «Ley del Suelo, Comentarios al texto refundido de 1992», EC, Abella, Madrid, 1993, Tomo II, págs. 431 y ss. JANINI TATAY, Teresa y otros, en su obra cit., anteriormente, págs. 21 y ss.


	 Ver Texto 




	 (15) 

	LLISET BORRELL, Fco, y otros autores, en su obra de la Ley del Suelo de 1992, cit., Tomo II, págs. 439 y ss. en cuanto al aprovechamiento urbanístico. De igual forma el mismo autor citado, en su artículo «La licencia de edificación» aparecido en EC, núm. 13, 15 de julio de 1992, págs. 1519 y ss.


	 Ver Texto 




	 (16) 

	Tendremos ocasión, con posterioridad, para analizar que actos quedan excluidos del control preventivo municipal a través de la pertinente licencia urbanística, y la fundamentación ofrecida por el legislador y la jurisprudencia de aplicación, respecto de la regla general de sujeción a previa licencia.


	 Ver Texto 




	 (17) 

	Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior.


	 Ver Texto 




	 (18) 

	LLISET BORRELL, Fco y otros autores, en su obra cit., Comentarios al Texto refundido de 1992, Tomo II, en el comentario al artículo 244 de la LS, págs. 457 y ss. Manual El Alcalde, núm. 10 sobre las Licencias Urbanísticas, BCL, Madrid, 1985, págs. 72–73.


	 Ver Texto 




	 (19) 

	DE LA MORENA Y DE LA MORENA, Luis, en Comentarios de Jurisprudencia sobre los «Aspectos constitucionales de las licencias: libertad versus seguridad», aparecido en EC, núm. 11 de 15 de junio de 1997, en donde se remite al volumen II de su Curso de Derecho Administrativo.


	 Ver Texto 




	 (20) 

	Ver entre otros trabajos que se pueden citar, lo expuesto por ESTÉVEZ GOYTRE, Ricardo, en su artículo cit., aparecido en EC, núm. 7, 15 de julio de 1994, pág. 892 y ss. Obligaciones impuestas por otro lado no solo por el texto refundido estatal, sino también por las legislaciones autonómicas existentes en esta materia. Ex: LGVRAU


	 Ver Texto 




	 (21) 

	HERNÁNDEZ DE MARCO, Saturio, en su artículo «Una aproximación a la licencia de edificación...», cit., EC, núm. 11 de 15 de junio de 1994, págs. 1481 y ss.


	 Ver Texto 




	 (22) 

	Norma derogada por la disposición derogatoria del TRLS92.


	 Ver Texto 




	 (23) 

	El artículo 22 de la derogada Ley 6/98 sobre régimen del suelo y valoraciones ya preveía iguales obligaciones legales en orden a preservar el cumplimiento de la normativa urbanística vigente en cada momento.


	 Ver Texto 




	 (24) 

	JANINI TATAY, Teresa, y FONT ARELLANO, Santiago, en su Breviario municipal de protección... cit., págs. 43 y ss.


	 Ver Texto 




	 (25) 

	Manual El Alcalde, BCL, ya cit., núm. 10 sobre licencias urbanísticas, en sus págs. 10 y ss. comenta la evolución de las licencias urbanísticas.


	 Ver Texto 




	 (26) 

	Dichos Decretos–Leyes se han tramitado como proyecto de Ley, y así el que nos ocupa, sobre medidas liberalizadoras en materia de suelo se ha convertido en la Ley 7/1997, de 14 de abril, de medidas liberalizadoras de suelo y de Colegios profesionales. (BOE de 15 de abril de 1997).


	 Ver Texto 




	 (27) 

	Ver la exposición de motivos del propio Real Decreto–Ley 5/96, de 7 de junio (BOE del día 8 del mismo mes), en sus párrafos primero y segundo.


	 Ver Texto 




	 (28) 

	Entre otros podemos citar los siguientes estudios: GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús, en su intervención en la obra colectiva Reforma y Liberalización económica, Civitas, Madrid, 1996. PORTO REY, Enrique y ORTEGA GARCIA, Angel, artículo aparecido en EC, (mismo número y fecha de revista que el siguiente) págs. 2137 y ss. «Incidencia del Real Decreto–Ley 5/96, de 7 de junio, en los planes de ordenación e instrumentos de gestión en el aspecto transitorio». ESTÉVEZ GOYTRE, Ricardo, en artículo aparecido en EC, núm. 14, de 30 de julio de 1996, págs. 2141 y ss. «Comentarios al Decreto–Ley de Medidas Liberalizadoras en materia de suelo». FERNÁNDEZ–FIGUEROA GUERRERO, Fernando, artículo aparecido en EC (misma revista que los anteriores), págs. 2176 y ss. «Aproximación a una tabla de vigencias como consecuencia del Real Decreto–Ley 5/96, de 7 de junio, de medidas liberalizadoras en materia de suelo». LÓPEZ ABARCA, Antonio, artículo aparecido en EC, núm. 20, de 30 de octubre de 1996, págs. 2904 y ss. «Comentarios al Real Decreto–Ley 5/96, de 7 de junio».


	 Ver Texto 




	 (29) 

	GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús, en su intervención en la obra colectiva ya citada, Reforma y Liberalización económica, Civitas, Madrid, 1996.


	 Ver Texto 




	 (30) 

	Norma derogada en sus tres primeros preceptos, disposición transitoria y final, por la disposición derogatoria única de la LRSV.


	 Ver Texto 




	 (31) 

	Muy interesante es analizar las conclusiones a las que llega GONZÁLEZ–BERENGUER URRUTIA, Jose Luis, en artículo de actualidad aparecido en EC, núm. 12 de 30 de junio de 1997, págs. 1798 y ss. Así señala: «a) La Sentencia sólo prohíbe al Estado legislar sobre urbanismo, no sobre periurbanismo. b) La doctrina Vives (ponente de la primera Sentencia que frontalmente trató este tema) sólo prohíbe que la legislación del Estado se autodenomine supletoria».


	 Ver Texto 




	 (32) 

	Hay que tener en cuenta también las modificaciones introducidas a varios de los artículos de la Ley 17/2009, por la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de mercado. Sobre esta última disposición legal hay que tener también en cuenta la STC 79/2017, de anulación de la llamada «licencia única».


	 Ver Texto 




	 (33) 

	En este sentido, la LRJPA ha sido derogada por la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que en su artículo 24 se hace eco, en los mismos términos que la disposición que deroga sobre la necesidad cuando el procedimiento tenga por objeto el acceso a actividades, o su ejercicio, la Ley que disponga el carácter desestimatorio del silencio deberá fundarse en la concurrencia de razones imperiosas de interés general.


	 Ver Texto 




	 (34) 

	Ya nos manifestábamos en este sentido de no aplicación directa de la Directiva al ámbito de las autorizaciones urbanísticas en nuestro artículo CHOLBI CACHÁ, Francisco Antonio y MERINO MOLÍNS, Vicente, «Comentario crítico sobre la Directiva de Servicios y de las Leyes 17 y 25/2009 en aplicación de la misma: especial incidencia en el ámbito de las licencias urbanísticas y de actividad». Artículo aparecido en EC, núm. 7/2010, en las págs. 1037 y 1049. En el mismo sentido se pronuncia la contestación a la Consulta núm. 310 de EC 22/2014, pág. 2394.


	 Ver Texto 




	 (35) 

	En sentido favorable a la aplicación de la Directiva a las licencias urbanísticas se pronuncia HERNÁNDEZ LÓPEZ, Juan, en su artículo «A vueltas con la Directiva de Servicios y las licencias municipales», aparecido en EC, núm. 6/2012, págs. 699–712.


	 Ver Texto 




	 (36) 

	Es notorio señalar como el artículo 84 bis de la Ley 7/1985 ha sido objeto de nueva redacción por el artículo 20 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local en el sentido de exigir licencia a los establecimientos físicos en los que se realicen actividades económicas cuando concurran los requisitos señalados en la nueva redacción legal del precepto. Dichos requisitos traen causa de lo establecido en el artículo 17 de la Ley 20/2013, de garantía de la unidad de mercado, cuando regula la instrumentación del principio de necesidad y proporcionalidad para la exigencia de una autorización previa.


	 Ver Texto 
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 1.  INTRODUCCIÓN

Me parece oportuno, antes de comenzar con el análisis de las licencias urbanísticas y su procedimiento de otorgamiento, analizar la regulación legal y los criterios jurisprudenciales dados a las informaciones urbanísticas o, también denominadas, cédulas urbanísticas, pues suponen una indudable influencia en el procedimiento de otorgamiento, sobre todo si tenemos en cuenta que las mismas pueden suponer el reconocimiento de derechos en el seno del mismo o, al menos, tener una repercusión directa.

Las informaciones urbanísticas se producen en un momento previo al procedimiento de otorgamiento propiamente dicho, por ello no debemos confundirlas con los informes técnicos que en el seno del procedimiento administrativo de concesión de licencias se emiten por los servicios competentes, aunque puedan constituir, en cierta medida, un antecedente de aquéllos.

El objeto de dichas informaciones, por tanto, es servir de información a los ciudadanos sobre sus posibilidades de edificación y de aprovechamientos urbanísticos a los que puedan aspirar, aunque, insisto una vez más, al margen del procedimiento.

Vamos a analizar, en primer lugar, el contenido de la regulación básica estatal, para pasar a continuación a analizar la regulación existente sobre esta materia en las Comunidades Autónomas para terminar con la regulación supletoria existente en el país, de aplicación en las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, y en aquellas CC.AA que no han regulado expresamente las informaciones urbanísticas o que lo han hecho de forma insuficiente.

2.  INFORMACIONES URBANÍSTICAS

2.1.  Regulación básica estatal

El TRLS 2008 reproducía de forma idéntica los preceptos contenidos en la Ley 8/2007 en esta materia, como producto de la refundición de los preceptos legales contenidos en el TRLS92 y en la precitada Ley 8/2007. Concretamente nos estamos refiriendo al contenido de los artículos 3 y 4 referidos a la ordenación del territorio y ordenación urbanística y derechos del ciudadano.

Con la misma sistemática, producto de la refundición legal llevada a cabo, el apartado segundo del artículo 4 del TRLSRU 2015 señala que la legislación sobre la ordenación territorial y urbanística (autonómica, por tanto) garantizará el derecho a la información de los ciudadanos y de las entidades representativas de los intereses afectados por los procesos urbanísticos, así como la participación ciudadana en la ordenación y gestión urbanística.

Aunque la información a que se refiere el precepto está más orientada a la participación en los procesos de gestión urbanística, queda puesto de manifiesto el derecho de los particulares a la información urbanística en dichos procesos urbanísticos.

En este sentido, el artículo 13.2, letra a) del TRLSRU 2015, señala el derecho a consulta a las Administraciones competentes por parte de los propietarios de suelo en situación rural, que los instrumentos de ordenación territorial y urbanística prevean su paso a la situación de suelo urbanizado, sobre los criterios y previsiones de la ordenación urbanística, de los planes y proyectos sectoriales y de las obras que habrán de realizar para asegurar la conexión de la urbanización con las redes generales de servicios y, en su caso, las de ampliación y reforzamiento de las existentes fuera de la actuación.

El plazo máximo para atender la consulta no podrá exceder de tres meses, salvo que una norma con rango de Ley establezca uno mayor, y se fijará por la legislación sobre ordenación territorial y urbanística.

De forma más específica, el artículo 5 que regula los derechos de los ciudadanos con carácter básico, determina el derecho a acceder a la información de que dispongan las Administraciones Públicas sobre la ordenación del territorio, la ordenación urbanística y su evaluación ambiental, así como obtener copia o certificación de las disposiciones o actos administrativos adoptados, en los términos dispuestos en la legislación reguladora, con evidente carácter amplio.

De forma más concreta, la letra d) del precitado artículo 5 del TRLSRU 2015 señala el derecho de los ciudadanos a ser informados por la Administración competente, de forma completa, por escrito y en plazo razonable, del régimen y las condiciones urbanísticas aplicables a una finca determinada, en los términos dispuestos en la legislación reguladora.

2.2.  Regulación legal en las CC.AA

No estamos en presencia de una materia que haya sido objeto de una especial regulación por las CC.AA, no obstante, podemos agrupar algunas CC.AA en virtud del contenido de sus disposiciones urbanísticas de aplicación, así como la regulación exhaustiva de algunas CC.AA en la siguiente clasificación:

– Un primer grupo lo conforman aquellas Comunidades Autónomas que no establecen una regulación concreta, no ya de las informaciones urbanísticas, sino del derecho de información de los ciudadanos en términos concretos del régimen urbanístico de aplicación de una determinada finca, más allá de reconocer el derecho de participación ciudadana en los distintos instrumentos de gestión urbanística, a modo y semejanza del contenido del artículo 4 del TRLSRU 2015 que antes hemos comentado. Es el caso de la normativa legal de Baleares aunque con matices (1)  y Galicia (2) .

Madrid, por su parte, en la actual Ley 9/2002, de Suelo, no contiene un desarrollo legal sobre el particular, en la línea de lo expuesto en las dos Comunidades Autónomas anteriores objeto de comentario. No obstante, el PLSMadrid si establece una regulación con cierto detalle, digno de mención. El artículo 7 del proyecto de Ley regula el derecho a la información urbanística con un contenido amplio. En lo que aquí nos interesa reconoce el derecho a todas las personas físicas y jurídicas a conocer la situación urbanística de los terrenos y construcciones y a las actividades y usos que sobre ellos se desarrollen.

Por su parte, el artículo 8 del proyecto de Ley regula la llamada consulta urbanística, materializándose en el derecho de toda persona física o jurídica a que el Ayuntamiento correspondiente le informe por escrito del régimen urbanístico aplicable a un terreno concreto, o bien a un ámbito urbanístico superior. La información al interesado se facilitará mediante una certificación urbanística notificada en el plazo máximo de tres meses (supeditada al pago de una tasa, en su caso), en el que se hará constar los instrumentos de planeamiento y gestión aplicables indicando el estado de situación de cada uno de ellos; la clasificación del suelo, categoría y calificación y resto de determinaciones urbanísticas y si el terreno tiene la condición de solar, o, en su defecto, que actuaciones urbanísticas son necesarias para alcanzar dicha condición.

Cuando el municipio carezca de los medios técnicos suficientes para hacer efectivo el derecho a la consulta urbanística, la obligación de facilitarlo corresponderá a la Consejería competente en materia de urbanismo de la Comunidad de Madrid, suscribiéndose a tal efecto el correspondiente convenio de colaboración. En cuanto a la naturaleza jurídica de la consulta tiene meros efectos informativos, sin que altere los derechos y deberes urbanísticos que recaigan sobre la finca, sin perjuicio de que el error en la información pueda determinar responsabilidad patrimonial por los daños y perjuicios que pudieran causarse al interesado, en los términos del régimen general de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas.

– Otro grupo de CC.AA contiene en sus disposiciones legales urbanísticas, además de la mención del derecho de participación e información en los instrumentos de ordenación y gestión urbanística, el derecho a ser informados del régimen urbanístico de aplicación con evidente carácter genérico. En este sentido se manifiesta el artículo 8.2 del TRLOTUCastilla–La Mancha; artículo 16 del Decreto 305/2006 que desarrolla el TRLUCataluña para dicha CC.AA, artículo 7.2 de la LSOTExtremadura y artículo 11.2, letra k) de la LOTURioja (3) .

– Otra CC.AA da un paso más allá en la regulación urbanística de la materia que estamos comentando, sin que ello suponga fijar un régimen jurídico claro y completo de la misma. Es el caso de Cantabria, al establecer en el artículo 8, en su apartado e), de la LOTRUSCantabria el derecho de los particulares a obtener por escrito información formalizada sobre las circunstancias urbanísticas de una determinada finca o zona del término municipal. La información que a este respecto el Ayuntamiento proporcione mediante cédulas urbanísticas u otros documentos con función de adveración y fehaciencia pública incluirá todas las circunstancias urbanísticamente relevantes contenidas en la solicitud, debiendo notificarse la expedición de la misma en el plazo máximo de tres meses.

– Por su parte Andalucía establece una regulación similar a la comentada pero acortando el plazo hasta fijarlo en un mes para que la Administración proceda a contestar sobre el régimen urbanístico aplicable y demás circunstancias urbanísticas de un terreno o edificio determinado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6.1 de la LOUAndalucía, en la redacción dada al mismo por la Ley 2/2012, de modificación de aquélla, y sin que el desarrollo reglamentario contenido en el RDUAndalucía establezca determinación de ninguna índole.

Sin embargo, con motivo de la promulgación de la Ley 6/2016, de 1 de agosto, por la que se modifica la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía para incorporar medidas urgentes en relación con las edificaciones construidas sobre parcelaciones urbanísticas en suelo no urbanizable, establece la Disposición Adicional segunda de la precitada disposición legal un desarrollo específico del derecho de la ciudadanía a obtener de los municipios cuanta información dispongan sobre el régimen urbanístico aplicable y demás circunstancias urbanísticas en relación a los terrenos o edificaciones en suelo no urbanizable.

Parece que el legislador autonómico quiera establecer un plus sobre la regulación de información urbanística cuando nos estemos refiriendo a terrenos o edificaciones que tengan la condición de suelo no urbanizable. En estos casos el procedimiento para regular el derecho de acceso a la información pública se regirá por lo dispuesto en la legislación básica estatal y autonómica en materia de transparencia pública, pero que en todo caso, y sin perjuicio de la especificidad de lo establecido en la ordenanza local, se deberán cumplir una serie de reglas.

Dichas reglas consisten en que la resolución que conceda o deniegue el acceso a la información deberá ser motivada y notificarse al solicitante y a los terceros afectados que lo hayan solicitado, en un plazo máximo de 20 días hábiles, desde la recepción de la solicitud por el órgano competente encargado de resolver sobre dicha petición de información. El plazo se podrá prorrogar por otros 20 días hábiles más, en los supuestos de que el volumen o la complejidad de la información solicitada lo requieran, debiendo notificarse dicha ampliación a todos los interesados.

– En Canarias en su legislación hasta la promulgación de la LSENPCanarias no se establecía una regulación concreta de las informaciones urbanísticas, debiendo acudir a un desarrollo reglamentario específico (4) . Sin embargo, su actual regulación se hace eco de esta institución en términos bastante completos, así se recoge en el artículo 7 de la LSENPCanarias, en su apartado primero, el reconocimiento al derecho de información urbanística, es decir, a ser informado por escrito y de forma fehaciente sobre el régimen urbanístico aplicable y demás circunstancias urbanísticas de un terreno o edificio determinado.

Los apartados segundo y tercero del precitado precepto regulan el derecho de información de las personas titulares del derecho de iniciativa para la actividad urbanizadora, respecto de una parcela, solar o ámbito de planeamiento determinado en cuanto a los criterios y previsiones de la ordenación urbanística, vigente y en tramitación, y de las obras a realizar para asegurar la conexión de la urbanización con las redes generales de servicios y, en su caso, las de ampliación y reforzamiento de las existentes fuera de la unidad. En estos casos la Administración emitirá la correspondiente cédula urbanística en los términos y condiciones a que se refiere el artículo 328 de la LSENPCanarias. La cédula urbanística será expedida por los ayuntamientos y expresará la clasificación y condiciones urbanísticas de una determinada parcela o emplazamiento.

El plazo para su expedición será de quince días si el particular solicitante indica la referencia catastral incrementándose hasta un mes en caso de no indicarla, y se deberán adoptar las medidas pertinentes para que la tramitación y expedición de la cédula lo sea a través de la sede electrónica del Ayuntamiento. El plazo de garantía en el que produce efectos jurídicos la cédula urbanística es de un año desde su expedición, aunque ello no implica que se comprometan las facultades o potestades públicas de planeamiento, en el sentido de poder variar la ordenación urbanística, so pena de incurrir en responsabilidad respecto de las cédulas urbanísticas expedidas y vigentes. En este sentido, el particular quedará exonerado de cualquier responsabilidad por las actuaciones ajustadas al amparo del contenido urbanístico de la cédula urbanística bien se haya presentado una comunicación previa u obtenido una licencia por silencio administrativo.

A sensu contrario, sí que implicará la responsabilidad del Ayuntamiento por los daños y perjuicios ocasiones al particular, inherentes al restablecimiento de la legalidad urbanística a que resultare obligado el promotor en sentido contrario al informado en la reiterada cédula urbanística, así como los gastos en la confección y tramitación de los proyectos sometidos a licencia. En los casos de que el cambio de criterio viniera fundamentado por un cambio sobrevenido de ordenación habrá que estar a lo establecido en la legislación urbanística estatal, conformada por el artículo 48 del TRLSRU 2015. El Ayuntamiento no responderá de ningún tipo de daño o perjuicio cuando la actitud del particular promotor haya inducido, expresamente, a un error de hecho o de derecho del contenido informado en la cédula urbanística.

– La LOTUMurcia regula la cédula de urbanización en su artículo 151, pero en lo que aquí nos interesa es en el artículo 177 cuando se refiere a la publicidad de los Planes, cédula urbanística y cédula de edificación, cuando establece esta obligación municipal a cumplir en el plazo de un mes contado a partir de la solicitud formulada, con el siguiente tenor hartamente clarificador:


«2. Todo administrado tiene derecho a que el Ayuntamiento le informe por escrito del régimen urbanístico aplicable a una finca o sector. A tal efecto, los ayuntamientos deberán crear un documento acreditativo, denominado cédula urbanística.

3. Los ayuntamientos deberán crear un documento específico, denominado cédula de edificación, para la determinación de las condiciones técnicas de edificación de un solar determinado, que sirva de base para la redacción del proyecto correspondiente.

4. Ambas cédulas deberán expedirse a solicitud de cualquier administrado en el plazo máximo de un mes desde su solicitud, aportando a tal efecto aquél los datos necesarios para la identificación de la finca o sector de que se trate. La información que a este respecto el Ayuntamiento proporcione incluirá todas las circunstancias urbanísticamente relevantes contenidas en la solicitud».



En parecidos términos se pronuncia el artículo 27 del TRLUAragón al regular el régimen jurídico de la cédula urbanística, señalando que a solicitud de cualquier interesado, el Ayuntamiento emitirá un informe, denominado cédula urbanística, relativo a las circunstancias urbanísticamente relevantes de una determinada parcela y, en particular, lo relativo a la clasificación, categoría y calificación, con expresión de los instrumentos de planeamiento y de gestión de que deriven o, en su caso, el estado de tramitación de los mismos. El informe se notificará al solicitante en el plazo máximo de dos meses y su emisión podrá estar supeditada al pago de la correspondiente tasa, ahora bien el contenido de la cédula urbanística no comporta la patrimonialización del aprovechamiento urbanístico en ella reflejado, ni vincula a la Administración, sin perjuicio de poder vulnerar el principio de confianza legítima, al impedir el ejercicio de los derechos informados en la cédula urbanística, en cuyo caso dará lugar a indemnización en los términos establecidos en la legislación de responsabilidad patrimonial de las Administraciones públicas por los gastos realizados que resultasen inútiles en función del contenido informado en la cédula.

– El artículo 8 del DLOTNavarra se encarga de regular el acceso a la información territorial y urbanística. En la redacción originaria del precepto, se establecía una preferencia en la información a los propietarios y demás afectados por cada actuación urbanística, así como a las entidades representativas, respecto del resto de personas que también tenían derecho a la información urbanística sin necesidad de acreditar un interés determinado. En la redacción dada al precepto por la Ley Foral 5/2015, dicha preferencia o privilegio fue suprimida, accediendo a la información urbanística en términos de igualdad, subsumiéndose dicha regulación posterior en el actual Texto Refundido.

Dichas peticiones de información deberán resolverse en el plazo de dos meses, salvo que la Ordenanza reguladora de la cédula urbanística establezca otro plazo menor, debiendo motivarse todas aquellas resoluciones que denieguen total o parcialmente la información solicitada. Las resoluciones que denieguen la expedición de dichas cédulas agotarán la vía administrativa, a efectos de la interposición de los Recursos procedentes.

La denegación de la expedición de la cédula urbanística sólo podrá proceder cuando afecte a los expedientes en los que la legislación básica estatal no reconoce el derecho de acceso a archivos y registros, cuando se refiera a datos amparados por el secreto de la propiedad intelectual o afecten a la confidencialidad de datos y de expedientes personales y cuando afecte a documentos o datos inconclusos, sea manifiestamente abusiva, o esté formulada de forma tan general que sea imposible determinar el objeto de lo solicitado.

El artículo 94 del precitado Texto refundido regula la cédula urbanística señalando que los Ayuntamientos podrán crear en la correspondiente ordenanza el documento acreditativo del régimen y las condiciones urbanísticas que concurran en las fincas comprendidas en el término municipal, que se denominará Cédula Urbanística de Terreno o de Edificio, según el carácter de la finca a que se refiera. Dicha posibilidad de crear la ordenanza, se convierte en obligación legal para todos los Ayuntamientos de municipios de más de cinco mil habitantes.

Finalmente, habría que añadir como desarrollo reglamentario, el contenido del artículo 8 del Decreto Foral 85/1995, dictado en desarrollo de la derogada Ley Foral 10/1994, pero que no contradecir lo dispuesto en la actual regulación legal foral, antes al contrario, la complementa, cuando establece el contenido mínimo de la cédula urbanística.

Entre los datos que debe contener la cédula urbanística debemos señalar la situación de la finca con expresión gráfica de sus linderos y si está o no edificada, e indicación de su superficie; instrumento de ordenación territorial o planeamiento urbanístico por cuyas determinaciones se encuentra afectada la finca y fecha de aprobación definitiva del instrumento de que se trate, clase, categoría y calificación del suelo en que se halle enclavada, unidad de ejecución o sector de que se trate y, en su caso aprovechamiento tipo y/o medio correspondiente, uso, intensidad y edificabilidad que tenga atribuida por el planeamiento, plazos de gestión y grado de facultades urbanísticas adquiridas por el titular, sistema de actuación aplicable a la unidad de ejecución y sector o unidad de ejecución donde se hará efectivo el derecho del propietario al aprovechamiento tipo o medio, en los supuestos que proceda.

– Por su parte, el País Vasco, en el artículo 9º de la LSPaísVasco establece que las Administraciones Públicas deberán expedir, a solicitud de cualquier persona, certificaciones o copias certificadas de la ordenación urbanística aplicable a unos inmuebles concretos. Una vez expedida la información urbanística, ésta produce efectos en el sentido de la confianza en la veracidad y corrección de dicha información, caso contrario de la posible responsabilidad patrimonial en que pudieran incurrir las Administraciones Públicas competentes. No quiere decir que el error producido por la Administración vincule a la misma, pero deberá responder de los perjuicios que haya irrogado a los particulares peticionarios en poder de la correspondiente información urbanística.

– Por lo que hace referencia a la Comunidad Valenciana, debemos señalar que en toda la legislación urbanística o sectorial autonómica, se contiene de manera reiterativa el principio de información al público. Baste como ejemplo, como el artículo 2 de la LOTUPValencia garantiza entre las competencias administrativas que corresponden a la Generalitat y a los municipios la información y participación ciudadana en los procesos territoriales y urbanísticos. El artículo 69 de la LOTUPValencia señala que los propietarios de suelo y titulares de derechos sobre bienes inmuebles afectados por la ordenación urbanística tienen las facultades y los deberes previstos por la legislación autonómica y por la legislación estatal en materia de suelo, urbanismo y ordenación del territorio.

Con dicho carácter general, se contenía la definición de información urbanística y los requisitos para el ejercicio de los derechos que ello conlleva, en los artículos 558 y 559 del ROGTUV, derogado por la disposición derogatoria de la LOTUPValencia. Por su parte, el derogado artículo 560 del ROGTUV regulaba el derecho al acceso a internet para disponer de dicha información, a través de la página web necesaria de que deberán disponer las Administraciones Públicas para hacer efectivo dicho derecho. En los artículos 562 a 565 del ROGTUV se contenían las reglas de información pública del planeamiento, audiencia a municipios y producción de dicha información urbanística por la CC.AA.

El apartado cuarto del artículo 227 de la LOTUPValencia señala la obligación de los Ayuntamientos de informar en el plazo de un mes de la zonificación, clasificación y programación urbanística de los terrenos. En los mismos términos se pronunciaba el artículo 561 del ROGTUV, respecto de la información por escrito, a lo que había que añadir, en la regulación reglamentaria ahora derogada, la regulación de las consultas verbales, que tengan que atender los servicios técnicos municipales, sobre las determinaciones de los instrumentos de planeamiento y de gestión urbanística, una vez a la semana al menos, fijando el horario de visitas tanto en el tablón de anuncios como en la página web de los respectivos Ayuntamientos.

La solicitud de informe debía venir debidamente identificada por quien solicitaba la información urbanística, así como del contenido preciso de la información solicitada, no admitiéndose consultas genéricas y abstractas. El contenido de la información solicitada, en los términos precedentes, se le hará llegar al interesado en el plazo de un mes mediante la expedición de la oportuna certificación del Secretario de la Corporación con el visto bueno del Sr. Alcalde, por lo que creo que aunque se haya derogado el desarrollo reglamentario, al guardar silencio la LOTUPValencia sobre el particular se debe seguir produciendo en los términos, requisitos y condiciones señalados.

En los municipios que no cuenten con la infraestructura necesaria para poder expedir las correspondientes informaciones urbanísticas, habrá que solicitar la asistencia técnica de la Diputación Provincial a través de los medios propios de la misma.

Finalmente, los tres primeros apartados del artículo 227 de la LOTUPValencia se refiere a las cédulas de garantía urbanística, en términos muy similares a los expuestos, respecto de las parcelas susceptibles de edificación o uso privado de la misma. La Cédula expresará la zonificación y clasificación urbanística y su plazo máximo de vigencia será de un año, dentro del cual deberá solicitar la pertinente licencia.

– Otra CC.AA. que ha regulado con mayor detalle las informaciones urbanísticas ha sido el Principado de Asturias. En primer lugar, el artículo 21 del TRLOTUAsturias regula el derecho a la información urbanística en su triple vertiente: instrumentos de planeamiento, gestión urbanística y situación urbanística de los terrenos, así como a las actividades y medidas que puedan afectar a la misma. Se reconoce una especial prioridad en el acceso a dicha información (reconocida para todos y garantizada por las Administraciones Públicas) a los propietarios y demás afectados por las actuaciones urbanísticas, así como a las entidades representativas de dichos intereses afectados.

El artículo 22 del precitado texto legal, establece las reglas para la información pública de acceso a los instrumentos de planeamiento y gestión urbanística, recogiéndose una copia de aquéllos y éstos en el Registro de Planeamiento y Gestión Urbanística del Principado de Asturias, que sean objeto de aprobación en el ámbito de la CC.AA (5) .

El artículo 24 del Texto Refundido establece que los Ayuntamientos, por sí o mancomunadamente, podrán crear mediante la correspondiente ordenanza la cédula urbanística de los terrenos o edificios, que comprenderá las características de las fincas comprendidas en el término municipal, debiendo ser objeto de revisión inmediata cada vez que se proceda a la aprobación o revisión de un instrumento de planeamiento. Sobre este particular, cualquier persona tendrá derecho a que el Ayuntamiento le informe por escrito del régimen urbanístico aplicable a un terreno o edificio, incluido los aprovechamientos urbanísticos a que se tengan derecho.

La regulación legal no ha establecido plazo y condiciones para el ejercicio del derecho de consulta de la información urbanística, por lo que ha tenido que ser el desarrollo reglamentario contenido en el artículo 59, apartado primero del RUAsturias, el que haya determinado el plazo máximo de emisión de los certificados o cédulas urbanísticas en el plazo máximo de un mes desde la presentación de la solicitud de la información urbanística en el Registro Municipal, salvo que la ordenanza municipal reguladora de la cédula urbanística señale otro distinto.

Además, de conformidad con lo establecido por el apartado quinto del artículo 39 del RUAsturias, en toda la documentación sujeta al trámite de información pública debe constar la diligencia del Secretario municipal o, en su caso, personal funcionario autorizado por el órgano administrativo que elabore el planeamiento, que acredite que dicha documentación se ajusta al trámite que corresponde.

El contenido de la cédula urbanística o de los certificados urbanísticos sustitutivos de aquélla vienen recogidos en los apartados tercero y cuarto del precitado artículo 24 del TRLOTUAsturias, desarrollado en el artículo 58 del RUAsturias. La cédula urbanística deberá contener los instrumentos de planeamiento y gestión aplicables, indicando si alguno de ellos está en revisión o modificación y en tal caso, si se ha acordado la suspensión de licencias, la clasificación del suelo y demás determinaciones urbanísticas significativas, en especial las referidas a sus condiciones de urbanización y edificación, así como si el terreno tiene la condición de solar o qué actuaciones urbanísticas son necesarias para alcanzarla, en particular en cuanto a los deberes urbanísticos exigibles.

En el caso de tratarse de un certificado con información urbanística, a los que nos hemos referido anteriormente, deberá expresar, al menos, si el suelo es urbano, urbanizable o no urbanizable; el uso del suelo, la altura, el volumen y la situación de la edificación, la ocupación máxima de la parcela y el aprovechamiento del subsuelo, si el terreno tiene la condición de solar o no y, si procede, los servicios que son necesarios para alcanzarla, el planeamiento a cuyas determinaciones está sujeta la finca, indicando, en su caso, si está en proceso de revisión o modificación, y los instrumentos de gestión aplicables, con expresión de la unidad de actuación o polígono en el que se encuentre, en su caso, incluida, así como del estado en que se halla su proceso de urbanización, si está afectada por trámites de suspensión del otorgamiento de licencias y si es posible obtener licencia cumpliendo las determinaciones relativas al uso del suelo, altura, volumen, etc., condicionada, en su caso, a la ejecución simultánea de obras de urbanización.

Lo más importante y significativo viene configurado por la vinculación de la Administración urbanística a la información proporcionada a sus legítimos peticionarios, en el plazo de cuatro meses siguientes a la notificación de la susodicha información, respecto de la licencia urbanística que solicite los usos permitidos y conformes a la ordenación urbanística comunicada previamente por la Administración. La única salvedad que el apartado cinco del artículo 24 del TRLOTUAsturias establece respecto del principio general enunciado, lo constituye la posible infracción en la ordenación urbanística en que se haya podido incurrir a la hora de proporcionar la información, o bien, que se haya producido una modificación del planeamiento entre el lapso temporal de emitir la información y la presentación de la solicitud de licencia urbanística.

En el primer caso, información errónea por incongruencia jurídica con la normativa urbanística se produce unos de los supuestos de responsabilidad patrimonial, siempre y cuando concurran todos los requisitos establecidos en las normas que regulan con carácter general dicha responsabilidad (6) , como más tarde veremos. Finalmente, el apartado sexto del artículo 24 del TRLOTUAsturias señala que, en ningún caso, el certificado o la cédula urbanística podrán condicionar las autorizaciones administrativas que sean exigibles con carácter previo al otorgamiento de las licencias urbanísticas.

– Por su parte, la LUCastilla–León regula en sus artículos 141 y 142, el derecho a la información urbanística y las reglas para la información pública, respectivamente (7) . El primero de los preceptos señalados, que constituye nuestro objeto de estudio en este momento, viene a establecer un régimen muy amplio de información urbanística bajo cualquier forma de expresión y en todo tipo de soporte material de aquella información disponible por las Administraciones públicas:

«...referida a los instrumentos de planeamiento y gestión urbanísticos y a la situación urbanística de los terrenos, así como a las actividades y medidas que puedan afectar a la misma».


Pero es en los artículos 146 y 147 en los que se regula la consulta urbanística y la cédula urbanística. El primer precepto contiene un régimen bastante exhaustivo del ejercicio del derecho de los particulares a que se le informe, por escrito, por el Ayuntamiento del régimen urbanístico aplicable a un terreno concreto, o bien al sector, unidad de actuación o ámbito de planeamiento o gestión urbanística equivalente en que se encuentre incluido. El apartado tercero señala que cuando el Municipio carezca de medios necesarios para proporcionar esta información, la obligación de proporcionarlo corresponderá a la Diputación Provincial. La regulación en cuanto a plazos y condiciones viene recogida en el apartado segundo del siguiente tenor:


«Esta información deberá facilitarse por el Ayuntamiento en el plazo de dos meses desde que se presente la solicitud en el registro municipal, mediante certificación que expresará al menos:


	
a)  Los instrumentos de planeamiento y gestión urbanística aplicables, indicando si alguno de ellos está en revisión o modificación y en tal caso si se ha acordado la suspensión de licencias.


	
b)  La clasificación del suelo y las demás determinaciones urbanísticas significativas, en especial las referidas a sus posibilidades de urbanización y edificación.


	
c)  Si el terreno tiene condición de solar y, en caso negativo, que actuaciones urbanísticas son necesarias para alcanzarla, en particular en cuanto a los deberes urbanísticos exigibles».






Mismos requisitos se contienen en el artículo 426 del RUCastilla–León, en la nueva redacción dada al mismo por el Decreto 45/2009, de 9 de julio, encargado de desarrollar las previsiones de la precitada Ley. A dichos requisitos habría que añadir que la consulta urbanística se responderá mediante una certificación suscrita por el Secretario del Ayuntamiento, indicando, además de lo expuesto, si se ha acordado la suspensión del otorgamiento de licencias o de la tramitación de otros procedimientos, si han sido objeto de impugnación en vía administrativa o contencioso–administrativa o si su ejecutividad ha sido suspendida. El plazo de los dos meses a los que se refiere la Ley para la expedición de la información urbanística, se deberá contar desde que tenga entrada la consulta por escrito en el registro municipal, o desde que se reciba la consulta en una cuenta de correo electrónico accesible desde la página web de la Diputación Provincial.

Además, hay que añadir la adición de los apartados cuarto y quinto al artículo 426 del RUCastilla–León por el Decreto 45/2009 precitado, en términos de establecer cuando el Ayuntamiento no remita la certificación en el plazo señalado legalmente, la posibilidad de que el solicitante pueda ponerlo en conocimiento de la Diputación Provincial, la cual deberá responder a la consulta en las condiciones señaladas en la regulación legal y reglamentaria precitada anteriormente. La certificación mantendrá su eficacia mientras sigan en vigor las determinaciones de los instrumentos de planeamiento y gestión urbanística conforme a las cuales haya sido elaborada, y como máximo hasta pasado un año desde su emisión. Dentro de dichos plazos, la alteración de los criterios y previsiones contenidas en la certificación, dará derecho a indemnización de los gastos en que hayan podido incurrir los particulares peticionarios de licencias con certificación expedida en vigor, por la elaboración de proyectos que resulten inútiles, conforme a la legislación sobre responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas.

El artículo 427 del Reglamento establecía las reglas específicas de la emisión de la consulta urbanística en los supuestos de suelo urbanizable no delimitado, pero ha sido objeto de derogación expresa por el precitado Decreto 45/2009. Finalmente, el artículo 428 del Reglamento, en relación con el artículo 147 de la LUCastilla–León, se establece la obligación de crear mediante ordenanza la cédula urbanística en documento normalizado acreditativo de las circunstancias del terreno, antes señaladas. La ordenanza regulará el plazo de validez de la cédula urbanística y resto de requisitos. Esta obligación de aprobar la ordenanza será exigible a los Municipios de población igual o superior a 20.000 habitantes o que cuenten con Plan General de Ordenación Urbana, y será facultativa para el resto. El contenido de la cédula coincide con el que establece el apartado segundo del artículo 426 del RUCastilla–León y el propio contenido del artículo 146 de la LUCastilla–León, estableciéndose en dicha Ordenanza el plazo de validez de la información urbanística a efectos de la exigibilidad en el otorgamiento de la licencia urbanística.

2.3.  Regulación supletoria estatal

Como antecedente legal podemos citar la exigencia en la legislación de viviendas de protección oficial de un certificado municipal sobre calificación de terrenos y servicios urbanísticos disponibles. El TRLS76 en su artículo 63 regula esta figura en consonancia con lo regulado en la actualidad en el aún vigente, con carácter supletorio, artículo 168 del RDU (8)  al establecer en su apartado primero:

«…que los Ayuntamientos podrán crear en la correspondiente ordenanza un documento acreditativo de las circunstancias urbanísticas que concurran en las fincas comprendidas en el término municipal».


El apartado segundo denomina el documento como Cédula urbanística de terreno o edificio, según el carácter de la finca a que se refiera:

«…pudiendo los Ayuntamientos exigirlos para la parcelación, edificación y cualquier utilización de los predios, siendo obligatoria su creación para las fincas comprendidas en polígonos o en los que se aplique cualquiera de los sistemas de actuación señalados en la Ley del suelo».


En el mismo sentido, de forma prácticamente idéntica venía regulado en el artículo 44 del TRLS92 (9)  que dado su carácter supletorio fue declarado inconstitucional por la STC de 20 de marzo de 1997, reponiendo en vigor con este mismo carácter supletorio el mencionado artículo 63 del TRLS76 y los artículos del RDU que estamos comentando.

El propio artículo 168 del RDU establece las circunstancias urbanísticas a que deberán referirse las cédulas urbanísticas que normalmente vienen reguladas en los propios instrumentos de Planeamiento, es decir, en los Planes Generales Municipales de Ordenación Urbana, Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipal, etc., vía remisión de la propia legislación autonómica o, en su caso, estatal, siendo más coherente su regulación a través de las Ordenanzas municipales que todo instrumento de planeamiento general contiene, por encima de regulaciones sectoriales o parciales en ordenanzas que pudiera aprobar el Ayuntamiento Pleno (10) .

En definitiva, habrá que estar al contenido de las regulaciones urbanísticas autonómicas y, en todo aquello que no esté regulado por las mismas, así como en el caso de Baleares, y las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, tendrán que regirse por el contenido del TRLS76, debidamente desarrollado en los preceptos precitados del RDU, al recobrar vigencia dicha normativa estatal supletoria (11) , como ha quedado puesto de manifiesto de forma reiterada, en cumplimiento de la Sentencia del Tribunal Constitucional de 20 de marzo de 1997.

2.4.  Conclusión

En resumen, se trata de un instrumento de carácter normativo (12)  que materializa documentalmente las diversas circunstancias urbanísticas que, según la Ordenación urbanística, son aplicables a los distintos terrenos o fincas que dependiendo de su calificación son susceptibles de realizar cualquier actuación o actividad urbanística de la índole que sea, suponiendo el sistema de informaciones un doble contenido; primero en orden a la información suministrada al ciudadano sobre sus posibilidades urbanísticas, y en segundo lugar, la obligación para la Administración de dar cumplimiento a esa información en la ejecución del urbanismo, es decir, en el otorgamiento de las licencias urbanísticas, facilitando de igual manera el cumplimiento de las obligaciones y cargas urbanísticas reguladas legalmente que afecten a las fincas correspondientes.

Es necesario aclarar que el derecho al que hacemos mención corresponde no sólo a aquéllos interesados directos en ejercitar alguna acción urbanística, sino a cualquier administrado, tal y como indica el comienzo del precepto legal: «Todo administrado...» (13) , podríamos entenderlo como exigencia de cumplimiento de la legislación urbanística y de los planes y normas establecidos en su desarrollo, cuestión que se puede también conseguir con una adecuada información urbanística en los distintos ámbitos de actuación (14) .

Esta información se puede alcanzar a través de consultas directas, para ello el artículo 164 del vigente RDU (en defecto de normativa autonómica que las regule), establece el procedimiento o la forma de poder formular consultas de este tipo, horarios, locales, etc., o bien, a través de la tan reiterada cédula urbanística de carácter eminentemente escrito, una vez presentada la solicitud en el Registro General con los requisitos que debe contener (identificación de la finca, polígono o sector), que puede suponer, como luego veremos, una adquisición de determinados derechos que pueden ser objeto de resarcimiento en un momento determinado (15) .

Aunque dicha información urbanística, amén de la expedición por escrito de la información, a través de la correspondiente certificación administrativa, cédulas de garantía urbanística, también es admisible, por así determinarlo la normativa de alguna CC.AA, y podríamos decir que el sentido común, la posibilidad de consultas verbales.

3.  NATURALEZA JURÍDICA DE LAS INFORMACIONES URBANÍSTICAS. JURISPRUDENCIA AL RESPECTO

3.1.  Naturaleza jurídica

Respecto a la naturaleza jurídica de la consulta o de la información, lo primero que hay que manifestar es la obligatoriedad en su expedición siendo unánime la jurisprudencia en este sentido, como expone la STS de 5 de julio de 1979. En cuanto al carácter formal, una vez determinada la obligatoriedad de su expedición, tienen un valor de simple información que no vincula a la Administración, siendo un criterio unánime seguido por nuestra jurisprudencia, entre otras muchas Sentencias que podrían citarse; 15 y 20 de junio de 1977; 7 de febrero y 3 de julio de 1978, 20 de febrero y 21 de junio de 1980, 21 de enero, 13 de mayo, 6 de junio, 19 de octubre y 28 de noviembre de 1981 y de 5 de abril de 1982.

De todo lo dicho se desprende el carácter informativo y no vinculante de las consultas (16)  respecto de la Administración municipal, que en modo alguno puede bloquear o congelar la efectividad del planeamiento urbanístico. En este sentido, véase la STS de 28 de enero de 1982, que establece en uno de sus considerandos, a raíz de una controversia surgida por una información urbanística lo siguiente:

«Y por ello, lo que el Ayuntamiento concedió fue una pura y simple información urbanística, en el sentido de que en el terreno en cuestión se podía construir a la sazón lo que autorizasen las Normas Subsidiarias y Complementarias de la provincia, y de cuya información, naturalmente, no puede derivarse derecho alguno al administrado, pues en caso contrario bastarían consultas de esta índole, sin necesidad de presentar proyecto alguno, para impedir la efectividad del planeamiento futuro y para congelar, de forma tan simple y en propio beneficio, la normativa vigente a la sazón. De manera que (y así debió entenderlo el interesado al presentar posteriormente una petición de licencia en regla), aquella información urbanística en manera alguna era una concesión de licencia urbanística».


Una vez determinada la falta de eficacia vinculante de la información municipal, incluido los supuestos en que la información que se suministrase fuese negativa para el peticionario de la información, debemos señalar que no nos encontramos en presencia de un verdadero acto administrativo, no siendo posible la revisión en vía contencioso–administrativa del contenido de la información (17) , tal y como viene confirmando nuestra jurisprudencia, entre otras, STS de 9 de noviembre de 1974; 20 de febrero y 8 de junio de 1976, 7 de febrero de 1978, 29 de septiembre de 1980, 29 de marzo de 1984 y de 26 de diciembre de 1985. Como resumen a toda la jurisprudencia citada, de manera más reciente podemos remitirnos a la STS de 27 de junio de 2008.

La negativa de la Administración de informar por escrito la consulta formulada es una cuestión totalmente diferente del contenido de la información y del criterio del solicitante sobre el acuerdo o desacuerdo de la información obtenida con la consulta. La consulta se debe producir y será, en su caso, objeto de amparo jurisdiccional la negativa de la Administración municipal a su expedición, por venir así obligada a ello (18) .

Cuestión totalmente diferente será las consultas que los Ayuntamientos puedan formular a otros entes urbanísticos superiores por razón de las lógicas relaciones que se deban mantener entre administraciones y, en esos casos, posiblemente no hablaremos de consultas como tales sino de verdaderos criterios urbanísticos que los Ayuntamientos vendrán obligados a respetar y cumplir en sus relaciones con terceros particulares peticionarios. En este sentido se manifiesta la STS de fecha 11 de diciembre de 1984, en relación con una consulta del Ayuntamiento de Alcobendas a la Comisión de Planeamiento y Coordinación del área metropolitana de Madrid (C.O.P.L.A.C.O.).

3.2.  Consecuencias jurídicas de las informaciones: responsabilidad municipal

A pesar de lo expuesto hasta el momento presente, que el carácter de la cédula o de la certificación sea de mera información y no vincule a la Administración municipal, no excluye en modo alguno la responsabilidad de indemnizar los costes del proyecto y demás gastos que procedan en caso de que la licencia se deniegue (19) .

Pero aún hay algo más, existe igualmente responsabilidad en aquellos casos en que como consecuencia de la información errónea se haya producido un daño al particular, que pensaba sobre la base de la información suministrada que no se podría edificar o actuar urbanísticamente de una determinada forma, y una vez solicitada la licencia, posiblemente a destiempo o con un retraso notorio, la información municipal no fuese ajustada a la normativa urbanística (20) , y por consiguiente existía la posibilidad de realizar el comportamiento que se pretendía y posterior otorgamiento de la licencia. Entre otras las STS ya citadas de 7 de febrero y 3 de julio de 1978, 6 de julio de 1981 y 26 de diciembre de 1985.

Los textos refundidos de las Leyes de suelo estatal no se refieren expresamente a esta posible responsabilidad patrimonial de la Administración Local, de igual forma guardan silencio las disposiciones de régimen local. Habrá que acudir a las últimas regulaciones autonómicas que han considerado esta posibilidad, vistas anteriormente, y a las cuáles me remito (21) .

Es patente que la contestación a una consulta urbanística de forma errónea configura un funcionamiento anormal de la Administración que debe ser resarcido atendiendo a principios constitucionales, cuestión que se infiere de la propia legislación estatal para otro tipo de supuestos de funcionamiento defectuoso de la Administración Pública (22) , entendido en su más amplio sentido. En esta línea la corriente jurisprudencial ha ido matizando cada uno de los supuestos y perfilando el ámbito de la responsabilidad a la luz de los supuestos concretos que se han planteado. En este sentido las STS; 12 de junio de 1991, auto de 25 de noviembre de 1988 y Sentencia de 2 de noviembre de 1987 que viene a establecer con meridiana claridad en su fundamento tercero, lo siguiente:

«c) En último término son de destacar los muy importantes efectos jurídico–administrativos que las contestaciones a las consultas producen para el administrado que ajuste su conducta a los términos recogidos en aquéllas: a) Quedará exento de responsabilidad si ajusta su actuación al contenido de la información facilitada; b) Podrá reclamar indemnización del Ayuntamiento, la Administración, si confiando en la contestación ha desarrollado una actuación que en último lugar venga a resultar frustrada, sufriendo por ello un perjuicio que claramente derivará de un funcionamiento anormal de la Administración...».


Siguiendo con la misma línea jurisprudencial, la STS de 15 de julio de 2002, en la que se hace eco de otras tantas Sentencias de la propia Sala, establece la necesidad de que se cumplan todos los presupuestos legitimadores necesarios configurados legalmente para que operen los supuestos de responsabilidad patrimonial.

Entre ellos se encuentra la existencia de un daño real y efectivo para que podamos entender que se produce responsabilidad municipal por la emisión de una información urbanística errónea. Concretamente, la Sentencia señala que la pretensión indemnizatoria no se puede fundar en meras expectativas y en que, se ha producido un daño basado en la aportación de datos hipotéticos, pues éstos han de ser reales y concretos, y en cuanto a las ganancias dejadas de obtener, la prueba no ha de referirse a supuestos meramente posibles pero de resultados inseguros, desprovistos de certidumbre, pues ha de ser rigurosa sin que tengan valor las dudosas y contingentes.

Con este razonamiento, ratifica el TS el criterio expuesto por la Sala de instancia, al aplicar ésta la doctrina conforme a la cual, si bien es verdad que pueden resultar indemnizables tanto los conceptos de lucro cesante como los del daño emergente, partiendo del principio contenido en los artículos 1106 del Cc, 115 de la LEF y de reiterada jurisprudencia del Tribunal Supremo, es lo cierto también que, para que el perjuicio pueda ser indemnizable, los daños han de ser reales y efectivos y ha de acreditarse su existencia.

A mayor abundamiento, podríamos reproducir la corriente jurisprudencial que recoge el profesor Arozamena Laso (23) , que se manifiesta en términos muy parecidos a los expuestos. No obstante, cabría la posibilidad de considerar otros supuestos de hecho que en la práctica se producen, como puede ser la presentación de solicitudes de informaciones urbanísticas estando en trámite una modificación urbanística que afecte al contenido de la información que se solicita, en cuyo caso, procedería comunicar este extremo al interesado, haciéndole constar que las licencias se encuentran suspendidas y el carácter reservado o condicionado de la información urbanística que nos ocupa.

Ocurre, sin embargo, que en otras ocasiones se podrán dar casos más complejos en cuanto a que la información urbanística esté solicitada, y en ese momento, o incluso a partir de la misma, se proceda a una modificación de planeamiento que en cierta forma obliga a notificar al interesado el régimen urbanístico vigente, pero que el mismo va a ser objeto de modificación o, se ha iniciado la tramitación para su modificación, en cuyo caso, la responsabilidad de la Administración parece mucho más difusa, y no es tan clara como en los casos que anteriormente exponíamos a título de ejemplo, o dicho de otro modo, no queda claro el momento en el cual se consolida un derecho adquirido (24) .

Por último, comentar otra situación fáctica que en algunas ocasiones se presenta a fin de obtener una especie de derecho adquirido a través de las informaciones urbanísticas, como son las peticiones de certificaciones de compromiso municipal de edificabilidad. A tenor de la jurisprudencia se ha ido resolviendo esta cuestión, quedando desechadas al observarse la improcedencia de estas certificaciones, tal y como expone con total rotundidad la STS, antes citada, de 20 de febrero de 1980 al determinar:

«La actividad informativa de los Ayuntamientos, puesta en juego en materia urbanística a virtud de la obligación establecida en el referido precepto de la Ley del Suelo (la Sentencia se refería al texto del año 1976, que es plenamente aplicable a los textos actuales), concierne por su índole a la normativa aplicable a un sector o finca; concreción, esta última que implica también obligación de informar sobre los particulares actos administrativos o acuerdos municipales que afecten al régimen urbanístico vigente sobre finca determinada...todo ello con imposibilidad de confundir lo que objetivamente es el fondo del asunto, enmarcado en típicas pretensiones y cuestiones contencioso–administrativas... con los radicalmente distintos y subyacentes propósitos del demandante de obtener a través de un trámite informativo de normas y actos preexistentes un acuerdo municipal que asegurarse la edificabilidad de sus terrenos mediante solicitud de certificación de acuerdos aún a producir, y, por tanto, inexistentes en orden a certificarlos, pero cuya adopción se intenta provocar aduciendo a la para ello inadecuada vía de la información por escrito o certificación pretendida del ayuntamiento siendo así el examen del ajuste a Derecho de la negativa a expedir en vía informativa tal clase de certificación...en punto a obtener compromisos municipales respecto a posteriores licencias de edificación, pueda constituir cuestión de fondo a dilucidar subsidiariamente en vía jurisdiccional o donde basta apreciar la improcedencia de expedir certificación de un reconocimiento o compromiso municipal de edificabilidad de los cuestionados terrenos...».







	 (1) 

	En Baleares no se contiene en su actual LUIB determinación concreta, más allá de referencias generales a participación ciudadana, iniciativa privada y publicidad de las actuaciones, así como a los supuestos de gestión de la actividad urbanística e iniciativa privada (artículos 12 y 13). Es en el artículo 64 que regula la publicidad de los planes en los que parece regularse las consultas relativas al contenido del planeamiento urbanístico estableciendo un plazo de validez de las consultas de seis meses, debiendo emitirse el correspondiente certificado por el secretario/a del Ayuntamiento sobre el régimen urbanístico de la finca o fincas, indicando si es o no edificable, en el plazo de un mes desde la presentación de la solicitud. De igual forma, con carácter general los artículos 116 a 119 de la Ley 20/2006, de Régimen Local para Illes Balears, regula la información y participación ciudadanas. Sin embargo, el artículo 24 del Acuerdo del Pleno del Consejo Insular de Palma de aprobación definitiva del Reglamento general de la derogada Ley 2/2014, para la isla de Palma, establece en su artículo 24 la regulación de las certificaciones, consultas y peticiones de información urbanística en sus distintos cauces o formas, tanto verbales como por escrito, remitiéndose al artículo 180 del propio reglamento a efectos de la forma, plazo y efectos en cómo deben expedirse las certificaciones de régimen urbanístico y consulta urbanística.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Ni en la derogada Ley 9/2002 y la reciente Ley 2/2016, de 10 de febrero, del Suelo de Galicia, se contiene prevención expresa sobre el particular y, curiosamente, la derogada Ley 11/1985, de 22 de agosto establecía: «En los municipios de más de 50.000 habitantes, los Ayuntamientos habrán de crear, en el plazo de dos años, mediante la correspondiente ordenanza, la cédula urbanística de los terrenos o edificios existentes en suelo urbano y urbanizable». Añadiendo el apartado segundo del mencionado precepto: «Al expedirse la cédula, si el plan o las normas estuviesen en proceso de modificación o revisión, se hará constar expresamente esta circunstancia en la misma». La única referencia que se contiene a los derechos de información es en el artículo 5 de la Ley 2/2016 que regula los fines de la actividad urbanística, y en cuya letra f) señala velar para que la actividad urbanística se desarrolle promoviendo la más amplia participación social, garantizando los derechos de información y de iniciativa de los particulares…. En el mismo sentido el artículo 8, letra f) del Decreto 143/2016 por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 2/2016.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	No obstante, se establece como un supuesto especial el derecho de los propietarios de suelo urbanizable de formular una consulta al Ayuntamiento correspondiente sobre la viabilidad de la transformación de un ámbito clasificado como suelo urbanizable no delimitado, en los términos y condiciones establecidos en el artículo 59 de la LOTURioja.


	 Ver Texto 




	 (4) 

	El artículo 7 del Decreto 55 /2006, regula el derecho a la información. Las administraciones públicas canarias garantizarán, en el ámbito de sus respectivas competencias, el derecho a la información de los particulares, facilitando el acceso a toda la información disponible en cualquier tipo de soporte material, referida a los instrumentos de ordenación, gestión y ejecución del planeamiento, tanto en vigor como en trámite. En lo que aquí nos interesa, especialmente, el derecho a obtener toda la información urbanística disponible relativa a una parcela o área determinada, con arreglo a una serie de requisitos: deberá ser solicitada al Ayuntamiento competente territorialmente, ante el Registro municipal que corresponda, identificando claramente la parcela o área territorial y las circunstancias que se desean conocer; deberá señalarse si se solicita certificación del contenido del instrumento de ordenación o ejecución del planeamiento, simple informe, o fotocopia compulsada de la documentación obrante en el instrumento o expediente de aprobación, la información municipal deberá facilitarse en el plazo máximo de un mes, la exacción de tasas por la expedición de la información deberá haber sido previamente establecida conforme a la normativa aplicable y los plazos para evacuar las consultas o emitir los informes a que nos estamos refiriendo, se computarán a partir de la recepción del escrito de remisión, junto con la documentación necesaria, por el órgano competente para contestar o informar, suspendiéndose el transcurso de dichos plazos en tanto no se solventen las deficiencias de documentación cuya subsanación haya sido requerida, a tenor de lo establecido en el artículo 8.4 del Decreto 55/2006.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	También se incluirán los catálogos y convenios que se aprueben en dicho ámbito territorial.


	 Ver Texto 




	 (6) 

	Artículos 32 a 37 de la LRJSP 40/2015 que la regula los principios y el procedimiento en materia de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas.


	 Ver Texto 




	 (7) 

	En el mismo sentido se contempla en los artículos 9 en relación con el 422 del RUCastilla–León.


	 Ver Texto 




	 (8) 

	BOIX REIG, Vicente, en artículo «La cédula urbanística» aparecido en RDU, núm. 39 de 1979, pág. 57. CARCELLER FERNÁNDEZ, Antonio. en su obra cit., Manual de Disciplina Urbanística, págs. 121–122.


	 Ver Texto 




	 (9) 

	LLISET BORRELL, Fco y otros autores, en su obra cit., Ley del Suelo, Comentarios al Texto Refundido de 1992, Tomo I, págs. 203 y ss.


	 Ver Texto 




	 (10) 

	Abella, Nuevo Régimen Local, Madrid, 1985, págs. 183 y ss. págs. 388 y ss. En la 3ª edición de 1988, Tomo II, págs. 280 y ss, y 652.


	 Ver Texto 




	 (11) 

	GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús, en su obra Comentarios a la Ley sobre régimen del suelo y valoraciones (Ley 6/1998, de 13 de abril) en el comentario al artículo 6, pág. 122 y ss., establece su parecer de aplicar el régimen general del artículo 42.2 de la LRJPA, «…sin duda excesivo en los supuestos de información».


	 Ver Texto 




	 (12) 

	AROZAMENA LASO, artículo «Consulta Urbanística», aparecido en RDU, núm. 113 de 1989. pág. 506. DÍAZ GÓMEZ, Mariano, El Silencio administrativo positivo en la Ley 30/92, de 26 de noviembre, y su incidencia en los actos de gestión y control urbanísticos, Madrid, Dykinson, 1994, pág. 208.


	 Ver Texto 




	 (13) 

	GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús, en su obra comentada con anterioridad Comentarios a la Ley 6/1998, de 13 de abril, en cuanto a su régimen jurídico, pág. 122.


	 Ver Texto 




	 (14) 

	Ello no obsta, tal y como ha quedado expuesto con el análisis de las legislaciones urbanísticas autonómicas, a que los propietarios y los interesados directamente afectados por las actuaciones urbanísticas, cuenten con una lógica preferencia.


	 Ver Texto 




	 (15) 

	Sobre los distintos tipos de información urbanística es interesante el trabajo realizado por TORRES MARTÍNEZ, Jesús, sobre la información urbanística, en la sección ¿Qué documentos necesito? De la Revista Urbanística Práctica, núm. 14 correspondiente al mes de marzo de 2003.


	 Ver Texto 




	 (16) 

	LLISET BORRELL, Fco y otros, Comentarios a la LS de 1992, cit., Tomo I, pág. 193, sobre la naturaleza jurídica de la consulta o información.


	 Ver Texto 




	 (17) 

	LLISET BORRELL, Fco. y otros autores, Comentarios LS de 1992, cit., en nota anterior pág. 194.


	 Ver Texto 




	 (18) 

	Recordar el apartado quinto del artículo 8 del DLOTUNavarra respecto de agotar la vía administrativa las resoluciones que denegasen la expedición de la correspondiente información urbanística.


	 Ver Texto 




	 (19) 

	Ver lo establecido sobre esta materia, en los comentarios de LLISET BORRELL, Fco. y otros autores en sus Comentarios a la LS de 1992, en el Tomo I, págs. 198 y ss. y pág. 205.


	 Ver Texto 




	 (20) 

	Ver artículo de GARCÍA MESAS, José, «La modificación del planeamiento y sus consecuencias en el régimen de las licencias concedidas y procedencia de indemnización económica», aparecido en EC, núm. 10 de 30 de mayo de 1996, págs. 1486 y ss.


	 Ver Texto 




	 (21) 

	Con ánimo de establecer una mayor seguridad jurídica en este tema, por algunas legislaciones autonómicas, como hemos tenido ocasión de comentar, se establece un plazo en que la exigencia de responsabilidad se acepta y asume por el propio legislador, siempre y cuando concurran los requisitos generales generadores de la responsabilidad administrativa.


	 Ver Texto 




	 (22) 

	Se verán en otro apartado del libro distintos supuestos de funcionamiento anormal de la Administración que generan esa responsabilidad patrimonial de la misma.


	 Ver Texto 




	 (23) 

	AROZAMENA LASO, Angel, en su artículo ya cit., de la «Consulta Urbanística», RDU, núm. 113 de 1989, pág. 506.


	 Ver Texto 




	 (24) 

	De este mismo tenor es interesante la lectura de la contestación a la consulta núm. 104 de marginal aparecida en EC, núm. 7, correspondiente al 15 de abril de 2004, págs. 1170–1171. En la misma se pone de manifiesto el principio general de inexistencia de responsabilidad patrimonial para los supuestos de modificación de planeamiento con posterioridad a la emisión de la certificación de información urbanística sino se ha solicitado licencia antes de llevarse a cabo la iniciación del procedimiento de modificación del planeamiento en vigor al tiempo de la petición. Sin embargo, pudiera producirse la existencia de responsabilidad patrimonial si en el momento de expedición de la certificación de información ya se hubiera iniciado la modificación de planeamiento que pueda afectar al contenido de aquélla sin que se hubiera informado sobre este particular al peticionario de la cédula o certificación, pudiendo entender que la información suministrada no era totalmente correcta.


	 Ver Texto 
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 1.  EL RÉGIMEN DE LA COMUNICACIÓN PREVIA: SITUACIÓN ACTUAL

Es cierto y así debemos hacerlo constar, el tema de la comunicación previa ha tomado vigencia y actualidad como consecuencia de la promulgación de la Directiva de Servicios y de las propias Leyes estatales que transponen la misma, a pesar, tal y como hemos comentado con anterioridad, que la propia Directiva señale su inaplicación a determinados ámbitos, uno de los cuales es la planificación y ordenación rural y urbana. Ahora bien, dicho régimen de comunicación previa o presentación de una declaración responsable (cuando nos referimos a una u otra fórmula lo hacemos extensivo a un régimen que pretende comunicar la intención de realizar unos actos a la Administración que no están sujetos a una autorización previa –licencia– y se lleva a cabo mediante la presentación de una comunicación previa o una declaración responsable, en los términos que disponga la normativa urbanística para cada CC.AA) había sido objeto de debate en la doctrina desde hace tiempo, con carácter general como alternativa al régimen de la técnica autorizatoria previa, y más concretamente en el ámbito de las intervenciones administrativas que regulan los actos y usos del suelo.

Por tanto, la actividad administrativa para los actos de control del suelo ha llevado a cabo una evolución de las técnicas de dicho control a lo largo del tiempo. Es decir, de la intervención administrativa previa tradicional se ha ido evolucionando hacía un régimen de menor intervención administrativa previa para aquellos actos de menor importancia o transcendencia, de lo que se han hecho eco algunas normativas autonómicas como más tarde comentaremos, y sin que la promulgación de la Directiva de Servicios y su transposición al derecho interno por las Leyes 17 y 25/2009, podamos afirmar que es la panacea de todos los problemas (1) .

No repetiremos en estas líneas el contenido de la legislación básica estatal, y la evolución llevada a cabo por la misma, al haber sido objeto de estudio en apartados precedentes. Es decir, para los actos de edificación, taxativamente la normativa básica estatal y el contenido de las regulaciones autonómicas en desarrollo de la misma, son pacíficas en cuanto establecen la obligatoriedad de licencia, como técnica autorizatoria previa necesaria para poder realizar los correspondientes actos de construcción, sobre todo cuando nos refiramos a obras de nueva planta que precisen de proyecto arquitectónico.

Ahora bien, cuando nos refiramos a otro tipo de actos de construcción de menor orden o importancia, así como a otros usos que no requieran de una intervención previa, el régimen de la comunicación previa o declaración responsable cobra especial relieve o interés, con un ánimo de simplificar procedimientos para todas las partes que entran en juego, tanto ciudadanos como para la propia Administración.

1.1.  Fundamento del régimen de la comunicación previa

No queda lugar para la duda de que la licencia urbanística constituye el instrumento normativo característico de la técnica autorizatoria previa para los actos de edificación y uso del suelo. En cuanto al carácter constitutivo o declarativo de las licencias urbanísticas, ya hemos tenido ocasión de comentar la evolución doctrinal y jurisprudencia sobre dicho carácter.

El sentido de la comunicación previa o declaración responsable no es otro que dotar al sistema de una cierta agilidad en la realización por parte de los particulares de determinadas intervenciones en materia urbanística, sin que tenga que existir una intervención previa por parte de la Administración, más allá de una necesaria labor de supervisión (2)  en el curso de la ejecución de determinados actos, siempre que se ajusten a los requisitos exigidos legalmente.

La evolución llevada a cabo sobre dicho carácter declarativo, al entender la existencia de un derecho preexistente del particular peticionario de la licencia siempre que cumpla con los requisitos exigidos legalmente, supone que la Administración no pueda oponer ningún otro tipo de inconvenientes o requisitos administrativos, lo que ha dado lugar a que por un importante sector doctrinal se haya entendido la posibilidad de sustituir la licencia por un régimen de comunicación previa, sometida a un control posterior.

Dicho sector doctrinal (3)  ha venido manteniendo a favor del principio pro libertatis, basado en la propia Constitución Española de 1978, la posibilidad de sustituir dicho régimen tradicional de control preventivo por un control a posteriori previa declaración de intenciones por el particular que pretende llevar a cabo el correspondiente acto o uso del suelo.

El sentido de dicho principio parte de la base de que la Administración elija el medio menos restrictivo de la libertad individual, aunque conciliando los intereses no sólo individuales que entran en juego, sino también los intereses públicos. Por esta razón la técnica de intervención que la Administración elija deberá tener en cuenta dicho equilibrio, de tal forma que los actos de mayor importancia requieran de una intervención previa, mientras que los que puedan suponer un menor perjuicio o riesgo para el interés público se facilite el ejercicio de los derechos individuales de los particulares que vayan a llevar a cabo cualquier acto o uso del suelo.

El sector doctrinal precitado, con la redacción del artículo 84 de la Ley 7/1985, con anterioridad a la modificación de dicho precepto por la Ley 25/2009, ya venía manteniendo que el mismo era acorde con los designios constitucionales favorables al principio de libertad individual, al permitir a la Administración Pública la elección de la técnica autorizatoria entre las que se encontraba no sólo la licencia, sino también otros actos de control preventivo, entendiendo la posibilidad de sustitución de dicha licencia por otros sistemas menos restrictivos de la libertad individual.

Podemos imaginar, con la reforma legal operada en dicho artículo 84 de la Ley de Bases de Régimen Local, en el que se reconoce, expresamente, el régimen de la comunicación previa y declaración responsable, como se han multiplicado exponencialmente los argumentos favorables por los autores que defendían estos regímenes comunicados con anterioridad y sin el nuevo marco normativo con el que contamos en la actualidad.

Entre los argumentos utilizados para facilitar la implantación del régimen de la comunicación previa o de la declaración responsable tenemos, además del factor de liberalización comentado, el elemento simplificador en la tramitación de los correspondientes procedimientos administrativos, no sólo para los ciudadanos (4) , sino también para la propia Administración.

Es decir, para el ciudadano porque con la presentación de una comunicación previa, con una determinada antelación a la realización de los hechos objeto de autorización, es suficiente para la realización de los mismos; y para la Administración desde el punto de vista de la sustitución de los procedimientos previos de autorización por unas técnicas de control a posteriori que verifiquen los presupuestos de hecho que han sido objeto de comunicación o declaración ante la Administración actuante.

Sólo en los casos en que la técnica de intervención previa elegida no sea la correcta porque estemos en presencia de un supuesto que requiera de licencia previa, dará lugar a la incoación del correspondiente procedimiento administrativo, aunque no es menos cierto que la presentación de una comunicación previa o una declaración responsable no obsta a que por parte de la Administración se deba abrir el correspondiente expediente administrativo que constará de los trámites y actos que se consideren necesarios.

El segundo argumento, de mayor calado, si cabe, lo encontramos en consideraciones de orden económico. Tal y como algún autor (5)  europeo ha señalado, la simplificación de los procedimientos y la desregulación se consideran parte integrante de las políticas de incremento de la competitividad. Se quiere poner de manifiesto el coste que supone para los ciudadanos, incluidos los emprendedores, respecto de un régimen tradicional de intervención previa, cuando el mismo es desmedido con respecto a la protección de los distintos intereses que entran en juego, no solo individuales sino públicos, como también hemos comentado respecto del principio de simplificación de los procedimientos administrativos.

Con la desregulación se pretende favorecer, ahora desde un punto de vista exclusivamente económico, el ahorro de costes que suponen las autorizaciones administrativas a la hora de llevar a cabo el ejercicio de cualquier tipo de actividad que necesite de la realización de obras, sujetas a autorización por parte la Administración.

Por esa razón, la eliminación de trámites administrativos, sobre todo de carácter previo, siempre favorecerá el ejercicio de cualquier tipo de actividad económica, aunque la razón de la intervención administrativa en los actos de edificación y uso del suelo tengan otra motivación diferente, sin que se pueda discutir una cierta incidencia en dicha materia económica que, por supuesto, tiene una especial repercusión en el campo de las licencias de actividad.

Por todo lo expuesto, los defensores de este tipo de intervenciones administrativas atenuadas o de control a posteriori previa comunicación previa o declaración responsable, verán nuevos argumentos a favor de sus pretensiones, como a continuación veremos, con motivo de la promulgación de la Directiva de Servicios 123/2006/CE, y su transposición a la legislación nacional interna.

1.2.  Incidencia de la Directiva de Servicios en el régimen de la comunicación previa

Tal y como hemos expuesto, el debate sobre el régimen de intervención administrativa en los actos de edificación y uso del suelo, ya se había abierto con anterioridad, no sólo en nuestra doctrina, sino también en nuestra legislación, como más tarde veremos.

De lo que no cabe la menor duda es del especial auge que el régimen de la comunicación previa o declaración responsable está alcanzando en nuestros días. Como cualquier norma que se pretende instaurar genera una serie de incertidumbres y expectativas, y en el presente caso, como hemos visto, desde diversos sectores doctrinales se estaba apuntando la necesidad de flexibilizar los procedimientos para una mayor simplificación y celeridad en la tramitación de los mismos. Uno de los instrumentos que se estaban barajando era sustituir la autorización apriorística de la Administración, a través de la licencia, por otro tipo de actuaciones.

Llueve en el presente caso, por tanto, sobre mojado. Para mí el mayor problema reside en consideraciones de orden práctico más que cuestiones doctrinales. Dicho con otras palabras, sin perjuicio del sentido de la Directiva y su exportación al campo de las autorizaciones urbanísticas, deberemos ser muy conscientes de las consecuencias de la implantación de un régimen de comunicación previa o declaración responsable sobre los actos de edificación y uso del suelo.

Para ello, creo muy interesante analizar la evolución que desde las propias normativas autonómicas se ha llevado a cabo de dicha institución, para continuar con una adecuada evolución de la institución, y sin que el fragor de las actuales corrientes doctrinales haga que acudamos a un régimen de esta naturaleza sin sopesar de manera adecuada las consecuencias de la implantación del mismo, y sin menospreciar en modo alguno las consideraciones de orden económico.

1.2.1.  Aplicación del régimen de comunicación previa a las autorizaciones urbanísticas

En primer lugar, como punto de partida expuesto anteriormente, debe quedar absolutamente claro que el contenido de la Directiva de Servicios no es de aplicación directa al ámbito del urbanismo. El considerando 9 de la exposición de motivos de la Directiva establece de forma taxativa que la misma solo se aplica a los requisitos que afecten al acceso a una actividad de servicios o a su ejercicio, no siendo de aplicación a requisitos tales como normas de tráfico rodado, normas relativas a la ordenación del territorio, urbanismo y ordenación rural.

Bien es cierto, como en el apartado siguiente veremos, que cuando para el ejercicio de actividades en locales se requiere de obras, indirectamente relacionado con dicho ejercicio se encuentran las instalaciones para la prestación de las mismas. En este caso, la realización de las obras y las correspondientes autorizaciones que las regulan se incardinan en el procedimiento de otorgamiento de las correspondientes autorizaciones para el ejercicio de dichas actividades, existiendo una interrelación indudable entre ambos tipos de autorizaciones, debiendo conciliar, como en otra parte del trabajo analizaremos, el distinto régimen de autorizaciones administrativas pertinentes legalmente.

Ahora bien, esta exclusión en el campo de las licencias de urbanismo que no debiera merecer mayor comentario, con las salvedades expuestas en el párrafo precedente, no significa ni debe significar, como antes comentábamos, que no debamos estudiar una adecuada evolución de estas técnicas, ahora reconocidas, si cabe, con mayor claridad en la modificación del artículo 84 de la Ley de Bases de Régimen Local, que mejoren las técnicas autorizatorias en materia de actos de edificación y uso del suelo, y que redunden en un adecuado equilibrio, a mi juicio, entre los intereses particulares y públicos que entran en juego.

1.2.2.  Aplicación del régimen de comunicación previa a las autorizaciones para el ejercicio de actividades

Es en este campo en donde cobra especial relieve y repercusión el contenido de la Directiva de Servicios y la normativa básica estatal y autonómica encargada de llevar a cabo su transposición. La Ley 17/2009, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, de transposición de la precitada Directiva, establece junto al principio de libertad de establecimiento, los distintos regímenes de autorización necesario para llevar a cabo el acceso a una actividad de servicios. Evidentemente, el contenido de la Directiva va más allá de la autorización de las instalaciones para el ejercicio de la actividad, sentando el principio general de cualesquiera autorizaciones para el ejercicio de la misma, sea donde sea y aunque abarque un ámbito territorial regional, nacional o, incluso, transnacional.

Desde la perspectiva del objeto presente de nuestro estudio, las licencias de actividad o mal llamadas de apertura (teniendo en cuenta que en varias CC.AA las licencias de apertura regulan la puesta en funcionamiento de la actividad concreta sujeta a licencia de actividad) tienen como finalidad verificar las condiciones adecuadas de prestación de los correspondientes servicios o actividades de los locales en que se vayan a ejercer las mismas. Bajo este prisma, el considerando 59 de la exposición de motivos de la Directiva de Servicios señala que como norma general la autorización debe dar al prestador la posibilidad de acceder a la actividad de servicios o de ejercerla en todo el territorio nacional, salvo que una razón imperiosa de interés general justifique una limitación territorial.

Es, precisamente, la protección del medio ambiente, continua señalando el considerando precedente, la que justifica que se exija una autorización individual para cada instalación física en el territorio nacional, sin perjuicio del reparto de competencias locales o regionales que exista en cada Estado miembro sobre concesión de autorizaciones.

En este sentido, la Ley 1/2010, de reforma de la Ley 7/1996, de Ordenación del Comercio minorista, reforma varios de sus preceptos, en lo que ahora nos interesa, señala en su artículo 6 dedicado a la instalación de establecimientos comerciales, la no sujeción a régimen de autorización comercial, lo que no obsta a que la instalación de dichos establecimientos comerciales pueda quedar sujeta a una autorización que se conceda por tiempo indefinido (6) , con arreglo al juicio de proporcionalidad a que se refiere el artículo 5 de la precitada Ley 17/2009.

Los requisitos que se establezcan para la instalación de establecimientos comerciales atenderán conjuntamente a criterios basados en razones imperiosas de interés general relacionadas con la distribución comercial, como la protección del medio ambiente y del entorno urbano, la ordenación del territorio y la conservación del patrimonio histórico y artístico.

En este sentido, cobra especial relieve la introducción de dos nuevos artículos a la regulación inicial contenida en el artículo 84 de la LRBRL, concretamente los artículos 84 bis y ter, tanto en su redacción originaria introducidos por la Ley 2/2011, de Economía Sostenible, como en su redacción actual (concretamente el artículo 84 bis) por la Ley 27/2013, de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local, en el sentido de exigir licencia a los establecimientos físicos en los que se realicen actividades económicas cuando concurran los requisitos señalados en la nueva redacción legal del precepto, en el sentido arriba expuesto de las razones de orden público, seguridad pública, salud pública o protección del medio ambiente o patrimonio histórico y resulte proporcionado (7) .

Dichos requisitos traen causa de lo establecido en el artículo 17 de la Ley 20/2013, de garantía de la unidad de mercado, cuando regula la instrumentación del principio de necesidad y proporcionalidad para la exigencia de una autorización previa. Disposición legal que también ha dado nueva redacción a varios preceptos de la Ley 17/2009.

Será por tanto el legislador autonómico, competente en las materias precitadas, el que tendrá que velar porque en todo caso los requisitos, y en su caso los criterios de concesión de la autorización, sean proporcionados, no discriminatorios, claros e inequívocos, objetivos, hechos públicos con antelación, predecibles, transparentes y accesibles, sin que en ningún caso dichos requisitos puedan tener naturaleza económica, de necesidad o de supeditación a la demanda en el mercado, con ánimo de limitar la concurrencia y, por ende, la competencia, sin perjuicio del cumplimiento de la normativa básica estatal de aplicación en esta materia para el ejercicio de actividades comerciales o de servicios conformada por la LLCS.

El apartado cuarto del precitado artículo 6, en la nueva redacción dada por la susodicha Ley 1/2010, establece que corresponde a las Comunidades Autónomas y a las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, regular el procedimiento de autorización para la instalación de establecimientos comerciales, determinando la autoridad autonómica o local competente para resolver las solicitudes de autorización, al margen de los plazos máximos en que deban resolverse dichas autorizaciones.

En definitiva, corresponde al legislador autonómico el determinar el tipo de autorización, teniendo en cuenta la legislación de aplicación en función del tipo de establecimiento y actividad a ejercer y cumplimiento de los requisitos comentados.

Es en este contexto en el que cobra especial relieve la promulgación de la Directiva de Servicios y la cascada de normas de transposición que se han desencadenado, tanto a nivel estatal como autonómico en lo relativo al ámbito de las licencias de actividad a que nos estamos refiriendo, debiendo determinar el tipo de actividades a que están sujetas a autorización previa, por razones imperiosas de interés general relacionadas con la protección del medio ambiente y la ordenación del territorio y cuáles quedan sujetas a la presentación de una comunicación previa o declaración responsable, así como los procedimientos de control a posteriori.

1.2.3.  Especial referencia al ámbito de las actividades comerciales al amparo de lo establecido en la Ley 12/2012

Ante la vorágine legislativa que vivía en el año 2012 nuestro país, ávido de reformas estructurales en diversos sectores y ante la acuciante y grave situación económica, se promulgó el Real Decreto–Ley 19/2012 que pretendía, en síntesis, una eliminación de cargas y restricciones administrativas que afectan al inicio y al ejercicio de la actividad comercial minorista y de determinados servicios, tal y como se pronunciaba el artículo 1 del precitado Real Decreto–Ley.

Invocando unos títulos competenciales básicos, en la Disposición Final novena del Real Decreto–Ley 19/2012, no exentos de polémica, el legislador estatal ha procedido a establecer un régimen autorizatorio para las actividades comerciales minoristas y para la prestación de determinados servicios previstos en el anexo del precitado Real Decreto–Ley, con carácter general para todo el territorio nacional, sin perjuicio de los regímenes establecidos en cada normativa autonómica.

Dicho régimen autorizatorio, básicamente, venía a sustituir el régimen de la tradicional licencia por la presentación de una comunicación previa o declaración responsable, en los términos del artículo 69 de la LPACAP. A ello hay que añadir, de conformidad con lo que establecía la Disposición Adicional primera del Real Decreto–Ley 19/2012, que el Estado promovería con la asociación de entidades locales de ámbito estatal con mayor implantación, la elaboración de un modelo tipo de declaración responsable y de comunicación previa, a los efectos del nuevo régimen autorizatorio.

De la misma forma, el Comité para la mejora de la Regulación de las Actividades de servicios, en colaboración con las Administraciones públicas, cooperaría para promover la elaboración de una ordenanza tipo en materia de actos de control e intervención municipal, en relación con la actividad de comercio minorista.

Las disposiciones contenidas en el Real Decreto–Ley se aplicarían a las actividades comerciales minoristas y para la prestación de determinados servicios a que se refiere el anexo del propio Real Decreto–Ley (sin perjuicio de la modificación del catálogo de las actividades comerciales y servicios por el propio Gobierno, a propuesta del Ministerio de Economía y Competitividad, de conformidad con lo señalado en la Disposición Final octava del propio Real Decreto–Ley), estableciendo con arreglo a la clasificación contenida en los epígrafes del IAE toda una enumeración de actividades realizadas en establecimientos permanentes, situados en cualquier parte del territorio nacional y cuya superficie útil de exposición y venta al público no fuese superior a 300 metros cuadrados.

Quedaban al margen, como ya hemos expuesto con anterioridad, las actividades desarrolladas en establecimientos que tengan impacto en el patrimonio histórico–artístico o en el uso privativo y ocupación de los bienes de dominio público.

El apartado tercero del artículo 3 del Real Decreto–Ley 19/2012, señalaba que no sería exigible licencia o autorización previa para la realización de las obras ligadas al acondicionamiento de los locales para desempeñar la actividad comercial cuando no requieran de la redacción de un proyecto de obra de conformidad con la Ley 38/1999, de Ordenación de la Edificación, es decir, obras que no sean de nueva planta, o que supongan modificación o alteración de la configuración arquitectónica, o, dicho con otras palabras, meras obras de reforma.

A sensu contrario, para las obras de nueva planta o de gran envergadura que requiera de proyecto arquitectónico, las obras estarán sujetas a la preceptiva licencia urbanística municipal, o, al régimen de autorización urbanístico determinado por la normativa autonómica de aplicación.

Nos encontramos, por tanto, con una situación un tanto rocambolesca como es la exigencia de un régimen de comunicación previa o declaración responsable para las obras de acondicionamiento de unos locales comerciales o para el ejercicio de determinados servicios, determinado por un norma básica estatal al amparo de un título competencial que nada tiene que ver con el urbanismo, que como todos sabemos es competencia exclusiva de las Comunidades Autónomas.

Regulación muy dudosa en cuanto a su encaje constitucional (8)  en lo referente a determinar un régimen autorizatorio para unas obras, aunque éstas vayan ligadas a otro título autorizatorio comercial o para el ejercicio de determinados servicios, cuando la competencia para el establecimiento del régimen autorizatorio urbanístico corresponde a los legisladores autonómicos.

Además, debemos entroncar de manera adecuada la articulación de los distintos regímenes autorizatorios (tanto comercial o de servicios con el urbanístico) para establecer una adecuada interrelación entre las distintas autorizaciones que nos podemos encontrar, es decir, el orden en la presentación de comunicaciones previas o declaraciones responsables tanto para la ejecución de obras como para el ejercicio de la actividad correspondiente, o, dependiendo de la envergadura de las obras y/o actividades su sujeción a autorizaciones previas.

Las combinaciones que se pueden presentar, por tanto, en el ámbito comercial son variadas además de las disfunciones que pueden producirse como consecuencia de un encaje inadecuado de lo establecido por el legislador estatal cuando las obras de acondicionamiento son para locales comerciales, con respecto al régimen urbanístico general establecido por la correspondiente Comunidad Autónoma.

Y todo ello, a pesar del contenido del artículo 4.4 del Real Decreto–Ley 19/2012, en el que se pretende un tramitación simultánea respecto de las diversas actuaciones relacionadas con la misma actividad o local en que ésta se desarrolla, pero en el que habrá que conjugar qué tipos de autorizaciones urbanísticas y comerciales entran en juego y como se articula la tramitación de las mismas, teniendo en cuenta, como ya hemos comentado, no sólo la propia norma básica estatal sino la autonómica urbanística de aplicación.

Máxime si tenemos en cuenta como el propio artículo 5 del Real Decreto–Ley 19/2012 establece que la presentación de la declaración responsable o de comunicación previa tiene el efecto de habilitación a partir de ese momento, para el ejercicio material de la actividad comercial. Difícilmente se podría ejercer una actividad sin que las instalaciones se encuentren, previamente, debidamente acondicionadas para el ejercicio de la actividad pretendida, lo que debería requerir la presentación previa de la declaración responsable o comunicación previa para ejecutar las obras o, en caso de tratarse de obras que requiera de proyecto de edificación, de la licencia urbanística municipal correspondiente salvo que la propia normativa urbanística, permita en determinados casos, la presentación de una comunicación previa o declaración responsable.

Finalmente, el artículo 5 del Real Decreto–Ley 19/2012 exige el control y comprobación posterior de las instalaciones para ejercer la actividad, entendíamos, incluidas las correspondientes obras de acondicionamiento de los locales que fueran necesarias, pudiendo recurrir las Corporaciones Locales, en su caso, a la colaboración privada de entidades de valoración acreditadas legalmente, a través de las cuales podrá gestionarse la totalidad o una parte de la actividad de comprobación, en los términos señalados en la Disposición Adicional segunda del Real Decreto–Ley.

La tramitación como proyecto de Ley del Real Decreto–Ley 19/2012, ha desembocado en la promulgación de la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, de medidas urgentes de liberalización del comercio y determinados servicios (LLCS), derogando el precitado Real Decreto–Ley, aunque con una regulación prácticamente idéntica a la contenida en el mismo, por lo que vamos a dar por reproducidas las anteriores consideraciones expuestas.

Como adiciones al texto del Real Decreto–Ley 19/2012, ahora derogado, en la tramitación parlamentaria de la Ley 12/2012 se ha introducido un apartado tercero en la Disposición Adicional primera, estableciendo, a mi juicio, una declaración de intenciones más que una regulación con trascendencia práctica y real, como es que el Estado promoverá la puesta en marcha e implantación de mecanismos de tramitación electrónica y ventanilla única que ayuden a potenciar los positivos efectos de simplificación normativa derivados de las medidas previstas en la LLCS, contribuyendo al cumplimiento de la Ley 11/2007 (9) .

Además, se añaden dos nuevas disposiciones finales (la novena y décima de la Ley 12/2012). La primera habilita al Gobierno para modificar el umbral de superficie (los 300 metros cuadrados) con el objeto de poder extenderlo a otras superficies, en función de las circunstancias que los mercados pudieran demandar y de la propia coyuntura económica. En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la Ley, procederá a su revisión, así como al catálogo de actividades prevista en el anexo de la Ley (de conformidad con lo establecido en la Disposición Final octava de la Ley 12/2012).

Sobre este particular, la Disposición Final séptima de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su internacionalización, en cumplimiento del mandato legal establecido en la Disposición Final novena de la LLCS, venía a modificar el artículo 2.1 de la precitada Ley, en el sentido de incrementar la superficie útil de exposición y venta al público a 500 metros cuadrados de superficie.

De la misma forma, también se amplía el anexo de las actividades sujetas al régimen autorizatorio en materia de actividades comerciales dispuesto en el articulado de la Ley 12/2012, incluyendo un número considerable de actividades identificadas y en los términos establecidos por el Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 28 de septiembre, por el que se aprueban las tarifas e inspección del Impuesto sobre Actividades Económicas.

No ha llegado a tres meses de vigencia de la Ley 14/2013, para que dicha superficie útil de exposición y venta al público se haya visto ampliada a 750 metros cuadrados, en virtud de la Disposición Final tercera de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de mercado, dando nueva redacción al precitado artículo 2.1 de la Ley 12/2012.

Pero lo más desconcertante en mi opinión es la introducción de la Disposición Final décima, al permitir a las Comunidades Autónomas modificar unilateralmente, a través de su legislación autonómica, tanto el umbral de superficie como el propio catálogo de actividades comerciales y de servicios a los que se pueda aplicar el régimen de comunicación previa o declaración responsable.

Digo sorprendente, porque cuando se invoca un título competencial básico, en la Disposición Final decimoprimera (novena del derogado Real Decreto–Ley 19/2012), con ánimo de una implantación uniforme en todo el territorio nacional, permitir que dicho régimen sea modificado por cada Comunidad Autónoma puede suponer un distinto trato y regulación jurídica en cada parte del territorio nacional, con la confusión y efectos de desorientación que ello provoca, tanto a los emprendedores que se vean afectados por estas medidas como a las propias Administraciones Públicas.

A mi juicio, los requisitos para la apertura de actividades comerciales y de servicios, e incluso para el ejercicio del resto de actividades, no debieran variar en función del lugar físico en que se ubiquen, siempre que se cumplan con una serie de obligaciones legales comunes.

Dicha Disposición Final décima, ha sido objeto de modificación por la precitada Disposición Final tercera de la Ley 20/2013, en el sentido de permitir a las Comunidades Autónomas el establecimiento de regulaciones sobre las susodichas actividades comerciales, con un distinto régimen autorizatorio.

Concretamente, parece que el legislador estatal abra la puerta a que las actividades comerciales con menor intervención administrativa, puedan ser objeto de autorización mediante la presentación de una declaración de inocuidad, como si fuera una variante menos burocrática del régimen de la comunicación previa o declaración responsable.

1.2.4.  Consideraciones comunes al contenido de las regulaciones autonómicas

Por el respeto del reparto de competencias de los gobiernos regionales o locales en materia de regímenes de autorizaciones y ámbito territorial de autorización a que se refiere el considerando 60 de la exposición de motivos de la Directiva de Servicios, en España las competencias en materia de protección del medio ambiente, ordenación del territorio en cada CC.AA y urbanismo, corresponde a las Comunidades Autónomas y Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, en función de lo establecido en sus respectivos Estatutos de Autonomía, en desarrollo de lo establecido en los artículos 148 y 149 de la Constitución Española.

Por tanto, sin perjuicio de los preceptos de carácter básico a que deben ajustarse las distintas CC.AA, corresponde a éstas la determinación en su legislación sectorial correspondiente, de la determinación del régimen jurídico de las autorizaciones en materia de actividades y su ejercicio. En la actualidad, la competencia material de autorización de instalaciones la ostentan las Corporaciones Locales, en cumplimiento de los procedimientos establecidos por la normativa sectorial autonómica.

Ahora bien, el legislador estatal utilizando materias que son competencia exclusiva del Estado ha intervenido, fuertemente, en el ámbito de las actividades comerciales y de servicios, generalizando el régimen de la comunicación previa o declaración responsable para el ejercicio de aquéllas, sin perjuicio de las limitaciones comentadas de superficie o de afección a las materias que permiten un control apriorístico, respetando en todo caso el principio de necesidad y proporcionalidad, como hemos comentado en el apartado precedente.

Por las razones expuestas, tendrá que ser el legislador autonómico, en ejercicio de sus legítimas competencias sobre su territorio, el que lleve a cabo la oportuna regulación del régimen de autorizaciones para ejercer cada actividad, distinguiendo las actividades comerciales de las ambientales y de los establecimientos públicos sujetos a normativa de espectáculos, para determinar en cada caso cuál es el régimen jurídico de aplicación y de tramitación en cada caso.

En función de la superficie o los criterios de afección a la protección del medio ambiente, seguridad o salud pública o protección del patrimonio histórico se establecerá uno u otro régimen de control (comunicación o declaración responsable o autorización previa) así como el procedimiento de tramitación en cada caso que deben seguir cada Corporación Local, en cumplimiento de la normativa autonómica de aplicación en cada Comunidad Autónoma.

En mi opinión, los entes locales no podrán, por sí mismos, alterar el régimen jurídico autonómico vigente en cada momento, mediante una invocación a los principios de la Directiva de Servicios, hasta que por parte de la legislación de las CC.AA no se lleve a cabo un adecuado proceso de transposición, entre otras razones porque no tienen título jurídico competencial en la materia, salvo en los supuestos que la propia normativa sectorial autonómica ha delegado dicha facultad en los municipios mediante la remisión a las correspondientes ordenanzas municipales que aprueben las entidades locales.

La actuación unilateral de las entidades locales al margen de la normativa sectorial autonómica, supondría, en mi modesta opinión, una clara violación del reparto constitucional de competencias, al margen del incumplimiento de la normativa de aplicación, con las consecuencias jurídicas que ello conllevaría. Cuestión diferente sería, como hemos comentado anteriormente, la utilización de los márgenes permitidos por la legislación autonómica en referencia a suprimir, en la medida de lo posible, los regímenes de autorizaciones previas por medidas de control a posteriori.

Aclarado el reparto de competencias, así como el orden lógico de actuaciones para una aplicación armónica de los designios de la Directiva comunitaria y de los preceptos básicos estatales, habría que tener en cuenta los parámetros en que se debería desarrollar dicho proceso de transposición.

Quiero decir, que a pesar de que la propia Directiva de Servicios establece que las normas relativas a los procedimientos administrativos no deben tener por objeto la armonización de los mismos, sino la supresión de los regímenes de autorización, así como de los procedimientos y formalidades excesivamente onerosos que obstaculicen la libertad de establecimiento y la creación de nuevas empresas de servicios (considerando 42), así como el respeto del reparto de competencias entre los distintos poderes del Estado, como ya hemos comentado, no cabe la menor duda que dicho proceso debe realizarse de forma armónica entre dichos poderes, de lo contrario se podría incurrir en conductas que violarían los principios en que se basa la propia Directiva.

Me estoy refiriendo a que si cada Comunidad Autónoma manera independiente establece, aunque sea en el ámbito de sus respectivas competencias, un régimen de autorización diferente para cada actividad, nos podríamos encontrar al fin y a la postre con un diferente trato y, por ende, discriminatorio, para los particulares que pretendiesen el ejercicio de actividades y la instalación de las mismas, en diferentes partes del territorio nacional, como ya antes hemos comentado para el ejercicio de las actividades comerciales o de servicios.

Entiendo que existe discriminación cuando en diferentes zonas del territorio los requisitos son diferentes, máxime si tenemos en cuenta que las actividades de servicios aunque físicamente se produzcan en un determinado territorio, entran en competencia con las mismas actividades instaladas en otras zonas, y la exigencia de distintos requisitos en unas y otras podría suponer un diferente trato, difícilmente justificable (10) .

En este sentido, podríamos entender la medida de creación del comité para la mejora de la regulación de las actividades de servicios a que se refiere la Disposición Adicional tercera de la Ley 17/2009. Dicho comité de cooperación multilateral, del que forman parte representantes de la Administración General del Estado, Comunidades y Ciudades Autónomas y Entidades Locales, tiene por objeto facilitar la cooperación para la mejora de la regulación de las actividades de servicios y, en particular, en seguimiento y la coordinación de las actuaciones que se lleven a cabo en las diferentes administraciones para la correcta transposición de la directiva.

Ocurre sin embargo que en nuestro actual estado de las autonomías es bastante difícil, por no decir imposible, alcanzar un cierto grado de consenso para que las regulaciones en esta materia sean muy similares cuando no iguales, y que verdaderas razones de especialidades en cada territorio justificasen un distinto tratamiento para los ciudadanos de un mismo país como es España.

1.3.  Regulación actual del régimen de comunicación previa y/o declaración responsable en materia de autorizaciones de urbanismo

Como ya hemos comentado de forma profusa, las competencias en materia de urbanismo, y más concretamente, en materia de autorizaciones de actos de edificación y uso del suelo, salvo las determinaciones genéricas de la legislación básica estatal (11) , son competencia del legislador autonómico, por tanto, habrá que estar al contenido de la legislación autonómica para poder conocer el régimen jurídico de aplicación en cada parte del territorio nacional, sobre los distintos regímenes de autorización (12) .

En los territorios nacionales a los que le sea de aplicación la legislación supletoria estatal, el régimen de comunicación previa o declaración responsable en materia urbanística no se contiene bajo ninguna fórmula ni modalidad, por lo que deberemos entender sujetos a licencia los actos y usos a que se refiere el artículo 178 del TRLS76, desarrollados en el artículo 1 del RDU. Sin embargo, en las normativas urbanísticas autonómicas, dicha institución del régimen de comunicación previa o declaración responsable encuentra una regulación desigual, por lo que tendremos que proceder al estudio detallado de las mismas.

Vamos a intentar establecer distintos grupos con ánimo de buscar unos criterios lo más homogéneos posibles en relación con el régimen autorizatorio urbanístico existente en nuestro territorio nacional.

1.3.1.  Regulación en Comunidades Autónomas que no cuentan con regímenes comunicados o de alcance limitado o especial

En el presente apartado vamos a poner de manifiesto las Comunidades Autónomas que no cuentan en su normativa urbanística con una regulación específica que permita la aplicación de regímenes comunicados a los actos y usos de naturaleza urbanística, así como aquellas otras Comunidades Autónomas a los que se aplica este régimen de comunicación previa o declaración responsable de manera muy sectorial o limitada o de manera especial.

a) Comunidades Autónomas que no contienen regulación expresa sobre el régimen de la comunicación previa o declaración responsable en materia de autorizaciones urbanísticas.

Este supuesto contempla aquellas CC.AA que no encuentran regulación legal expresa sobre el régimen de la comunicación previa o declaración responsable, ni en su normativa urbanística ni en la normativa de régimen local, ya sea por carecer de esta última o de guardar silencio sobre el régimen de intervención municipal en las actividades privadas realizadas por los ciudadanos.

1. Las Comunidades Autónomas de Asturias y Cantabria.

Es el caso de las CC.AA de Principado de Asturias y Cantabria que establecen el régimen general de sujeción a licencia previa en su normativa urbanística de aplicación para todos los actos de edificación y uso del suelo, no disponiendo en la actualidad de legislación autonómica de régimen local que regule esta materia.

2. La Comunidad Autónoma de La Rioja.

El caso de la Comunidad Autónoma de La Rioja es más peculiar en cuanto recoge en su Ley 1/2003, de Administración Local para dicha CC.AA, en virtud de la modificación operada por la Ley 6/2009, de 15 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas para el año 2010, la adaptación a la Directiva de Servicios.

Ahora bien, dicha adaptación se hace sobre la base de la legislación de régimen local, en la nueva redacción dada al artículo 193 de la precitada Ley 1/2003, y en cuanto a la enumeración tradicional de los modos de intervención en la actividad de los ciudadanos a través del sometimiento, además de los tradicionales, a comunicación previa o declaración responsable, así como el sometimiento a control posterior al inicio de la actividad, a efectos de verificar el cumplimiento de la normativa reguladora de la misma.

No obstante lo dicho, ello no quiere decir que se produzca una aplicación mimética al campo del urbanismo, antes al contrario, la LOTURioja no ha sido objeto de modificación expresa en este sentido, por lo que debemos entender sujeto a licencia cualquier acto de edificación o transformación o uso del suelo, como se desprende del contenido de la precitada normativa sectorial urbanística de aplicación.

b) Comunidades Autónomas que contienen regulación expresa sobre el régimen de la comunicación previa o declaración responsable de alcance limitado o especial.

Este grupo lo conforman dos Comunidades Autónomas: Andalucía y Madrid.

1. La Comunidad Autónoma de Andalucía.

La primera de ellas no contenía ni en la redacción originaria de la normativa urbanística legal (LOUAndalucía) prevención sobre el particular ni en su desarrollo reglamentario llevado a cabo por el Decreto 60/2010, de 16 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de Disciplina Urbanística de dicha CC.AA.

Tuvo que ser el artículo 13 de la Ley 3/2014, de 1 de octubre, de medidas normativas para reducir trabas administrativas para las empresas el que incluyera la Disposición Adicional decimocuarta de la LOUAndalucía, en el sentido de establecer la no exigencia de licencia o autorización previa para la realización de las obras ligadas al acondicionamiento de los locales para desempeñar la actividad económica cuando no requiera de la redacción de un proyecto de obra de conformidad con el artículo 2.2 de la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación.

La cuestión radica en preguntarse si era necesaria esta adaptación legal al contenido de la normativa básica estatal conformada en este ámbito por la Ley 12/2012, antes comentada. En mi opinión la respuesta debe ser afirmativa, por cuanto el legislador autonómico hace suyo, incluyendo de manera expresa en su normativa urbanística, esta excepción de la sujeción general a licencia de todos los actos de edificación y uso del suelo cuando se trate de obras de reforma ligadas al acondicionamiento de locales para desempeñar actividades económicas que no requieran de un proyecto de obra (13) .

Además, el legislador autonómico creo que ha querido dar un alcance homogéneo a todas las obras de acondicionamiento de locales para ejercer una actividad económica, sin que haya distinguido actividades comerciales o de servicios a los que se refiere la Ley 12/2012, por lo que en mi opinión se ha llevado a cabo un tratamiento más amplio de aplicar el régimen de presentar una comunicación previa o declaración responsable para cualquier obra de acondicionamiento de un local en el que se vaya a desempeñar una actividad económica, siempre que dichas obras no requieran de la presentación de un proyecto de obra.

2. La Comunidad Autónoma de Madrid.

Finalmente, en la Comunidad de Madrid nos encontramos con unos regímenes autorizatorios diversos y peculiares, contenidos en los artículos 151 a 156 de la LSMadrid.

Mientras que el artículo 151 de la LSMadrid regula los actos sujetos a intervención municipal, incluyendo la totalidad de actos y usos sujetos a licencia, los artículos 153 a 156, ambos incluidos, establecen un régimen un tanto peculiar. Por comenzar por lo más fácil, el artículo 154 regula los actos precisados de proyecto técnico de obras de edificación, sujetándose al régimen tradicional de no poder comenzar las obras hasta que no se cuente con la preceptiva licencia urbanística.

Sin embargo, el artículo 153 de la LSMadrid referido a la intervención administrativa de actos no precisado de proyecto técnico, establece un régimen peculiar que no es una comunicación previa sino una licencia provisional por el transcurso de un determinado plazo, que deberá ser objeto, no obstante, de una inspección final de las obras realizadas, previa comunicación por el promotor de la certificación final de obras, y necesitando, además, licencia urbanística definitiva en caso de no haberse acreditado las autorizaciones sectoriales necesarias para la ejecución de los actos correspondientes.

Es por tanto, en estos casos, una especie de supuesto híbrido entre una autorización previa (licencia urbanística) y una comunicación previa, dado que si no hay práctica de requerimiento de subsanación alguno se traduce en un otorgamiento automático de la licencia provisional. Es en fase de comprobación posterior, con motivo de la presentación del certificado final de obras, cuando se otorga la licencia definitiva de obras y la de primea ocupación, en su caso.

Por su parte, el artículo 155 dedicado a la intervención en materia de usos, también necesita de licencia, acompañada de una serie de documentos, aunque comporte su presentación la autorización provisional automática, sin perjuicio de la necesidad de resolución por la Administración, de forma expresa o presunta, y su inspección permanente mientras persisten los usos correspondientes. No es un régimen de comunicación previa o declaración responsable propiamente dicho, pero se asemeja mucho.

Finalmente, el artículo 156 de la LSMadrid establece, cuando se trate de actos no contemplados en los artículos precedentes, un verdadero régimen de comunicación previa. El problema, en mi opinión, radica en que no quedan claros, ni mucho menos, a que actos nos estamos refiriendo, y más aún si este sistema es residual y estamos en presencia más que una verdadera regulación de un brindis al sol.

Ahora bien, la tramitación parlamentaria del PLSMadrid, cambia sustancialmente la situación actual a la hora de escribir estas líneas. Ello es debido a que el proyecto de Ley incorpora, a modo y semejanza a como lo ha hecho la Comunidad Autónoma Canaria, última legislación autonómica integral en materia urbanística y de uso del suelo, en incluir un listado de actos sujetos a licencia, con su procedimiento de tramitación, y otros dos apartados más, una lista de actos y usos sujetos a declaración responsable y otros actos, de menor importancia, sujetos a un régimen de comunicación.

Vayamos por partes. La Sección 3ª del Título VII dedicado a la disciplina urbanística regula la llamada declaración responsable, definiéndola en el artículo 197 del proyecto de Ley. Los actos sujetos a declaración responsable se contienen en el artículo 198, en el que destaca la primera ocupación de las edificaciones de nueva planta de uso residencial y de las casas prefabricadas, a lo que hay que añadir otros actos y usos nada desdeñables sometidos tradicionalmente a licencia, como es el caso de las demoliciones de construcciones y edificaciones, salvo cuando se trate de edificios o construcciones protegidas; cerramientos, muros y vallados, colocación de vallas y carteles publicitarios desde la vía pública, cambios de uso de edificios e instalaciones, uso o destino del vuelo sobre construcciones o instalaciones, reparación de instalaciones y conducciones en el subsuelo de terrenos que sean suelo urbano y que no afecten a terrenos de dominio público y los trabajos previos a la construcción tales como catas, sondeos o prospecciones.

El apartado segundo del precitado precepto señala las excepciones previstas por la Ley 2/2012, de 12 de junio, de Dinamización de la Actividad Comercial en la Comunidad de Madrid, para las actividades comerciales y de servicios incluidas en dicha Ley.

Por su parte, el régimen de la comunicación previa queda circunscrito a una serie de actos muy concretos y de menor importancia: la realización de obras de escasa entidad constructiva y sencillez técnica tales como obras de simple reparación de interiores, decoración, ornato o limpieza de solares, así como otras obras o actos de naturaleza análoga, y los cambios de titularidad de licencias y de actividades comerciales y de servicios, a tenor de lo que señala el artículo 204 del PLSMadrid.

El contenido de la declaración responsable se regula en el artículo 199 del PLSMadrid, debiendo incluir los requisitos previstos en la legislación básica sobre procedimiento administrativo común para las solicitudes de inicio de procedimientos a instancia de interesados; manifestación expresa del cumplimiento de los requisitos exigidos por la normativa vigente y de estar en posesión de la documentación que así lo acredite, proyecto técnico cuando sea legalmente exigible o memoria descriptiva, en caso contrario, copia de las autorizaciones de otras Administraciones Públicas que fuesen preceptivas y aquellos otros documentos complementarios previstos en las ordenanzas locales que se dicten en desarrollo del procedimiento.

Como cuestiones más relevantes podemos comentar la necesidad de contar con las autorizaciones sectoriales que sean preceptivas, no bastando la petición de haberlas solicitado. Por su parte, la comunicación previa deberá contar con los precitados datos identificativos expuestos para la declaración responsable, así como con la memoria descriptiva de las obras, junto con su presupuesto, dado que las actuaciones amparadas en esta técnica autorizatoria no requieren de proyecto técnico, y aquellos otros documentos complementarios que se prevean en las ordenanzas locales.

Tanto en el supuesto de las declaraciones responsables como de las comunicaciones previas, la presentación de las mismas ante el Ayuntamiento cumpliendo con los requisitos legales exigidos, habilitan al promotor para el ejercicio de las actuaciones urbanísticas pretendidas desde el día de su presentación, sin perjuicio de las competencias municipales de comprobación, control e inspección.

No se establece plazo de preaviso como sucede con otras normativas autonómicas, lo que en mi opinión es un error, debido a que la Administración necesita de un mínimo plazo para reaccionar ante conductas no deseadas, máxime si tenemos en cuenta, como regla general, la falta de medios adecuados de inspección y control por parte de las entidades locales. Todo ello hace muy difícil el cumplimiento de dichos deberes, aunque tan sólo sea para verificar el contenido adecuado de la documentación presentada, debiendo tener en cuenta que aunque la declaración responsable sea irregular, el resultado final puede ser la ejecución casi inmediata de dichos actos y que una vez finalizados o, en curso de ejecución, todos conocemos lo farragoso y poco práctico de los procedimientos de restauración de la legalidad urbanística.

Incluidos los supuestos de falta de legitimación de las actuaciones amparadas en una declaración responsable contraria o disconforme con la legalidad urbanística, por la celeridad en su eficacia jurídica inicial. En los supuestos de falta de presentación de la declaración responsable o comunicación previa estaríamos en presencia del mismo supuesto para los actos ejecutados sin licencia, llevándose a cabo las actuaciones de protección de la legalidad y sancionador previstos en la normativa urbanística de aplicación.

Se permite la posibilidad legal en el artículo 201.2 del PLSMadrid, de que por parte de los interesados se pueda comprobar previamente a la presentación de la declaración responsable, de la viabilidad urbanística de la actuación, a través de la formulación de una consulta urbanística, cuestión en estos procedimientos poco operativa, por la propia naturaleza de los regímenes comunicados.

Finalmente, los actos amparados en una declaración responsable deberán ejecutarse dentro de los plazos de seis meses y un año, para su inicio y finalización, respectivamente. Cuando se lleve a cabo algún tipo de variación del contenido inicial de la declaración responsable, se requerirá de una declaración complementaria (artículo 201.5 del PLSMadrid).

Las ordenanzas municipales podrán aprobar modelos normalizados de comunicación o declaración responsable (artículos 205.2 y 199.2 del PLSMadrid).

Por último, al igual que sucede con la tramitación de las licencias urbanísticas que más tarde estudiaremos, existe una habilitación legal a las entidades urbanísticas colaboradoras para que verifiquen la conformidad del cumplimiento de los requisitos de legalidad de los actos sujetos a comunicación previa o, a declaración responsable, como también analizaremos con detalle en el apartado específico que dediquemos a las entidades colaboradoras que coadyuvan con la administración en el control del ejercicio de los actos y usos sujetos a autorización administrativa.

Finalmente, el artículo 202 del PLSMadrid, prevé la posibilidad expresa del ejercicio de la acción pública en materia de urbanismo por cualquier ciudadano, en términos de exigir a la administración pública actuante que inicie las actuaciones de comprobación e inspección correspondiente, pudiendo acudir a la vía administrativa o, directamente contencioso administrativa, si en el plazo de dos meses no obtiene respuesta expresa confirmando la legalidad de la declaración responsable o el inicio de actuaciones de inspección, en su caso. Añado yo, aunque el PLSMadrid no lo establezca expresamente, la posibilidad de ejercitar dicha acción pública en materia de urbanismo si la contestación que recibe de la administración entendiere que no se ajusta al ordenamiento jurídico urbanístico.

1.3.2.  Comunidades Autónomas que cuentan con un régimen de comunicación previa o declaración responsable en materia de autorizaciones urbanísticas antes de promulgarse la Directiva de Servicios instauradas inicialmente por aplicación de su normativa de régimen local

En el presente supuesto nos estamos refiriendo a las Comunidades Autónomas que con anterioridad a que se promulgase la Directiva de Servicios habían incluido esta técnica autorizatoria para determinados actos y usos de naturaleza urbanística en su normativa sobre régimen local, sin perjuicio de su inclusión posterior en normativa urbanística y la evolución que de estas técnicas autorizatorias haya podido llevar a cabo el legislador autonómico.

Concretamente nos estamos refiriendo a las Comunidades Autónoma de Cataluña y Aragón, a través de su normativa de régimen local y posteriormente normativa urbanística.

1.3.2.1.  El caso de la Comunidad Autónoma de Cataluña

El caso de la CC.AA de Cataluña es curioso por dos razones: la primera de ellas es que fue la primera CC.AA (14)  del país que ha regulado el régimen de la comunicación previa de una manera concreta, y la segunda es que lo ha hecho en normativa de régimen local, trasladando, con posterioridad, esta posibilidad a la legislación urbanística, y, además, lo ha hecho en una norma de régimen local de segundo grado (15) , es decir, previa a la actual Ley municipal y de régimen local de Cataluña (16)  que no contenía prevención expresa sobre el régimen de la comunicación previa en su redacción originaria, hasta que fue objeto de nueva redacción el artículo 236 del Decreto Legislativo 2/2003, por la Ley 16/2015, y el sometimiento a comunicación previa o declaración responsable siempre lo será de conformidad con la normativa reguladora del procedimiento administrativo.

A la vista de las consideraciones expuestas, vamos a analizar el régimen actual existente en Cataluña sobre la comunicación previa. En primer lugar debemos partir de la regulación contenida en la norma urbanística de aplicación en dicha CC.AA que no es otra que el TRLUCataluña del año 2005, con diversas modificaciones introducidas por la Ley 26/2009, que desembocó en la promulgación del nuevo Decreto Legislativo 1/2010.

En el artículo 187 del TRLUCataluña se encontraban recogidos todos los actos sujetos a licencia urbanística, con una aparente generalidad, rota por el apartado cuarto del precitado precepto que señalaba que las ordenanzas municipales, en los términos establecidos por la normativa de régimen local y en función de la entidad de las obras o las actuaciones a realizar, podían sustituir la necesidad de obtener la licencia urbanística por una comunicación previa de la persona interesada a la administración municipal, sin perjuicio del resto de autorizaciones que sean preceptivas de acuerdo con la legislación de régimen local o sectorial.

Dicha previsión legal se contiene ahora con la misma sistemática en la letra d) del artículo 187.4 del TRLUCataluña, como consecuencia de la redacción dada a dicho apartado por la Ley 3/2012 de modificación del Texto Refundido. Además, la precitada disposición legal introdujo un apartado quinto en el artículo 187 del TRLUCataluña, estableciendo, taxativamente, la sujeción al régimen de comunicación previa de la primera utilización y ocupación de los edificios y construcciones, dejando de estar sujetas a licencia (17) .

En definitiva, la norma urbanística habilitaba en un primer momento de forma expresa a la norma de régimen local para regular el régimen de la comunicación previa, sin perjuicio de los supuestos de habilitación directa de la propia norma autonómica, como es el caso de las primeras utilizaciones u ocupación de edificaciones, y los límites establecidos por la propia normativa urbanística.

La normativa de régimen local a la que nos hemos referido anteriormente, venía conformada por los artículos 89, 96 y 97 del ROASCataluña. Ahora bien, dicho régimen jurídico debemos entenderlo fuertemente matizado en la actualidad por la introducción del artículo 187 bis del TRLUCataluña por la Ley 16/2015, y también por la promulgación del Decreto 64/2014, de 13 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento sobre protección de la legalidad urbanística en Cataluña.

En este sentido, el artículo 187 bis del TRLUCataluña determina ahora, taxativamente, los actos y usos que están sujetos al régimen de comunicación previa: las construcciones e instalaciones de nueva planta y las ampliaciones; reformas, modificaciones, rehabilitaciones o demoliciones, total o parciales de construcciones y edificaciones existentes que no requieran la elaboración de un proyecto técnico, de acuerdo con la legislación sobre ordenación de la edificación.

De igual forma quedan sujetas, como hemos expuesto anteriormente, al régimen de comunicación previa la primera utilización y ocupación de los edificios que no sean parciales; el cambio de uso de los edificios y las instalaciones, salvo que el cambio de uso pretendido lo sea a residencial, en cuyo caso estarán sujetas a licencia, la construcción o la instalación de muros y vallas, la colocación de carteles y vallas de propaganda visibles desde la vía pública y la formalización de operaciones jurídicas que, sin constituir o modificar un régimen de propiedad horizontal, simple o compleja, significan un incremento del número de viviendas, establecimientos u otros elementos susceptibles de aprovechamiento privativo independiente respecto a los autorizados en una licencia urbanística anterior.

Si los actos sujetos a comunicación previa se pretenden llevar a cabo en suelo no urbanizable o urbanizable no delimitado se encontrarán sujetos a licencia, salvo que se trate de intervenciones en suelos amparados en un proyecto de actuación específica o en un plan urbanístico que ordene con detalle los terrenos afectados, siempre que no requieran de proyecto técnico, en cuyo caso siempre estarán sujetos a la presentación de una comunicación previa.

Tampoco se encuentran sujetos a comunicación previa los actos y usos a que se refiere el artículo 187 ter del TRLUCataluña, introducido por la Ley 16/2015, con los requisitos expuestos en dicho precepto.

Los artículos 71 y ss del Decreto 64/2014 desarrollan el contenido legal del TRLUCataluña y el procedimiento de tramitación de la comunicación previa en cuanto a la forma de materializar la misma y la documentación a acompañar, sin perjuicio lo que de manera más concreta determinen las ordenanzas locales.

En definitiva, habrá que conciliar el régimen reglamentario de desarrollo del TRLUCataluña con el propio contenido de los preceptos del ROASCataluña citados, para una adecuada interrelación entre los distintos preceptos. El régimen contenido en esta última disposición reglamentaria será de aplicación en todo aquello que no contradiga o sea incompatible con la regulación contenida en el TRLUCataluña y el Decreto 64/2014, de desarrollo de éste.

1. La presentación de la comunicación previa.

El inicio del procedimiento se producirá mediante escrito (comunicación previa), a que se refiere el artículo 69 de la LPACAP, dirigido al Sr. Alcalde del correspondiente término municipal en que se quiera llevar a cabo la primera ocupación o utilización de los edificios y construcciones, así como el resto de actos establecidos en las ordenanzas municipales sobre uso del suelo y edificación, en los términos del artículo 71 del Decreto 64/2014, de conformidad con lo establecido en el artículo 72.1 del precitado Reglamento.

Para la primera utilización y ocupación de los edificios y las construcciones, a la comunicación formulada por el promotor de las obras de finalización de las mismas, se deberá acompañar de la certificación del facultativo director que acredite la fecha de la finalización de las obras y de que éstas se han efectuado de acuerdo con el proyecto aprobado o con las modificaciones posteriores y las condiciones impuestas, así como que la edificación está en condiciones de ser utilizada, y resto de documentación exigida por las ordenanzas.

Cumplido los requisitos anteriores, se entenderá que el titular del acto o uso sujeto al régimen de comunicación previa, podrá ejercerlo, siempre y cuando se ajuste a la normativa de aplicación, si en el plazo de un mes, a contar desde la presentación de la comunicación a la Entidad Local, acompañada de la documentación precitada, no manifiesta de forma motivada su oposición, de conformidad con lo establecido en el artículo 97.1 del ROASCataluña y 72 y 75 del Decreto 64/2014.

El plazo de preaviso de un mes no opera para el resto de actos y usos sujetos a comunicación previa que no sean la primera utilización y ocupación de edificios y construcciones, estando habilitada la persona que presente la comunicación, a partir del momento de su presentación, acompañada de los documentos requeridos, de conformidad con lo señalado en el artículo 72.3 del Decreto 64/2014.

Por lo que hace referencia a las comunicaciones de obras que no se ajusten al proyecto técnico que sirvió de base para el otorgamiento de la licencia urbanística inicial, se debe acompañar a la misma, la documentación escrita y gráfica que enmiende el proyecto técnico autorizado con el otorgamiento de la licencia, así como el proyecto de ejecución que lo desarrolla, en su caso.

De igual forma, se debe aportar un informe detallado suscrito por la dirección facultativa de las obras en las que se haga constar las características de las obras que no se ajustan al proyecto autorizado; la justificación de su ejecución, el carácter no sustancial de la alteración y la adecuación, en todo caso, al ordenamiento jurídico urbanístico y a la legislación sectorial, de las obras comunicadas.

Si la administración actuante entendiera que las obras alteran sustancialmente el proyecto técnico autorizado con la licencia urbanística inicial, lo comunicará al interesado para que no continúe con la ejecución de las obras hasta que se solicite la nueva licencia urbanística correspondiente y sea otorgada la misma, sin perjuicio de la posible adopción de otras medidas de protección de la legalidad urbanística, si así se considerase oportuno, de conformidad con lo establecido en el artículo 76.2 del Decreto 64/2014.

Cuando las ordenanzas municipales sobre uso del suelo y edificación contemplen la sustitución de la licencia urbanística por la presentación de una comunicación previa para obras que no requieran de la elaboración de un proyecto técnico, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 71.2 del Decreto 64/2014, a la susodicha comunicación previa habrá que acompañar la documentación que señalen las ordenanzas municipales, entre la que se encuentra los anexos encargados de describir y justificar las obras, con identificación precisa de la finca afectada por las obras y representación gráfica de las mismas, con el suficiente detalle para apreciar las características, situación y destino de las obras, con el fin de comprobar su adecuación a las determinaciones del ordenamiento jurídico urbanístico (artículo 36 del Decreto 64/2014).

2. La actuación de la Administración.

Durante el plazo de que dispone la Administración para oponerse de forma justificada, una vez estudiada la comunicación previa y la documentación que la acompaña, aquélla podrá formular el pertinente requerimiento de subsanación de deficiencias para que subsane las deficiencias observadas en la documentación que se acompañe a la precitada comunicación, o bien para que adapte las obras o la actividad a la normativa aplicable, tal y como dispone el artículo 97.2 del ROASCataluña y 75.2 del Decreto 64/2014, para los casos de la primera utilización y ocupación de los edificios y las construcciones.

El requerimiento formulado al interesado que practica la comunicación previa, interrumpirá el cómputo del plazo del que disponen los Ayuntamientos para proceder al estudio de la documentación aportada en el precitado plazo de un mes, de conformidad con lo establecido en el artículo 97.3 del ROASCataluña. Asimismo, supondrá la imposibilidad para el particular peticionario, de comenzar con el ejercicio de la actuación o actividad, debidamente comunicada.

Para el resto de actos y usos sujetos al régimen de la comunicación previa la administración no dispone de ese plazo de preaviso, por lo que tendrá que ser muy ágil en la verificación de la documentación presentada, a fin de practicar el oportuno requerimiento de subsanación si observa alguna deficiencia en la documentación presentada. En este caso se enervarán los efectos de la comunicación previa hasta que se subsanen los vicios de los que adolezca, en los términos y condiciones de los artículos 72.2 y 74.1 del Decreto 64/2014.

Al tratarse de un régimen de comunicación previa, se caracteriza por la innecesariedad de dictar resolución expresa por la Administración, siempre y cuando sea conforme con la normativa urbanística y sectorial de aplicación.

En caso de no ajustarse la actuación pretendida al régimen de comunicación previa, la Administración deberá dictar la correspondiente resolución administrativa, debidamente notificada con expresión de recursos, de imposibilidad de ejercicio del acto o uso pretendido, así como de la necesidad de solicitar la preceptiva licencia municipal como técnica de intervención previa, como sucede en el caso de las obras que no se ajustan al proyecto técnico autorizado pero que lo alteran sustancialmente.

Finalmente, las comunicaciones previas relativas a la ejecución de obras no serán válidas si no indican los plazos máximos para empezarlas y acabarlas en proporción a su entidad y de acuerdo con lo establecido en las ordenanzas municipales correspondientes, pudiendo ser objeto de prórroga, los plazos iniciales fijados en las mismas, antes de que transcurriesen los mismos. Si transcurren los plazos sin haberse iniciado los actos amparados en comunicación previa, se deberá presentar nuevo escrito de comunicación previa, de conformidad con lo establecido en el artículo 73 del Decreto 64/2014.

Por lo que hace referencia a la primera utilización y ocupación de edificios y construcciones, no se podrán ocupar dichas instalaciones hasta que no haya transcurrido el plazo del mes de preaviso, de conformidad con lo señalado en el artículo 75.2 del Decreto 64/2014.

Por último, en el supuesto de un ejercicio inadecuado de las actuaciones ejercidas bajo el régimen de comunicación previa, la Administración podrá, en cualquier momento, proceder a impedir dicho ejercicio, de los usos o actividades sujetas a dicho régimen de comunicación previa, al igual que sucede en los casos de incurrir en inexactitud, falsedad u omisión de cualquier dato en la comunicación, previa audiencia de las personas interesadas.

Por último, tampoco debemos perder de vista los artículos 35 a 38 de la Ley 26/2010, de 3 de agosto, por el que se aprueba el régimen jurídico y el procedimiento de las Administraciones Públicas en Cataluña respecto del régimen de las comunicaciones previas o declaraciones responsables.

1.3.2.2.  El caso de la Comunidad Autónoma de Aragón

El artículo 194 de la Ley 7/1999, de Administración local de Aragón, en la redacción dada al mismo por el Decreto Ley 1/2010, señala en su primer apartado las clases de autorizaciones y licencias, estableciendo en su letra a), que las licencias urbanísticas para actos de edificación y uso del suelo se regirán por la legislación urbanística de la CC.AA.

Sin embargo, el apartado segundo del precitado artículo 194 señala que:

«las ordenanzas municipales, salvo que una Ley sectorial establezca lo contrario, podrán sustituir la necesidad de obtención de licencia por una comunicación previa, por escrito, del interesado a la Administración municipal, cuando se trate de la ejecución de obras de escasa entidad técnica para las cuales no sea necesario la presentación de proyecto técnico o para el ejercicio de actividades no clasificadas y otras actuaciones que prevean las ordenanzas. El Ayuntamiento podrá verificar en cualquier momento la concurrencia de los requisitos exigidos y podrá ordenar, mediante resolución motivada, el cese de la actuación en tanto no se ajuste a lo requerido».


Parecía un cierto contrasentido que en la misma norma se haga una remisión a una normativa sectorial específica que no contenía en aquel momento regulación de ninguna índole respecto del régimen de la comunicación previa para incluir a continuación la posibilidad de inclusión de esta técnica a través de lo que establecieran las ordenanzas municipales.

Dicha situación anómala fue objeto de solución a raíz de la promulgación de la Ley 4/2013, de 23 de mayo, de modificación del texto inicial de la Ley 5/1999 de Urbanismo de Aragón, disposición que introdujo el régimen de la declaración responsable o comunicación previa en el régimen autorizatorio urbanístico.

El régimen jurídico actual lo encontramos en los artículos 225, 227 a 229 y 238 del Decreto Legislativo 1/2014, de 8 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Urbanismo de Aragón (TRLUAragón), que contiene ambos regímenes autorizatorios, es decir, una serie de actos y usos quedan sujetos a comunicación previa y otros a declaración responsable, dejando al margen aquellos actos y usos de mayor importancia sujetos a licencia urbanística.

A modo y semejanza a como ocurría con Cataluña, antes de la modificación operada en la Ley de Régimen Local de Aragón por el Decreto Ley 1/2010, el régimen de la comunicación previa se contenía en una norma de régimen local de segundo grado, como es el Decreto 347/2002, de 19 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes, Actividades, Servicios y Obras de las Entidades Locales de Aragón. Concretamente el artículo 162 del ROASAragón regulaba el régimen de la comunicación previa y los supuestos de sustitución de licencia en una serie de supuestos.

De la misma forma que hemos comentado para la Comunidad Autónoma de Cataluña, habrá que conciliar el desarrollo reglamentario llevado a cabo por el ROASAragón (de promulgación éste anterior al TRLUAragón) en todo aquello que no contradiga o sea incompatible con el vigente régimen urbanístico.

Están sujetos a declaración responsable, de conformidad con lo establecido en el artículo 227 del TRLUAragón, los actos de transformación, construcción, edificación o uso del suelo que consistan en obras de edificación de nueva planta de escasa entidad constructiva y sencillez técnica que no tengan, de forma eventual o permanente, carácter residencial ni público y se desarrollen en una sola planta.

También quedan sujetas a declaración responsable las obras de ampliación, modificación, reforma, rehabilitación o demolición sobre los edificios existentes que no produzcan una variación esencial de la composición general exterior, la volumetría, la envolvente global o el conjunto del sistema estructural, ni tengan por objeto cambiar los usos característicos de edificio. De la misma forma, quedan sujetos al régimen de la declaración responsable la renovación de instalaciones en las construcciones, las talas de árboles que no afecten a espacios de alto valor paisajístico o a paisajes protegidos, así como la primera ocupación de las edificaciones de nueva planta y de las casas prefabricadas.

A tenor de lo que establece el apartado cuarto del artículo 227 del TRLUAragón, reglamentariamente se podrá variar el contenido de los actos y usos sujetos al régimen de declaración responsable, en función de su afección significativa sobre el paisaje, el aspectos externos y estructura de los edificios, así como la seguridad de las personas o a los intereses de consumidores o usuarios.

Por su parte, se encuentran sujetos al régimen de comunicación previa, por exclusión, todos aquellos actos y usos no sujetos a licencia urbanística ni a declaración responsable, con evidente carácter residual, en los términos señalados en el artículo 228 del TRLUAragón.

1. La presentación de la comunicación previa o declaración responsable.

La declaración responsable, a tenor de lo establecido en el artículo 227.1 del TRLUAragón, debe formalizarse en escrito dirigido al Sr. Alcalde en el que consten la identificación y ubicación de su objeto, en el que se manifiesta bajo la responsabilidad de quien lo suscribe que se cumplen con todos los requisitos establecidos en la normativa vigente para realizar el acto o uso sujeto a este tipo de régimen autorizatorio (hacer constar la enumeración de dichos requisitos), y que se dispone de la documentación acreditativa de dichos requisitos, comprometiéndose a mantener durante todo el tiempo inherente a la realización del acto objeto de la declaración el cumplimiento de los susodichos requisitos.

A la declaración responsable se acompañará proyecto técnico redactado por profesional competente, y debidamente visado, en su caso, en los supuestos en los que se determine por la normativa de ordenación de la edificación.

Por lo que hace referencia a la comunicación previa, estamos en presencia de un escrito dirigido al Sr. Alcalde del correspondiente término municipal en que se quiera realizar el acto o uso del suelo que se encuentre permitido o sujeto a este régimen de intervención administrativa, en el que se hará constar, además de los datos establecidos en la legislación sobre procedimiento administrativo común, la identificación y ubicación del objeto y la declaración de que concurren los requisitos administrativos aplicables, especificando cuando proceda los relativos a la seguridad de personas y bienes.

El artículo 162.3 del ROASAragón establece la necesidad de hacer constar los datos del interesado, el emplazamiento y descripción de la obra o actividad y su presupuesto, asimismo, se deberá acompañar la documentación que las ordenanzas determinen, para su debida comprobación.

Mientras que el artículo 163.1 del ROASAragón señalaba un plazo de preaviso para la Administración de un mes para que el particular pudiera acometer la actuación comunicada a la Administración, el artículo 229.2 del TRLUAragón, establece tanto para la declaración responsable como para la comunicación previa, un carácter habilitante inmediato con motivo de la presentación en el registro general del municipio de dichos escritos.

2. La actuación de la Administración.

Ante defectos tanto en el escrito como en la documentación que acompañe a la comunicación previa o a la declaración responsable, el requerimiento de oposición o subsanación no podrá realizarse con carácter previo a como sucedía bajo la vigencia del ROASAragón, sino a partir de la presentación de aquéllos, lo que ineludiblemente supondrá para la administración municipal tener que actuar con rapidez y diligencia.

Bien es cierto, que el artículo 238.4 del TRLUAragón exige como condición de eficacia de las comunicaciones previas o declaraciones responsables que se acompañen de la totalidad de la documentación requerida, debidamente presentada en el registro del órgano competente, momento a partir del cual surtirán plenos efectos jurídicos.

Conforme señala el artículo 230.1 del TRLUAragón, en cualquier momento el municipio podrá inspeccionar la ejecución de los actos de transformación, construcciones, edificación y uso del suelo y el subsuelo, a fin de comprobar que se realizan de conformidad con el régimen autorizatorio instado por el particular, velando por el cumplimiento de la legalidad y planeamiento urbanístico aplicables.

En caso de no ajustarse la actuación pretendida al régimen de declaración responsable o comunicación previa, la Administración deberá dictar la correspondiente resolución administrativa, debidamente notificada, con expresión de recursos, de imposibilidad de ejercicio de la actuación pretendida, y, en su caso, de necesidad de tramitar la correspondiente licencia urbanística, sin perjuicio de lo que disponen los artículos 268 y siguientes del TRLUAragón, en materia de protección de la legalidad urbanística.

En la misma línea que las consideraciones anteriormente expuestas, la inexactitud, falsedad u omisión de carácter esencial de cualquier dato, manifestación o documentación que se acompañe o incorpore en la declaración previa, determinarán la imposibilidad de continuar con el ejercicio del derecho adquirido, sin perjuicio de las responsabilidades a que hubiere lugar, conforme a la normativa sobre procedimiento administrativo común.

La resolución administrativa que declare el cese del ejercicio del derecho adquirido, podrá determinar la obligación de restituir la situación jurídica al momento previo al inicio de los actos y usos autorizados a través de la técnica de intervención administrativa correspondiente, e incluso determinar la imposibilidad de instar un procedimiento con el mismo objeto por un período no inferior a un año, de conformidad con lo establecido en el artículo 238.5 del TRLUAragón, lo que en mi opinión no es adecuado por suponer una sanción encubierta sin procedimiento específico instruido al efecto.

1.3.3.  Comunidades Autónomas que cuentan con un régimen de comunicación previa o declaración responsable en materia de autorizaciones urbanísticas antes de promulgarse la Directiva de Servicios instauradas por aplicación de su normativa urbanística

En el presente apartado vamos a estudiar la normativa reguladora de las Comunidades Autónomas que disponían de normativa urbanística que regulaba la institución de regímenes comunicados para las autorizaciones urbanísticas con anterioridad a la promulgación de la Directiva de Servicios, sin perjuicio de que a lo largo de estos años y con motivo de la influencia de dicha Directiva de Servicios hayan profundizado en el desarrollo de la normativa reguladora de dichos regímenes comunicados.

Concretamente, es el caso de tres Comunidades Autónomas: Castilla–La Mancha, Extremadura y País Vasco.

1.3.3.1.  El caso de la Comunidad Autónoma de Castilla–La Mancha

En la redacción originaria del artículo 157 del TRLOTUCastilla–La Mancha se establecía el régimen de la comunicación previa, cuyo ámbito quedaba circunscrito a los actos de aprovechamiento y uso del suelo, no incluidos en el ámbito de aplicación del artículo 165 que, por otra parte, eran y son casi todos.

De una interpretación coordinada de los artículos 165 y 169 del TRLOTUCastilla–La Mancha (licencia para obras y licencia de usos y actividades) prácticamente la totalidad de los actos de usos de suelo y aprovechamiento del mismo se encuentran sujetos a licencia urbanística, en la modalidad que sea, con lo que el régimen de la comunicación previa, podríamos afirmar, que tiene escasa virtualidad.

Sobre este particular, algún autor (18)  ha llevado a cabo un estudio de la naturaleza jurídica de este régimen, así como de los actos que pudieran estar sujetos a este régimen de autorización, quedando de manifiesto, una vez más, que estamos en presencia de supuestos absolutamente tasados o excepciones muy puntuales a la regla general de actos sujetos a previa licencia.

No obstante lo dicho, la Ley 1/2013, de 21 de marzo, de medidas para la dinamización y flexibilización de la actividad comercial y urbanística en Castilla–La Mancha, ha dado nueva redacción al susodicho artículo 157 del TRLOTUCastilla–La Mancha, en términos de ampliar el régimen de la comunicación previa.

El apartado segundo del precepto en la actual redacción dada al mismo por la Ley 1/2013 señala que quedan sujetos al régimen de comunicación previa las transmisiones de cualesquiera licencias urbanísticas y el cambio de titularidad de actividades comerciales y de servicios a los que no resulte exigible la obtención de licencia previa.

Los apartados 6º y 7º del artículo 158 del TRLOTUCastilla–La Mancha, introducidos por la Ley 1/2013, establecen consideraciones prácticamente idénticas a las contenidas en el Reglamento de Servicios, es decir, sobre la necesidad de que producida la transmisión de la licencia se comunique por escrito a la Administración concedente la transmisión de la licencia, ya sea por el transmitente (19)  o el nuevo titular. Caso contrario ambos quedarán sujetos de forma solidaria a las responsabilidades que pudieran derivarse de la actuación objeto de licencia transmitida, sin perjuicio de la eficacia de dicha transmisión.

Más curiosa resulta la regulación del apartado 7º del artículo 158 del TRLOTUCastilla–La Mancha introducido por la Ley 1/2013, cuando se refiere a los supuestos de cambios de titularidad de las actividades comerciales y de servicios a los que no resulte de aplicación la obtención de licencia, cuya comunicación se cursa a los solos efectos informativos (20) .

Finalmente, la introducción del apartado tercero del artículo 157 del TRLOTUCastilla–La Mancha por la Ley 1/2013, en coherencia y cumplimiento de lo dispuesto en la Ley estatal 12/2012, sujeta al régimen de comunicación previa el ejercicio de las actividades de comercio minorista y de prestación de servicios incluido en el anexo de la precitada Ley 1/2013, siempre y cuando no afecten al patrimonio histórico–artístico ni impliquen el uso privativo y ocupación de los bienes de dominio público, dada la especial protección a que se encuentran sujetos unos y otros.

En la misma línea a lo establecido en la Ley 12/2012, las obras necesarias para el acondicionamiento de los establecimientos en los que se pretendan implantar las actividades de comercio minorista y de prestación de servicios del anexo de la Ley 1/2013 se sujetarán al régimen de comunicación previa, siempre y cuando no requieran de la presentación de un proyecto de obra, conforme a lo establecido en la LOE.

En definitiva, cómo podemos comprobar las reformas legales operadas con posterioridad a la promulgación de la Directiva de Servicios sobre la normativa urbanística en Castilla–La Mancha no han ampliado, significativamente, el régimen jurídico originario o inicial de la comunicación previa, como ha sucedido en otras Comunidades Autónomas.

Para evitar entran en interpretaciones hubiera sido muy conveniente que se hubiera establecido una regulación en la normativa urbanística de los actos y usos sujetos a comunicación previa, y no utilizar el mecanismo de apelación a la excepcionalidad de la regla general de sujeción a licencia.

Cobra especial virtualidad o importancia la necesidad de contar con una ordenanza local reguladora de los distintos regímenes autorizatorios a fin de establecer una enumeración de cada acto o uso sujeto a comunicación previa, aunque ello pueda suponer una disparidad de criterios en las distintas ordenanzas locales que apruebe cada Ayuntamiento.

Tampoco el RDUCastilla–La Mancha pone solución a las anteriores conclusiones expresadas en voz alta, al no determinar, expresamente, que actos quedan sujetos al régimen de comunicación previa, remitiéndose en su artículo 6 al contenido del texto legal que, por exclusión, cataloga los actos sujetos al régimen de comunicación previa, con las modificaciones legales expuestas comentadas anteriormente.

Por si lo anteriormente comentado fuera poco, el apartado segundo del precitado artículo 6 del RDUCastilla–La Mancha mezcla los conceptos de la comunicación previa y la declaración responsable, cuando afirma que la presentación de la declaración responsable regulada en la normativa básica de procedimiento administrativo común, surtirá los efectos de la comunicación previa. En mi opinión la promulgación del RDUCastilla–La Mancha sin regulación expresa en este sentido ha sido una muy buena oportunidad perdida para acotar el régimen de la comunicación previa de los actos y usos de naturaleza urbanística sujetos a esta técnica autorizatoria.

1. La presentación de la comunicación previa.

El inicio del procedimiento se producirá mediante escrito (comunicación previa), a que se refiere el artículo 69 de la LPACAP, dirigido al Sr. Alcalde del correspondiente término municipal en que se quiera realizar el acto o uso del suelo que se encuentre permitido o sujeto a este régimen de intervención administrativa, en el que se hará constar, además de los datos de identificación del interesado, el emplazamiento y descripción de la obra o actividad y su presupuesto, a tenor de lo dispuesto en el artículo 158.1 del TRLOTUCastilla–La Mancha.

A la comunicación previa se debe acompañar copia auténtica de los permisos y autorizaciones que requiera el acto, la operación o la actividad correspondiente. Si las obras afectan a un inmueble con actividad en funcionamiento, se identificarán de manera suficiente las licencias municipales habilitadoras de la actividad que se venga desarrollando en el mismo, a tenor de lo establecido en el apartado segundo del artículo 8 del RDUCastilla–La Mancha.

Otra de las reformas introducidas por la Ley 1/2013, y esta si es de hondo calado, ha sido sustituir el plazo de preaviso de 15 días naturales con el que contaba la Administración municipal antes de entender viable la actuación comunicada por un efecto inmediato a partir de la presentación de la comunicación previa en el registro de la administración municipal actuante.

La habilitación para el ejercicio de actuaciones sujetas a comunicación previa no prejuzga la situación y efectivo acomodo de las condiciones del establecimiento a la normativa aplicable, ni limitará el ejercicio de las potestades administrativas de control que la Administración tenga atribuidas por el ordenamiento sectorial aplicable en cada caso. Ahora bien, al no contar con plazo de preaviso de ninguna índole, dichas potestades de comprobación, ya sean formales (de la documentación) o sustantivas (de comprobación material) lo serán siempre a posteriori con las consecuencias indeseables que ello puede conllevar.

A la comunicación previa se deberá acompañar la documentación exigida legal o reglamentariamente, dependiente de cada caso. Para el ejercicio de actividades de comercio minorista y de prestación de servicios, así como para las obras de acondicionamiento de los establecimientos en que se vayan a ejercer éstas (que es lo que ahora nos interesa) se deberá acompañar una memoria justificativa del cumplimiento de la legislación vigente así como de la adecuación a la ordenación territorial urbanística, la documentación técnica exigible conforme disponga la normativa sobre ordenación de la edificación y las propias ordenanzas municipales, y el justificante de la liquidación de los tributos y demás ingresos de derecho público o privado que correspondan.

2. La actuación de la Administración.

De conformidad con lo establecido en el artículo 158.3 del TRLOTUCastilla–La Mancha, en la redacción dada al mismo por la Ley 1/2013, dentro del plazo de los quince días hábiles siguientes a la comunicación, no configurados, como hemos visto, como plazo de preaviso, la Administración podrá solicitar al interesado una licencia o autorización urbanística, o bien formular, en su caso, el pertinente requerimiento de subsanación de deficiencias para que subsane las deficiencias observadas en dicha documentación, a través de la correspondiente petición de ampliación de información.

Para ello se deberá contar con los informes técnico y jurídico correspondientes, en los que se ponga de manifiesto la imposibilidad de realizar la actuación pretendida objeto de comunicación previa, por una serie de motivos. Entre dichos motivos, además de tratarse de un supuesto sujeto a licencia urbanística, también podemos encontrarnos con casos de falta de otro tipo de licencias o autorizaciones, debiendo indicarse, expresamente, al particular que presenta la comunicación previa, la necesidad de su aportación, o bien, que la actuación pretendida resulte contraria a la ordenación territorial y urbanística, en los términos y condiciones establecido en el artículo 9.2 del RDUCastilla–La Mancha.

El requerimiento de subsanación o ampliación de información formulado al interesado que practica la comunicación previa, interrumpirá el cómputo del plazo del que disponen los Ayuntamientos para proceder al estudio de la documentación aportada, así como para la iniciación de la actuación o actividad comunicada, como es lógico pensar, de conformidad con lo dispuesto en el apartado tercero del artículo 8 del RDUCastilla–La Mancha, y el propio artículo 158.3 del TRLOTUCastilla–La Mancha.

En caso de no ajustarse la actuación pretendida al régimen de comunicación previa, la Administración deberá dictar la correspondiente resolución administrativa, debidamente notificada con expresión de recursos, de imposibilidad de ejercicio de la actuación pretendida, y, en su caso, de necesidad de tramitar la correspondiente licencia urbanística, como hemos comentado anteriormente.

En cualquier caso, la inactividad de la Administración durante el plazo de estudio de la comunicación no impide la subsanación posterior de los defectos o irregularidades que presente el acto, la operación o la actividad objeto de comunicación. El uso indebido de esta técnica autorizatoria faculta a la administración municipal para impedir los actos que se pretendan llevar a cabo al amparo de dicha técnica, sin perjuicio de la posible adopción de medidas de restauración de la legalidad urbanística, contempladas en la propia normativa urbanística, de obras realizadas sin título ejecutivo.

Finalmente, el artículo 158.4 del TRLOTUCastilla–La Mancha señala que el municipio informará a las Administraciones competentes, de las comunicaciones cuyo objeto les afecte, máxime, si tenemos en cuenta que se deberá acompañar a la comunicación previa los informes o autorizaciones sectoriales que sean preceptivos, en cuyo caso, la Administración sectorial habrá tenido conocimiento previo de la actuación pretendida por el particular.

Por último, el artículo 159 del TRLOTUCastilla–La Mancha que la realización de los actos, las operaciones y las actividades que sean objeto de comunicación previa, y que no haya sido practicada de forma adecuada por el interesado en las mismas, se considerarán clandestinas a los efectos contenidos en las propias disposiciones urbanísticas autonómicas. Añade el artículo 10 del RDUCastilla–La Mancha, no sólo los actos realizados sin comunicación previa, sino todos aquellos llevados a cabo omitiendo o falseando o incurriendo en inexactitudes sobre los datos esenciales de la comunicación.

1.3.3.2.  El caso de la Comunidad Autónoma de Extremadura

El caso de esta Comunidad Autónoma es similar al régimen comentado para Castilla–La Mancha, concretamente en la redacción originaria de los artículos 171 a 174 de la LSOTExtremadura. Sin embargo, con motivo de la evolución legislativa llevada a cabo en dicha Comunidad Autónoma, el régimen de la técnica de la comunicación previa ha sufrido diversos avatares que es necesario comentar.

Con motivo de la regulación dada al artículo 172 de la LSOTExtremadura por la Ley 12/2010, de 16 de noviembre, de Impulso al Nacimiento y Consolidación de Empresas en la CC.AA de Extremadura (en adelante LINCE), quedaban sujetos al régimen de comunicación previa al Municipio los actos de aprovechamiento y uso del suelo no incluidos en el ámbito de aplicación del artículo 180, referido a los actos sujetos a licencia de obras, edificación e instalación (que también sufrió nueva redacción por la LINCE). En la misma línea la modificación operada sobre el artículo 184 que regulaba los actos sujetos a licencia de usos y actividades.

La Ley 10/2015, de 8 de abril, llevó a cabo una nueva modificación de la LSOTExtremadura, dando nueva redacción a los preceptos que regulaban para Extremadura el régimen de la comunicación previa. Así el artículo 172 de la precitada disposición legal establece que quedan sujetos al régimen de la comunicación previa los actos no sujetos a licencia urbanística de obras, edificación e instalación, y en particular las que a continuación detallo (21) .

Las obras de mera reforma y las que modifiquen la disposición interior de las edificaciones construcciones, cualquiera que sea su uso que no requieran la redacción de un proyecto por no alterar su configuración arquitectónica ni supongan impacto sobre el patrimonio histórico–artístico o sobre el uso privativo y ocupación de bienes de dominio público; la implantación de estaciones o instalaciones radioeléctricas utilizadas para la prestación de servicios de comunicaciones electrónicas disponibles para el público cuando no se sujeten a licencia urbanística de acuerdo con lo previsto por los artículos 180 y 184, el cerramiento de fincas, muros y vallados, la colocación de carteles y vallas de propaganda visibles desde la vía pública, la instalación de invernaderos, la modificación de uso de los edificios, construcciones e instalaciones cuando no se sujete a licencia urbanística conforme a lo previsto en el artículo 184 y la reparación de firmes y pavimentos de caminos existentes

En otro orden de cosas, aunque no sea objeto central de nuestro estudio, también se sujetan a la presentación de una comunicación previa la apertura de establecimientos permanentes en los que se desarrollen actividades comerciales cuya superficie útil de exposición y venta al público no sea superior a 750 metros cuadrados y siempre que no supongan un impacto sobre el patrimonio histórico–artístico o sobre el uso privativo y ocupación de bienes de dominio público.

Las diferencias sustanciales con la anterior redacción dada al precepto por la Ley LINCE ha sido la aclaración de las obras de mera reforma y modificación de disposición interior de edificaciones o construcciones, cualquiera que sea su uso, que no requieran la redacción de un proyecto de obra por no alterar su configuración arquitectónica, ni supongan impacto sobre el patrimonio histórico–artístico o sobre el uso privativo y ocupación de bienes de dominio público.

También se ha aclarado el régimen de la implantación de estaciones o instalaciones radioeléctricas para la prestación de servicios de comunicaciones electrónicas disponibles para el público, siempre que no se encuentren sujetas a licencia urbanística, así como los establecimientos permanentes en los que se desarrollen actividades comerciales cuya superficie útil de exposición y venta al público no supere los 750 metros cuadrados, y siempre que no tengan impacto sobre el patrimonio histórico–artístico o sobre el uso privativo y ocupación de bienes de dominio público.

La modificación del uso de los edificios, construcciones e instalaciones se continúa manteniendo sujeto a comunicación previa, salvo los supuestos de sujeción a licencia urbanística, conforme señala el artículo 184 de la LSOTExtremadura, en la redacción dada al mismo por la Ley 10/2015. También se sujeta al régimen de comunicación previa la reparación de firmes y pavimentos de caminos existentes que, en la anterior regulación, no se contemplaba expresamente su sujeción a la presentación de una comunicación previa.

Otro de los aspectos relevantes, en mi opinión, por mor de lo establecido en la legislación básica estatal, las parcelaciones o división de fincas o predios, y la ubicación de casas prefabricadas o instalaciones similares, provisionales o permanentes, dejan de estar sujetas a la presentación de una comunicación previa, para controlarse a través del régimen de intervención previa que es la licencia urbanística.

Por último, y quizás sea la novedad más importante, la vuelta a la autorización previa de la primera ocupación o habitabilidad de construcciones cuando en la redacción dada por la LINCE a la LSOTExtremadura se introdujo su sujeción a la presentación de una comunicación previa, con lo que ello supone. Entiendo que el legislador autonómico ha dado marcha atrás tras ver la experiencia y los riesgos que supone, en mi opinión, el control de la primera utilización u ocupación de edificaciones a través de regímenes comunicados.

Las transmisiones de cualesquiera licencias urbanísticas, o, el cambio de titularidad de actividades comerciales y de servicios a los que no resulte exigible la obtención de licencia previa, quedarán sujetos a la presentación de una comunicación previa.

1. La presentación de la comunicación previa.

El inicio del procedimiento se producirá mediante escrito (comunicación previa), a que se refiere el artículo 69 de la LPACAP, dirigido al Sr. Alcalde del correspondiente término municipal en que se quiera realizar el acto o uso del suelo que se encuentre permitido o sujeto a este régimen de intervención administrativa, en el que se hará constar, además de los datos de identificación del interesado, el emplazamiento y descripción de la obra o actividad y su presupuesto, a tenor de lo dispuesto en el artículo 173.1 de la LSOTExtremadura.

En parecido sentido a como sucede en Castilla–La Mancha, a la comunicación previa se deberá acompañar como documentación anexa, fotocopia de los permisos y autorizaciones que requiera el acto, de conformidad con la restante normativa de aplicación. Nos estamos refiriendo, sin duda, a las autorizaciones sectoriales que sean necesarias para poder llevar a cabo el acto o uso objeto de comunicación.

Debemos recordar de manera taxativa, la necesidad de cumplir, a la hora de aportar la documentación técnica que sea preceptiva, las directrices y obligaciones impuestas por la Ley 11/2014, de 9 de diciembre, de accesibilidad universal de Extremadura, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 19 de la susodicha norma legal.

A diferencia de lo comentado para Castilla–La Mancha, se entenderá que el titular del acto o uso sujeto al régimen de comunicación previa, podrá ejercerlo si en el plazo de 15 días naturales, de conformidad con lo establecido en el artículo 173.2 de la LSOTExtremadura, a contar desde la presentación de la comunicación a la Entidad Local, acompañada de la documentación precitada, no manifiesta de forma motivada su oposición, negándose el carácter inmediato de eficacia a la presentación de la comunicación previa.

2. La actuación de la Administración.

De conformidad con el artículo 173.3 de la LSOTExtremadura, durante el plazo de preaviso de los quince días naturales de que dispone la Administración para el estudio de la comunicación previa y de la documentación que acompañe a la misma, podrá oponerse de forma justificada, y formular, en su caso, el pertinente requerimiento de subsanación de deficiencias para que subsane las deficiencias observadas en dicha documentación, a través de la correspondiente petición de ampliación de información, así como señalar al interesado la necesidad de solicitar una licencia o autorización urbanística en los términos del régimen de autorizaciones previas, en su caso.

El requerimiento de subsanación o ampliación de información, formulado al interesado que practica la comunicación previa, interrumpirá el cómputo del plazo del que disponen los Ayuntamientos para proceder al estudio de la documentación aportada, así como la iniciación de la actuación o actividad comunicada, como es lógico pensar.

En caso de no ajustarse la actuación pretendida al régimen de comunicación previa, la Administración deberá dictar la correspondiente resolución administrativa, debidamente notificada, con expresión de recursos, de imposibilidad de ejercicio de la actuación pretendida, y, en su caso, de necesidad de tramitar la correspondiente licencia urbanística, como hemos comentado anteriormente.

Al igual que sucede para Castilla–La Mancha, la inactividad de la Administración durante el plazo de estudio de la comunicación, no impide requerir la subsanación de los defectos o irregularidades que presente el acto, la operación o la actividad objeto de comunicación. En el supuesto de un ejercicio inadecuado de las actuaciones ejercidas bajo el régimen de comunicación previa, la Administración podrá en cualquier momento, por lo expuesto anteriormente, proceder a impedir dicho ejercicio, en el caso de usos, y en el caso de las obras adoptar, en su caso, las correspondientes medidas de restauración de la legalidad urbanística, entendiendo como clandestinos todos aquellos actos, operaciones y actividades realizadas sin la preceptiva comunicación previa a la Administración.

En la nueva redacción por la Ley 10/2015, se considerarán ilegales las actuaciones, operaciones y actividades realizadas en disconformidad con su contenido o con la ordenación territorial o urbanística, debiendo actuar el Municipio en defensa de la legalidad urbanística.

De igual forma que para Castilla–La Mancha, el artículo 173.4 de la LSOTExtremadura señala que el municipio informará a las Administraciones competentes, de las comunicaciones cuyo objeto les afecte.

1.3.3.3.  El caso de la Comunidad Autónoma del País Vasco

Antes de la promulgación de la Directiva de Servicios el legislador autonómico en esta Comunidad Autónoma introdujo en su normativa urbanística la posibilidad de aplicar un régimen de comunicación previa a los actos y usos de naturaleza urbanística de menor importancia. En los siguientes términos se pronuncia el artículo 207 de la LSPaís–Vasco que establece en su apartado quinto:

«Las ordenanzas municipales podrán sustituir la necesidad de obtención de licencias por una comunicación previa, por escrito, del interesado al Ayuntamiento, cuando se trate de la ejecución de obras de escasa entidad técnica para las cuales no sea necesario la presentación de proyecto técnico o para el ejercicio de actividades no clasificadas y para aquellas otras actuaciones que prevean las ordenanzas. El Ayuntamiento podrá verificar en cualquier momento la concurrencia de los requisitos exigidos y podrá ordenar, mediante resolución motivada, el cese de la actuación en tanto no se ajuste a lo requerido».


En el apartado primero de dicho precepto legal se establece la sujeción general a licencia, para finalizar dicho precepto con la posibilidad legal contemplada anteriormente, en una triple vertiente: obras menores, actividades inocuas y otras actuaciones que prevean las ordenanzas.

En este último supuesto se permite una habilitación legal a los Ayuntamientos para que establezcan los casos en que puede proceder un régimen autorizatorio a través de la presentación de una comunicación previa, lo que sin fijar criterios legales puede parecer a primera vista un tanto desafortunado por la dispersión normativa que pudiera producirse en los distintos municipios.

La Ley 7/2012, de 23 de abril, de modificación de diversas Leyes para su adaptación a la Directiva 2006/123/CE, de 12 de diciembre, del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a los servicios en el mercado interior, dio nueva redacción al contenido inicial del artículo 206 de la LSPaís–Vasco, al introducir una nueva letra d) en el apartado primero, cuando se regula el régimen de control de las actividades y los actos regulados por la ordenación urbanística, añadiéndose como medio de intervención el sometimiento a comunicación previa o declaración responsable, en los términos del artículo 69 de la LPACAP, materializándose en el precitado artículo 207.5 de la LSPaís–Vasco.

1. La presentación de la comunicación previa.

El inicio del procedimiento se producirá mediante escrito (comunicación previa), a que se refiere el artículo 69 de la LPACAP, dirigido al Sr. Alcalde del correspondiente término municipal en que se quiera realizar el acto o uso del suelo que se encuentre permitido o sujeto a este régimen de intervención administrativa, en el que se hará constar, además de los datos de identificación del interesado, el emplazamiento y descripción de la obra o actividad y su presupuesto. Asimismo, se deberá acompañar la documentación que las ordenanzas determinen para su debida comprobación.

Cumplido los requisitos anteriores, se entenderá que el titular del acto o uso sujeto al régimen de comunicación previa, podrá ejercerlo, siempre y cuando el acto o la actividad pretendida se ajusten a la normativa de aplicación. Nada se establece por parte de la regulación autonómica respecto de la comunicación a la entidad local con un plazo de preaviso antes de entender la eficacia completa de la comunicación previa, por lo que habrá que estar al contenido de las ordenanzas locales que desarrollen esta técnica autorizatoria.

2. La actuación de la Administración.

Durante el plazo que se fije en las ordenanzas locales para que por parte de la Administración pueda oponerse de forma justificada a la comunicación previa, una vez estudiada la misma y la documentación que la acompaña, también se podrá formular el pertinente requerimiento de subsanación de deficiencias para que subsane las deficiencias observadas en la documentación que se acompañe a la precitada comunicación, o bien para que adapte las obras o la actividad a la normativa aplicable.

El requerimiento formulado al interesado que practica la comunicación previa, interrumpirá el cómputo del plazo del que disponen los Ayuntamientos para proceder al estudio de la documentación aportada en el precitado plazo establecido en las ordenanzas locales. Asimismo, supondrá la imposibilidad para el particular peticionario, de comenzar con el ejercicio de la actuación o actividad, debidamente comunicada.

En caso de no ajustarse la actuación pretendida al régimen de comunicación previa, la Administración deberá dictar la correspondiente resolución administrativa, debidamente notificada, con expresión de recursos, de imposibilidad de ejercicio de la actuación pretendida, y, en su caso, de necesidad de tramitar la correspondiente licencia urbanística.

Por último, en el supuesto de un ejercicio inadecuado de las actuaciones ejercidas bajo el régimen de comunicación previa, la Administración podrá, en cualquier momento, proceder a impedir dicho ejercicio, en el caso de usos, o en el caso de obras, si se ejecutasen otro tipo de obras no sujetas a comunicación previa, y sí a licencia urbanística, habrá que adoptar las correspondientes medidas de restauración de la legalidad urbanística.

En el ámbito de las actividades objeto de comunicación previa, cuyo ejercicio se prolongue en el tiempo, deberán ajustarse a la normativa aplicable en cada momento, sin necesidad de previo requerimiento por la Administración, al tratarse de autorizaciones de tracto sucesivo.

Al igual que el resto de actos sujetos a este régimen de comunicación previa, el Ayuntamiento podrá verificar, en cualquier momento, la concurrencia de los requisitos exigidos, pudiendo ordenar mediante resolución motivada el cese de la actuación en tanto no se ajuste a lo requerido.

1.3.4.  Comunidades Autónomas que cuentan con un régimen de comunicación previa o declaración responsable en materia de autorizaciones urbanísticas promulgado a través de su normativa urbanística como adaptación a los principios inspiradores de la Directiva de Servicios.

En el presente apartado vamos a estudiar al resto de Comunidades Autónomas que nos quedan por orden cronológico de introducción de esta técnica en su normativa urbanística: Canarias; Comunidad Valenciana, Galicia, Baleares, Castilla y León, Murcia y Navarra.

1.3.4.1.  La Comunidad Autónoma de Canarias

Por lo que se refiere a la Comunidad Autónoma de Canarias no se contenía previsión de ninguna índole respecto del régimen de comunicación previa o declaración responsable para el ejercicio de actos y usos de naturaleza urbanística hasta la promulgación de la Ley 7/2011, de Actividades Clasificadas de Canarias.

No dejaba de resultar cuando menos curioso que se produjera una modificación de naturaleza urbanística en una norma de actividades clasificadas. La Disposición Adicional sexta de la Ley 7/2011 introdujo un nuevo artículo 166 bis al derogado DLOTCanarias, modificando a su vez el artículo 166.1, letra h) del mismo, en los términos de dejar de sujetar a autorización previa (licencia) la primera utilización y ocupación de edificaciones e instalaciones en general, pasando a someter a la presentación de una declaración responsable dicha primera utilización y ocupación.

A dicha declaración responsable se debería aportar como documentación necesaria un certificado final de obra expedido por técnico competente en el que se certifique que la obra o instalación se había ejecutado correctamente con arreglo al proyecto presentado que sirvió de base para el otorgamiento de la licencia de obras de construcción o edificación.

Cuando se tratase de viviendas se debería contener en el certificado final de obra el cumplimiento de las condiciones de habitabilidad que deban cumplir dichas viviendas, conforme al proyecto técnico que fue informado en su día y por el que se otorgó la correspondiente licencia urbanística, así como verificar el cumplimiento del resto de condiciones establecidas en dicho proyecto.

El precitado Decreto Legislativo 1/2000 ha sido derogado por la LSENPCanarias que establece una regulación mucho más completa respecto de los regímenes en materia de autorizaciones urbanísticas. Así las cosas, en la actual regulación se establecen diversas técnicas entre la que se encuentran actuaciones sujetas a la presentación de una comunicación previa. En cuanto a los actos y usos sujetos a la presentación de una comunicación previa, el artículo 332 de la LSENPCanarias establece una enumeración bastante exhaustiva de los actos y usos sujetos a comunicación previa, así como a licencia o a otros títulos habilitantes, en otros preceptos ya citados de la Ley.

Así, quedan sujetos a la presentación de una comunicación previa: obras de conservación, restauración, reforma, rehabilitación o reestructuración de edificaciones e instalaciones, siempre que no afecte a edificios catalogados ni supongan incremento del volumen o edificabilidad, en cuyo caso quedarán sujetos a licencia. De igual forma, quedarán sujetas a la presentación de una comunicación previa otras obras exteriores en edificios no catalogados, salvo que se refieran a la modificación general de la fachada o al acristalamiento de terrazas existentes mediante un proyecto conjunto de fachada, en cuyo caso de igual forma quedarán sujetas a licencia.

En parecidos términos que la norma que deroga, quedan sujetas a la presentación de una comunicación previa (a diferencia de la declaración responsable del precitado Decreto–Legislativo) la primera ocupación de las edificaciones e instalaciones, concluida su construcción, de acuerdo con lo previsto en la legislación vigente de ordenación y calidad de la edificación. De igual forma, el cambio de uso de los edificios y las instalaciones quedan sujetos a la presentación de una comunicación previa.

En otro orden de cosas, igualmente, se presentará una comunicación previa en los casos de vallado de obras, fincas y solares que no requieran cimentación y su reparación o mantenimiento, así como la colocación de carteles y vallas de publicidad y propaganda. Todo lo referido al acondicionamiento de espacios libres de parcela consistente en ajardinamiento, pavimentación, implantación de bordillos, salvo que se trate de parcelas incluidas en áreas o elementos protegidos, que estarían sujetas a la presentación de una licencia, se tramitarán mediante la presentación de una comunicación previa. La limpieza de terrenos y actuaciones provisionales de sondeo de los mismos, apertura de zanjas y catas en terrenos privados; la instalación de andamiaje, maquinaria, grúas y apeos estarán sujetas a la presentación de una comunicación previa, con la salvedad de que aquéllas apoyen sobre la calzada o cuando la ocupación sobre la acera no permita un paso libre de 1,20 metros, en cuyo caso se requeriría de la preceptiva autorización previa mediante licencia.

Finalmente, estarán sujetas a la presentación de una comunicación previa, la ocupación provisional por aparcamientos en solares vacantes y cualquier otra actuación urbanística de uso o transformación del suelo, vuelo o subsuelo que no esté sujeta a licencia u otro título habilitante previo, o que no requiera autorización de ninguna índole. El Gobierno de Canarias mediante Decreto podrá modificar la relación de actuaciones antes mencionadas sujetas a comunicación previa, a tenor de la autorización conferida por el legislador en el artículo 332.2 de la LSENPCanarias.

1. La presentación de la comunicación previa.

El inicio del procedimiento se producirá mediante escrito, en forma de comunicación previa, a que se refiere el artículo 69 de la LPACAP, dirigido al Sr. Alcalde del correspondiente término municipal en que se quiera realizar el acto o uso del suelo que se encuentre permitido o sujeto a este régimen de intervención administrativa, en el que se hará constar, además de los datos de identificación del interesado, los términos exactos de la actuación proyectada (descripción gráfica y escrita y ubicación física de la actuación), y también sería conveniente su presupuesto, aunque la regulación legal no lo determina expresamente.

A la actuación proyectada se deberá acompañar de la documentación exigida legalmente a tenor de lo señalado en el artículo 349 de la LSENPCanarias (proyecto suscrito por técnico competente cuando fuere preceptivo según la normativa sectorial de aplicación con informe del redactor que acredite el cumplimiento de la normativa exigible, y el título habilitante de la ejecución de la obra o edificación y certificado final de la misma expedido por técnico competente en los supuestos de primera ocupación de edificaciones), así como de la documentación complementaria señalada reglamentariamente, y, más concretamente, en los términos establecidos en la ordenanza local de desarrollo de la normativa urbanística autonómica de aplicación..

También será necesario hacer constar en la comunicación previa la indicación del tiempo en que se pretende iniciar y concluir la obra y medidas relacionadas con la evacuación de escombros y utilización de la vía pública. De igual forma, si hubiera un cambio de promotor de la actuación sujeta a comunicación previa, se deberá notificar fehacientemente a la administración, como si de una transmisión de licencia se tratase. La administración municipal deberá facilitar al promotor la presentación electrónica de las comunicaciones previas y pondrá a disposición de los mismos los impresos normalizados para cumplimentar la presentación de la comunicación de manera sencilla, en los que hará constar la documentación y resto de requisitos necesarios para que dicha comunicación surta efectos jurídicos. En la misma línea, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 338 de la LSENPCanarias, los ayuntamientos deberán publicar en sus respectivos portales de internet la relación de actuaciones sujetas a comunicación previa y el acceso a los modelos de comunicación previa que se establezcan por cada administración.

En caso de algún tipo de defecto por error u omisión subsanable, la administración utilizará el trámite de subsanación de deficiencias correspondiente para que la comunicación previa alcance su finalidad. Para ello debe tratarse de un defecto subsanable, porque en caso de tratarse de un defecto que dé lugar a la incoación de un procedimiento de restauración de la legalidad urbanística por contravenir la legalidad urbanística, ya no se podrá utilizar esta técnica autorizatoria y se deberá solicitar la preceptiva licencia urbanística, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 332.4 de la LSENPCanarias.

Como salvedad cabe que la legalización se lleve a cabo por el propio particular antes del inicio del procedimiento de restauración de la legalidad urbanística o que afecte a actuaciones de escasa relevancia o cuantía sí determinadas en la respectiva ordenanza local. Esta excepción, en mi opinión, es bastante criticable, dado que establece una excepción de carácter bastante subjetivo que se debe establecer en la ordenanza local, pero que será difícil cuando no imposible determinar los distintos supuestos que se pueden producir, debiendo acudir, al final, a la fijación de una serie de criterios que tendrán un cierto componente subjetivo, en todo caso.

Cumplido los requisitos anteriores por el promotor en la correspondiente comunicación previa realizada bajo su responsabilidad, acompañada de la documentación correspondiente y presentada en el registro de la entidad local, se entenderá que el mismo está habilitado para ejercer la actuación pretendida pero no de manera inmediata, y siempre y cuando se ajuste a la legalidad urbanística de aplicación. El plazo de preaviso que establece el artículo 350.1 de la LSENPCanarias es de quince días antes del inicio de obras u otros usos, y de un mes para el caso de la primera ocupación de edificaciones o instalaciones. Ello no significa que la Administración no cuente con las potestades de verificación a través de las inspecciones correspondientes, a fin de la comprobación de cumplimiento de los requisitos habilitantes para el ejercicio del derecho y de la adecuación de lo ejecutado al contenido de la comunicación.

2. La actuación de la Administración.

La Administración podrá oponerse de forma justificada en cualquier momento, una vez estudiada la comunicación previa, junto con la documentación que la acompaña, pudiendo formular el pertinente requerimiento de subsanación de deficiencias para que subsane las deficiencias observadas en la documentación que se acompañe a aquélla, como hemos señalado en el apartado anterior. Los Ayuntamientos vendrán obligados a la tramitación y resolución de solicitudes de licencia que se formulen por los interesados, aún en los casos que se trate de actuaciones sujetas a comunicación previa. Pero lo relevante en el presente caso, es que la Ley (artículo 332.3 de la LSENPCanarias) obliga a la Administración como primer trámite a informar al interesado sobre la posibilidad de desistir de su solicitud de licencia y presentar una comunicación previa por la actuación pretendida, quedando a elección del particular, por tanto, la decisión final.

La comprobación de la comunicación previa por la Administración, así como de las actuaciones realizadas al amparo de la misma se regirá por lo dispuesto en la LSENPCanarias para el restablecimiento de la legalidad urbanística y la adopción de las medidas de restablecimiento correspondientes, siempre y cuando la comunicación previa incurra en inexactitud, falsedad u omisión de la propia comunicación o de la documentación preceptiva que deba acompañarla. De igual forma, en los supuestos de contravención de la normativa urbanística que, como vimos, enerva los efectos de la propia comunicación, y en los mismos términos para los supuestos de actuaciones que aparentemente estaban amparadas en una comunicación previa, pero que realmente estaban sujetas a otro título habilitante de carácter previo, ya sea a sabiendas o por ignorancia del particular promotor de la actuación.

Al tratarse de un régimen de comunicación previa, se caracteriza por la innecesariedad de dictar resolución expresa por la Administración, siempre y cuando sea conforme con la normativa urbanística y sectorial de aplicación, como hemos comentado con anterioridad, a fin de que la comunicación pueda producir algún tipo de efectos jurídicos. En caso de no ajustarse la actuación pretendida al régimen de comunicación previa, la Administración deberá dictar la correspondiente resolución administrativa, debidamente notificada, con expresión de recursos, de imposibilidad de ejercicio de la actuación pretendida, y, en su caso, de necesidad de tramitar la correspondiente licencia urbanística, expediente de restauración de la legalidad urbanística o, lo que en derecho proceda, pero enervando, en todo caso, la eficacia de la comunicación previa. Ahora nos referimos más a la fase de ejecución de la propia comunicación, más que de la comprobación administrativa de la documentación.

El artículo 350.2 de la LSENPCanarias establece que la inexactitud, falsead u omisión, de carácter esencial, en cualquier dato, manifestación o documento que se acompañe a la comunicación previa, o la falta de presentación de ésta, determinará la imposibilidad de iniciar las obras o realizar los actos correspondientes, y todo ello sin perjuicio de las responsabilidades a que hubiere a lugar. La resolución administrativa que establezca las precitadas consideraciones, podrá obligar a que se restituyan las situaciones jurídicas al momento previo a la presentación de la comunicación previa y ejercicio, por tanto, del derecho correspondiente, sin perjuicio de la tramitación, en su caso, del correspondiente procedimiento de restauración y sancionador, en su caso.

La comunicación previa efectuada en los términos legales, comentados anteriormente, surtirá los mismos efectos que la normativa aplicable atribuye a la licencia urbanística, pudiendo hacerla valer tanto frente a terceros como ante la propia Administración.

3. Otras consideraciones.

La legislación y el planeamiento urbanístico aplicables a las comunicaciones previas serán los que estén vigentes en el momento de su presentación, como no podía ser de otra forma, a diferencia de lo que sucede con las solicitudes de licencias urbanísticas a las que se les aplicará el régimen vigente en el momento del otorgamiento de la licencia, siempre que sea notificada la resolución dentro del plazo legal establecido.

Por último, en el caso de ejecución de obras, el promotor de la actuación deberá comunicar su finalización a la Administración, a los efectos de su debida constancia (artículo 350.4 de la LSENPCanarias).

1.3.4.2.  El caso de la Comunidad Valenciana

En la Comunidad Valenciana se introdujo el régimen de la comunicación previa o declaración responsable, a través de la introducción de una Disposición Adicional décima en la Ley Urbanística Valenciana de 2005, por la Ley 12/2010, de 21 de julio, de medidas urgentes para agilizar el ejercicio de actividades productivas y la creación de empleo en la Comunidad Valenciana.

En dicha Disposición Adicional se había optado por llevar a cabo en las ordenanzas locales la posibilidad de introducir el régimen autorizatorio a través de la declaración responsable, para la ejecución de obras de mera reforma de edificios, construcciones o instalaciones, conforme a lo previsto en el artículo 69 de la LPACAP.

Con carácter negativo se establecían los límites de la autorización a través de declaración responsable: obras que suponían alteración estructural del edificio o modificación general de la fachada, ni las que afectaren a elementos catalogados o en trámite de catalogación.

Posteriormente, dicha Disposición Adicional fue objeto de nueva redacción por la Ley 2/2012, de 14 de junio. Dicha regulación fue mucho más completa y extendió el régimen de la declaración responsable a las obras de modificación o reforma que afecten a la estructura o aspectos exterior e interior de las construcciones, edificios e instalaciones de todas clases, cualquiera que sea su uso, siempre que no supongan ampliación de las mismas; levantamiento de muros de fábrica y vallados, instalación de invernaderos, colocación de carteles y vallas publicitarias visibles desde la vía pública, la ejecución de obras e instalaciones que afectasen al subsuelo, la instalación de tendidos eléctricos, telefónicos u otros similares y la colocación de antenas o dispositivos de comunicación.

Finalmente, aunque la primera ocupación de edificaciones continuaba encontrándose sujeta a licencia urbanística municipal, era objeto de declaración responsable la segunda o posterior ocupación de aquéllas, en los términos señalados en la LOCEValencia. La afección a cualquier elemento catalogado o en trámite de catalogación suponía la sujeción inmediata de cualquier acto u operación sobre los mismos al régimen de la licencia urbanística.

La Ley Urbanística Valenciana ha sido objeto de derogación por la LOTUP, estableciendo el nuevo régimen de la declaración responsable en el artículo 214 de la misma. Curiosamente, se produce un fenómeno de liberalización de determinados actos, como la primera ocupación de los edificios y construcciones, al sujetarse a declaración responsable igualmente que los casos de segunda ocupación o posteriores, pero, sin embargo, otros actos que anteriormente estaban sujetos a declaración responsable vuelven a estar sujetos a licencia urbanística.

Resumiendo, quedan sujetos a la presentación de una declaración responsable: la instalación de tendidos eléctricos, telefónicos u otros similares y la colocación de antenas o dispositivos de comunicación de cualquier clase y la reparación de conducciones en el subsuelo, solo en suelo urbano y siempre que no afecte a dominio público, así como todas las obras de mantenimiento o de reforma que afecten o no a la estructura o al aspecto exterior e interior de las construcciones, edificios e instalaciones de todas clases, cualquiera que sea su uso, siempre que no supongan ampliación de las obras existentes; ni obra nueva, ni afecten a elementos catalogados o, en trámite de catalogación, ni supongan la colocación de andamiaje en la vía pública.

1. La presentación de la declaración responsable.

El inicio del procedimiento se producirá mediante escrito, en forma de declaración responsable, a que se refiere el artículo 69 de la LPACAP, dirigido al Sr. Alcalde del correspondiente término municipal en que se quiera realizar el acto o uso del suelo que se encuentre permitido o sujeto a este régimen de intervención administrativa, en el que se hará constar, además de los datos de identificación del interesado, promotor y agentes de la edificación, el emplazamiento y descripción gráfica y escrita de la obra o actividad y su presupuesto, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 222 de la LOTUP.

En los supuestos en que por la naturaleza de la obra se requiera proyecto técnico suscrito por técnico competente, éste deberá estar en los casos de visado colegial obligatorio, son sucinto informe emitido por el redactor del mismo que acredite el cumplimiento de la normativa exigible.

Asimismo, se deberá acompañar la documentación que las ordenanzas determinen, para su debida comprobación, incluida la necesaria en caso de ser preceptiva para la tramitación del correspondiente instrumento de intervención ambiental, y la indicación del tiempo en que se pretende iniciar la obra y medidas relacionadas con la evacuación de escombros y utilización de la vía pública, previo abono de las tasas municipales, en su caso.

Cumplido los requisitos anteriores por el promotor en la correspondiente declaración responsable realizada bajo su responsabilidad, acompañada de la documentación correspondiente y presentada en el registro de la entidad local, se entenderá que el mismo está habilitado para ejercer la actuación pretendida de manera inmediata, siempre y cuando se ajuste a la normativa de aplicación, sin plazo de preaviso de ninguna índole, a diferencia del plazo de preaviso establecido en otras normativas autonómicas, tal y como hemos comentado para otras Comunidades Autónomas.

Ello no significa que la Administración no cuente con las potestades de verificación a través de las inspecciones correspondientes, a fin de la comprobación de cumplimiento de los requisitos habilitantes para el ejercicio del derecho y de la adecuación de lo ejecutado al contenido de la declaración.

2. La actuación de la Administración.

La Administración podrá oponerse de forma justificada en cualquier momento, una vez estudiada la declaración responsable junto con la documentación que la acompaña, pudiendo formular el pertinente requerimiento de subsanación de deficiencias para que subsane las deficiencias observadas en la documentación que se acompañe a la precitada declaración responsable, o bien para que adapte las obras a la normativa aplicable.

El artículo 222.5 de la LOTUP establece que la inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, en cualquier dato, manifestación o documento que se acompañe a la declaración responsable, o la falta de presentación de ésta, determinará la imposibilidad de iniciar las obras o realizar los actos correspondientes, y todo ello sin perjuicio de las responsabilidades a que hubiere a lugar.

Con carácter general, en el supuesto de un ejercicio inadecuado de las actuaciones ejercidas bajo el régimen de declaración responsable, la Administración podrá, en cualquier momento, proceder a impedir dicho ejercicio como consecuencia de las potestades municipales de comprobación o inspección de los requisitos habilitantes para el ejercicio del derecho y de la adecuación de lo ejecutado al contenido de la declaración.

En caso de no ajustarse la actuación pretendida al régimen de declaración responsable, la Administración deberá dictar la correspondiente resolución administrativa, debidamente notificada con expresión de recursos, de imposibilidad de ejercicio de la actuación pretendida, y, en su caso, de necesidad de tramitar la correspondiente licencia urbanística.

La resolución administrativa que establezca la necesidad de paralizar las actuaciones pretendidas mediante la presentación de una declaración responsable por las razones expuestas, podrá obligar a que se restituyan las situaciones jurídicas al momento previo a la presentación de la declaración responsable y ejercicio, por tanto, del derecho correspondiente, sin perjuicio de la tramitación, en su caso, del correspondiente procedimiento sancionador.

La declaración responsable efectuada en los términos legales, comentados anteriormente, surtirá los mismos efectos que la normativa aplicable atribuye a la licencia urbanística, pudiendo hacerla valer tanto frente a terceros como ante la propia Administración.

Finalmente, la legislación y el planeamiento urbanístico aplicables a las declaraciones responsables serán los que estén vigentes en el momento de su presentación, como no podía ser de otra forma, a diferencia de lo que sucede con las solicitudes de licencias urbanísticas a las que se les aplicará el régimen vigente en el momento del otorgamiento de la licencia, siempre que sea notificada la resolución dentro del plazo legal establecido.

1.3.4.3.  El caso de la Comunidad Autónoma de Galicia

La Comunidad Autónoma de Galicia reconoció en su legislación de régimen local el sometimiento a comunicación previa o declaración responsable, así como su control posterior como modo de intervención pública en la actividad de los ciudadanos. Lo hizo a través de la redacción dada por la Ley 1/2010 de adaptación a la Directiva de Servicios del artículo 286 de la Ley 5/1997, en términos similares a la redacción dada al artículo 84 de la Ley 7/85 de régimen local básico estatal.

Ahora bien, dicha prevención general no era suficiente para entender aplicable dicho régimen comunicado a los actos de edificación y uso del suelo, y tuvo que ser la Disposición Final tercera de la Ley 9/2013, de 19 de diciembre, del emprendimiento y de la competitividad económica en Galicia, la que dio nueva redacción al artículo 194 de la hoy derogada Ley 9/2002 introduciendo de manera clara y decidida el régimen de la comunicación previa como técnica de intervención administrativa para la ejecución de determinados actos y usos de naturaleza urbanística.

La precitada disposición legal ha sido derogada por la Ley 2/2016, de 10 de febrero, del Suelo de Galicia, reconociendo este régimen de intervención municipal de comunicación previa en el artículo 142.3 de la misma y desarrollando su procedimiento, como a continuación comentaremos, en el artículo 146 de la precitada disposición legal. A lo dicho hay que añadir la promulgación del Decreto 143/2016, de 22 de septiembre, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 2/2016, de 10 de febrero, del suelo de Galicia, que desarrolla el régimen legal en los artículos 360 a 363 del precitado Decreto.

Por exclusión, los actos no sujetos a licencia urbanística en el apartado tercero del artículo 142 de la LSGalicia quedan sometidos al régimen de la comunicación previa, ya sean tanto actos de uso del suelo como del subsuelo, y sin perjuicio de otros actos que se pudieran establecer en otras Leyes. Sin embargo, el desarrollo reglamentario de la LSGalicia llevado a cabo por el Decreto 143/2016, contiene en su artículo 360 una definición de los actos sujetos a comunicación previa: Los actos de edificación y uso del suelo y subsuelo que no requiera de proyecto de obras de edificación y la ejecución de obras o instalaciones menores.

En dicha regulación reglamentaria se establece una descripción negativa de lo que no se entiende por obra o instalación menor: las parcelaciones urbanísticas, los muros de contención de más de metro y medio de altura, las intervenciones en edificios declarados de interés cultural o catalogados y los grandes movimientos de tierra, quedando, nuevamente, en la indefinición o duda determinadas intervenciones en cuanto a su régimen autorizatorio de aplicación.

En el artículo 351.1, letra e) del Decreto 143/2016 se señala que no se consideran grandes movimientos de tierra los que tengan como finalidad el movimiento superficial de las tierras para llevar a cabo actuaciones directamente vinculadas con la explotación agraria. De igual forma se establece que la utilización del suelo para el desarrollo de actividades mercantiles, industriales, profesionales, de servicios o análogas también se sujetan a una comunicación previa, lo que no deja de resultar de nuevo curioso porque esta materia sería más propia de regulación de la normativa sustantiva que regule el régimen jurídico para el ejercicio de actividades, aunque ha sido práctica habitual en otras normativas urbanísticas incluir estas consideraciones de otro orden.

También se sujeta al régimen de una comunicación previa el uso del vuelo sobre las edificaciones o instalaciones de cualquier clase, sin que el legislador autonómico haya reparado en la posible afección que el vuelo pudiera producir sobre bienes catalogados. De igual forma las modificaciones de uso de parte de los edificios e instalaciones cuando no tengan por objeto cambiar los usos característicos del edificio ni implantar un uso residencial. Más chocante parece aplicar este régimen comunicado para la extracción de áridos para la construcción y la explotación de canteras, así como las actividades extractivas, cuando seguramente dichas actividades se encontrarán sujetas a importantes autorizaciones ambientales, y también las de vertidos en el subsuelo.

Por último, quedan sujetos a la presentación de una comunicación previa la instalación de invernaderos; la colocación de carteles y paneles de propaganda visibles desde la vía pública, siempre que no estén en locales cerrados, los cierres y vallados de fincas y las instalaciones y construcciones de carácter temporal destinadas a espectáculos y actividades recreativas.

1. La presentación de la comunicación previa.

El promotor de los actos de uso del suelo y del subsuelo comunicará al Ayuntamiento el acto o uso pretendido con una antelación mínima de 15 días hábiles a la fecha en que pretenda comenzar con su ejecución, como plazo de preaviso a la Administración actuante. A la comunicación se le deberá acompañar una serie de documentación, entre la que se encuentra una memoria o escrito con la descripción técnica suficiente de las características del acto que se pretenda ejecutar, o, en su defecto si fuera necesario con arreglo a lo establecido en la legislación de ordenación de la edificación, el correspondiente proyecto técnico.

También se deberá indicar en la memoria o escrito que se presente, de manera expresa, que la comunicación previa presentada cumple en todos sus extremos con la ordenación urbanística de aplicación. Entiendo que también sería suficiente con que se hiciera constar en la propia comunicación previa.

El aspecto que me parece más relevante es la necesidad de acompañar copia de las autorizaciones, concesiones administrativas o informes sectoriales cuando los mismos fueran legalmente exigibles al solicitante, de conformidad con lo dispuesto en las distintas normativas sectoriales. Ahora bien, el problema radica en que la propia normativa autonómica permite en el apartado primero del artículo 146 de la LSGalicia la acreditación de que se ha solicitado su otorgamiento.

La posibilidad de verificar el contenido de la comunicación previa sin acompañar los informes o autorizaciones sectoriales parece un contrasentido en sí mismo, porque del contenido de dichos informes o autorizaciones se determinará la viabilidad o no de la propia comunicación previa, por esta razón me atrevo a afirmar los efectos indeseados y contradictorios de aceptar una comunicación previa sin acompañar dichos informes o autorizaciones. La única interpretación posible sería entender que se deben aportar a la Administración municipal en el plazo de preaviso de los quince días hábiles, pero ello puede dejar sin margen de reacción a dicha administración en caso de tener que realizar cualquier tipo de observación o condición a la comunicación previa que ya estará produciendo efectos jurídicos y por tanto materialmente se estarán llevando a cabo los actos u operaciones pretendidos.

Con carácter específico se deberá acompañar, cuando fuere preceptivo, autorización o documento de evaluación ambiental. De igual forma, si las autorizaciones o informes sectoriales requiriesen de la aportación de cualquier otra documentación, ésta se deberá aportar, de ahí la reflexión que antes hacía de la ineficacia de la comunicación previa hasta que se cuente con los susodichos informes o autorizaciones sectoriales favorables, acompañados, en su caso, por la documentación que los mismos hayan podido imponer al particular peticionario.

Por su parte, el artículo 361.1 del Decreto 143/2016 añade la necesidad de hacer constar los datos identificativos de la persona física o jurídica promotora, o de quien los represente haciendo constar una dirección a efectos de notificaciones; el justificante de pago de los tributos municipales que resulten preceptivos, certificado emitido por las entidades de certificación de conformidad municipal previstas en el Reglamento, cuando así proceda, y el documento de formalización de la cesión, en su caso y la fecha de inicio y finalización de las obras, todo ello sin perjuicio de lo que las propias ordenanzas municipales pudieran determinar en desarrollo del régimen legal precitado.

En la actual regulación contenida en los artículos 144 de la LSGalicia y 356.2 del Decreto 143/2016, cuando la obra tenga por objeto el desarrollo de una actividad se consignará, expresamente, esta circunstancia, sin aportación de ninguna otra documentación, salvo que se vayan a destinar al desarrollo de una actividad, en cuyo caso si se debe presentar la documentación identificativa de la persona física o jurídica titular de la actividad o del establecimiento, y en su caso quien la represente; así como una dirección a efectos de notificaciones, memoria explicativa de la actividad que se pretenda realizar suscrita por técnico competente que detalle los aspectos básicos de la misma, su localización y el establecimiento o establecimientos donde se va a desarrollar la actividad, incardinada dentro del proyecto y resto de documentación técnica cuando sea el mismo exigible.

De igual forma se acompañará el justificante de pago de los tributos municipales que resulten preceptivos; manifestación expresa de la persona titular de la actividad o establecimiento de que se cumplen todos los requisitos para el ejercicio de la actividad y de que el establecimiento reúne las condiciones de seguridad, salubridad y las demás previstas en el planeamiento urbanístico. Cuando se requiera de técnico competente que haya suscrito la memoria o el proyecto de la actividad, dicha manifestación del titular de la actividad de cumplimiento de condiciones deberá venir refrendada por dicho técnico.

Finalmente, la autorización o declaración ambiental, en su caso, y las demás autorizaciones e informes sectoriales que sean preceptivos y el certificado emitido por las entidades de certificación de conformidad municipal a que se refiere el Decreto 144/2016, cuando hayan intervenido.

2. La actuación de la Administración.

En el plazo de preaviso de que dispone la Administración actuante, ésta deberá proceder a la comprobación y análisis de la documentación presentada, para que, en caso de no encontrarse completa, proceda a requerir de subsanación de deficiencias los vicios de que adoleciese la comunicación previa presentada. En el supuesto de subsanación de deficiencias el requerimiento formulado debe producir la suspensión del cómputo del plazo de los 15 días, reanudándose el mismo cuando se la documentación se encuentre totalmente completada.

En apoyo de la argumentación señalada anteriormente, el artículo 364.3 del Decreto 143/2016 establece para las obras sujetas a la presentación de una comunicación previa que vayan a ser destinadas al desarrollo de una actividad, que si la Administración municipal formulara requerimiento a la persona interesada para subsanar los incumplimientos o deficiencias detectados en la documentación o en los requisitos relativos a la actividad dentro del plazo de preaviso de los 15 días, ese plazo quedará en suspenso desde la notificación del requerimiento hasta la acreditación de la subsanación de los incumplimientos o deficiencias y la comunicación previa urbanística relativa a la obra no tendrá eficacia mientras no se produzca la reanudación del cómputo de dicho plazo y el total cumplimiento del mismo.

Mientras que se procede a completar la documentación requerida, la Administración municipal deberá adoptar de manera motivada las medidas provisionales que considere adecuadas, con el ánimo de evitar ningún tipo de vulneración de la ordenación urbanística en vigor, comunicándole dicho extremo al interesado por cualquier medio que permita acreditar su recepción. Completada la documentación se procederá a su análisis y valoración de la misma, a fin de poder expedir diligencia de comprobación y verificación en el sentido de entender conforme la comunicación previa presentada y la viabilidad de lo comunicado por el promotor de los actos correspondientes.

Caso contrario, deberá dictar acto administrativo expreso en sentido contrario a la comunicación presentada notificándole al particular dicho extremo a los efectos oportunos de modificación del contenido de la comunicación previa presentada y de la documentación que la acompaña, o, en su caso, a la presentación de una solicitud de licencia urbanística si el acto o uso pretendido no estuviese permitido su tramitación a través de la presentación de una comunicación previa.

En caso de que el particular comunicante hiciese caso omiso de las advertencias formuladas por la administración municipal, deberá dictar la orden de ejecución que proceda de suspensión y de apertura de los procedimientos necesarios para garantizar la plena adecuación del acto o actos pretendidos de la comunicación previa a la ordenación urbanística.

En mi opinión, habría que distinguir las actuaciones en el seno del procedimiento de tramitación de la propia comunicación previa respecto de las actuaciones materiales indebidas que haya podido realizar el interesado que pudieran dar lugar a la instrucción de un expediente de restauración de la legalidad urbanística.

Aunque en la nueva regulación legal no se contiene determinación sobre la imposibilidad de instar un nuevo procedimiento durante el período de tiempo que determinase, en su caso, la ordenanza municipal en los casos de actuación incorrecta por parte del particular comunicante (a diferencia de lo que sucedía con la derogada Ley 9/2002), el párrafo segundo del artículo 362 del Decreto 143/2016 vuelve a introducir semejante posibilidad. Ello supone, a mi juicio, un grave error de dudosa legalidad por dos razones, la primera de ellas es la falta de tipicidad en norma de rango legal para establecer al fin y al cabo una especie de sanción, y la segunda porque con independencia del rango de norma que introduzca la posibilidad supone una sanción encubierta al margen de un procedimiento sancionador con las debidas garantías.

Cuestión diferente es la exigencia de responsabilidades en los supuestos de inexactitud, falsedad u omisión cuando se haya declarado dicha situación administrativa en resolución administrativa dictada de manera expresa (22) , además de determinar el deber de la persona interesada de restituir la situación jurídica al punto previo al reconocimiento o al ejercicio del derecho o al inicio de la actividad correspondiente.

Finalmente, el transcurso del plazo de quince días hábiles desde la presentación de la comunicación previa sin manifestación expresa en contrario por parte de la Administración actuante, comportará título habilitante suficiente para el inicio de los actos de uso del suelo y subsuelo sujetos a ella, siempre y cuando se hayan cumplido con todos los requisitos exigidos legalmente, entre los que se encuentran haber aportado toda la documentación exigida legal y reglamentariamente.

Todo ello sin perjuicio de las facultades de comprobación, control e inspección, in situ, con que cuenta la Administración actuante. En caso de llevarse a cabo una conducta diferente de la comunicada, como antes ya hemos avanzado, comportaría la obligación para el Ayuntamiento de la adopción de las medidas correspondientes de restauración de la legalidad urbanística, con arreglo a los procedimientos de restauración y sancionador, en su caso, establecidos en la normativa urbanística de aplicación.

Concretamente, habría que aplicar los procedimientos previstos en los artículos 152 y 153 de la LSGalicia, para el caso de las obras y usos en curso de ejecución sin título habilitante o de obras terminadas sin título habilitante, respectivamente.

Por último, desaparece de la actual regulación legal contenida en el artículo 146 de la LSGalicia (sin que tampoco aparezca determinación alguna sobre el particular en el desarrollo reglamentario) la responsabilidad solidaria no sólo del promotor de los actos, sino también del propietario, en caso de ser diferente del promotor, así como de los empresarios de las obras, técnicos redactores del proyecto y directores facultativos encargados de dirigir la ejecución de las mismas, en términos de la adecuada conformidad con la ordenación urbanística de aplicación, así como de ajuste el proyecto que, en su caso, se hubiera podido presentar.

La exigencia de dicha responsabilidad se exigirá en los términos establecidos en la normativa urbanística para quienes resultaren responsables, en los procedimientos de restauración de la legalidad urbanística, y, sancionadores, en su caso, de cometer cualquier tipo de infracción urbanística. En este sentido, el artículo 160 de la LSGalicia señala que en las obras que se hayan ejecutado sin título habilitante o con inobservancia de sus condiciones serán sancionadas por infracción urbanística las personas físicas o jurídicas responsables de las mismas en calidad de promotor de las obras, propietario de los terrenos o empresario de las obras, los técnicos redactores del proyecto y los directores de las obras.

3. Otras consideraciones.

En otro orden de cosas, cuando hayan de realizarse diversas actuaciones relacionadas con la misma edificación o inmueble que se encuentren, todas ellas, sujetas al régimen de la comunicación previa, se presentará una única comunicación previa, de conformidad con lo establecido en el artículo 146.3 de la LSGalicia.

Los Ayuntamientos deberán establecer en sus correspondientes ordenanzas municipales reguladoras de las técnicas de intervención administrativa en el control de los actos y usos del suelo y subsuelo, los procedimientos de comunicación necesarios, con arreglo a las reglas generales señaladas anteriormente, así como los procedimientos de control y verificación a posteriori del cumplimiento real de lo comunicado, tal y como prevé el artículo 142.3 de la LSGalicia.

El artículo 363 del Decreto 143/2016 por el que se aprueba el Reglamento de la LSGalicia, establece los plazos para la ejecución de obras amparadas en una comunicación previa. Las comunicaciones previas relativas a la ejecución de obras deberán señalar el plazo para el inicio y final de las mismas, en proporción a su entidad y de conformidad con lo que establezcan las ordenanzas municipales sobre uso del suelo y la edificación.

Permite el desarrollo reglamentario la posibilidad de prorrogar los plazos señalados en la comunicación previa por la mitad del plazo establecido por el propio comunicante, siempre que lo haga antes de haber transcurrido el plazo inicialmente comunicado. Dichos plazos de inicio y final de obras no podrán exceder de tres meses y un año, respectivamente.

Transcurridos los plazos de inicio y final de las obras, incluidas sus prórrogas, sin que se hayan iniciado o ejecutado las mismas, la persona interesada quedará inhabilitada para empezarlas o continuarlas, sin perjuicio de que por el interesado se pueda presentar una nueva comunicación previa, debiendo ajustarse a la normativa vigente existente en el momento de presentación de la nueva comunicación.

En estos casos, el problema surgirá cuando las obras no se hayan ejecutado totalmente pero se encuentren en curso de ejecución. Para ello la administración urbanística municipal deberá contar con los correspondientes medios de inspección, caso contrario estaríamos en presencia de un brindis al sol.

Finalmente, el artículo 360.5 del Decreto 143/2016 señala la necesidad de contar con una copia sellada de la comunicación previa en poder del interesado, en todas las obras, al pie de las mismas.

1.3.4.4.  El caso de la Comunidad Autónoma de Baleares

En Baleares no se contenía previsión expresa sobre el régimen de la comunicación previa y de la declaración responsable en materia urbanística, salvo alguna peculiaridad introducida por la Ley 12/2010, de 12 de noviembre, de modificación de diversas Leyes para la transposición en las Illes Balears de la Directiva de Servicios, que procedió a dar nueva redacción a los artículos 178 y 179 de la Ley 20/2006, de 15 de diciembre, municipal y de régimen local de las Illes Balears.

En materia urbanística, específicamente, fue objeto de introducción esta técnica autorizatoria en la derogada Ley 2/2014, de 25 de marzo, de ordenación y uso del suelo, para Illes Balears, como primera norma integral urbanística para dicha Comunidad Autónoma. Posteriormente, el artículo 145.2 de la LUIBaleares define la comunicación previa (23)  como el documento mediante el cual las personas interesadas ponen en conocimiento de la administración municipal sus datos identificativos y demás requisitos establecidos para el ejercicio de las facultades a que se refiere el apartado anterior, en los supuestos previstos en el artículo 148de la precitada Ley.

Los actos sujetos al régimen de la comunicación previa se contienen en el artículo 148 de la LUIBaleares, a diferencia de los actos sujetos a licencia urbanística municipal contenidos en el artículo 146 de la precitada disposición legal. Para la Isla de Palma, el acuerdo del pleno del consejo insular para dicha isla (en adelante APCIM) regula con detalle los actos sujetos a comunicación previa en desarrollo de la derogada Ley 2/2014 en el artículo 389.

La LUIBaleares pretende establecer dos niveles de aplicación del régimen de la comunicación previa. Un primer nivel vendría configurado por todas aquellas obras de técnica sencilla y escasa entidad constructiva u obras de edificación que no requieren de un proyecto técnico de acuerdo con lo establecido en la Ley 38/1999, de ordenación de la edificación estatal.

Dentro de este primer nivel también se encuentran sujetas al régimen de la comunicación previa la instalación de placas solares fotovoltaicas sobre la cubierta de edificios y la instalación de puntos de recarga para vehículos eléctricos, con gas natural o GLP, siempre y cuando no se lleven a cabo estas instalaciones sobre edificios declarados como bienes de interés cultural o catalogados, o necesiten de evaluación de impacto ambiental.

Tampoco será posible su instalación mediante la presentación de una comunicación previa si dicha instalación afectase a los cimientos o a la estructura de los edificios, para lo que se tendrá que presentar junto con la comunicación previa, la documentación que acredite el cumplimiento de tales extremos, conforme determine la correspondiente ordenanza municipal.

El segundo nivel de actos sujetos al régimen de la comunicación previa es más amplio, y viene de la mano de la habilitación legal contenida en el apartado segundo del artículo 148 de la LUIBaleares, cuando habilita a los consejos insulares para que mediante el oportuno desarrollo reglamentario, amplíen el régimen de la susodicha comunicación a otras obras o actuaciones sujetas a licencia urbanística, para todos o algunos de los municipios de la isla, siempre y cuando no se trate de actos a realizar en suelo rústico protegido o en edificios declarados como bienes de interés cultural o catalogados.

A partir de la precitada habilitación legal que ya se contenía en la derogada Ley 2/2014, el APCIM establece en el artículo 389.2 otros actos y usos sujetos a comunicación previa con las excepciones señaladas en el párrafo precedente: las obras que tengan por objeto mejorar las condiciones de accesibilidad de viviendas, de edificaciones y de instalaciones de titularidad privada y de uso privado que no requieran de proyecto de edificación; la tala de árboles aislados cuando no estén protegidos por el planeamiento o por la normativa sectorial y no afecten al paisaje, la colocación de vallas y carteles de propaganda que no afecten a dominio público en suelo urbano, el depósito temporal o reiterada de materiales en suelo urbano, el sondeo de terrenos y la apertura de zanjas y calas y cualesquiera otros que no estén sujetos a licencia urbanística.

Tampoco será posible presentar una comunicación previa cuando se trate de intervenciones como movimientos de tierra, explanaciones, parcelaciones, segregaciones u otros actos de división de fincas en cualquier clase de suelo, cuando no formen parte de un proyecto de reparcelación.

Estarán sujetas a licencia urbanística municipal, en todo caso, las obras de edificación y construcción que afecten a la configuración de la cimentación y a la estructura portante del edificio, o supongan alteración del volumen, de las instalaciones y de los servicios de uso común o del número de viviendas y locales de un edificio.

De igual forma, quedan excluidas del régimen de la comunicación previa, la demolición total o parcial de construcciones y edificaciones, salvo los supuestos de ruina inminente; la ubicación de casas prefabricadas e instalaciones similares, sean provisionales o permanentes, la tala masas arbóreas o de vegetación arbustiva que puedan afectar al paisaje, así como la primera ocupación de las edificaciones de nueva planta o de casas prefabricadas y las obras o usos de carácter provisional.

Cuando se trate de obras ligadas a la instalación o la adecuación de actividades permanentes o infraestructuras comunes, se estará a lo que disponga la normativa reguladora de actividades, aplicándose con carácter supletorio la LUIBaleares.

1. La presentación de la comunicación previa.

El inicio del procedimiento se producirá mediante escrito, a que se refiere el artículo 69 de la LPACAP, dirigido al Sr. Alcalde del término municipal en que se quiera llevar a cabo la actuación correspondiente sujeta a comunicación previa, suscrito por el promotor de la misma, con una antelación mínima de un día para el supuesto de las obras menores de escasa entidad o sencillez técnica que no requieren de proyecto. Para el resto de supuestos, con arreglo a lo señalado en el apartado precedente, el plazo de preaviso es de quince días naturales, como consecuencia de que podemos estar en presencia de actuaciones de mayor calado que requieren de un plazo mayor de verificación o comprobación formal, por parte de la Administración actuante, sin perjuicio de la comprobación material o sustantiva, con posterioridad, en todos los casos.

Aunque las obras de menor calado no requieran una gran comprobación, un solo día parece un plazo muy escaso cuando en ocasiones la documentación tarda en llegar al departamento tramitador más tiempo que ese día si somos realistas de la capacidad organizativa de nuestros entes locales. A la comunicación previa (24)  se deberá acompañar la documentación detallada que se establezca en la respectiva Ordenanza municipal encargada de regular los distintos sistemas de autorización de actos y usos de naturaleza urbanística.

Entre la documentación mínima a aportar, establece el artículo 141 de la LUIBaleares (25) , se encuentra la documentación gráfica expresiva de la ubicación del inmueble objeto de la actuación, con memoria descriptiva suficiente de lo que se pretende llevar a cabo, así como el presupuesto de las actuaciones a acometer. Cuando la realización de obras o actuaciones requieran de proyecto, se deberá acompañar proyecto completo de la susodicha actuación, de acuerdo con lo dispuesto en la normativa técnica de aplicación vigente.

Cuando el calado de la actuación afecte a la estructura; diseño exterior, condiciones de habitabilidad o seguridad de edificios e instalaciones, además del proyecto se deberá acompañar un escrito firmado por técnico competente en el que se asuma la dirección de obra, adjuntando los documentos necesarios que acrediten el cumplimiento del Código Técnico de la edificación.

En la propia comunicación previa se deberá hacer constar el plazo para la ejecución de la actuación, sin perjuicio de que se contenga en el proyecto o en la documentación que sustente la actividad correspondiente, que, en ningún caso, debe superar los dos años, y sin perjuicio de las prórrogas que puedan concederse, en los mismos términos que para las licencias urbanísticas. En el caso de la primera prórroga sería otro año más, como máximo, siempre que se solicite dentro del plazo inicial de los dos años. El artículo 154.4 de la LUIBaleares ha introducido la posibilidad de una segunda prórroga del plazo de finalización de las obras que no se contemplaba en la derogada Ley 2/2014, por la mitad del plazo establecido en la primera prórroga, siempre que se solicite de manera justificada y el coeficiente de construcción ejecutado sea al menos del 50%, y se encuentren finalizadas, en el momento de solicitud de esta segunda prórroga, las fachadas, cubiertas y carpinterias exteriores, debiendo ser objeto de certificación acreditativa por la dirección facultativa de la obra de dicha ejecución. La solicitud de la segunda prórroga deberá realizarse antes de que finalicen los plazos otorgados en la primera prórroga (26) .

De igual forma, se deberán acompañar, en su caso, las autorizaciones previas de carácter sectorial que legalmente sean exigibles, así como el justificante de pago de los tributos correspondientes de acuerdo con la legislación reguladora de las haciendas locales y las ordenanzas fiscales aprobadas por cada municipio, para los supuestos de encontrarse aprobado el régimen de autoliquidación.

Para el supuesto especial de la instalación de placas fotovoltaicas o instalación de puntos de recarga para vehículos eléctricos, en los supuestos sujetos al régimen de comunicación previa, entiendo que el plazo de preaviso es de un día, como en los supuestos de las obras de escasa entidad o sencillez técnica que no requieren de proyecto, dado que a dicha comunicación previa, en estos supuestos, se tiene que acompañar de una memoria técnica acompañada de declaración jurada de no requerirse proyecto así como de no ser necesaria autorización sectorial previa de ninguna clase.

Cumplido los requisitos anteriores, se entenderá que el titular del acto o uso sujeto al régimen de comunicación previa, podrá ejercerlo, siempre y cuando se ajuste a la normativa de aplicación, dejando transcurrir los plazos de preaviso señalados en los párrafos precedentes.

2. La actuación de la Administración.

Durante el plazo de que dispone la Administración para oponerse de forma justificada, una vez estudiada la comunicación previa y la documentación que la acompaña, aquélla podrá formular el pertinente requerimiento de subsanación de deficiencias para que subsane las deficiencias observadas en la documentación que se acompañe a la precitada comunicación, o bien para que adapte las obras o la actividad a la normativa aplicable.

El requerimiento formulado al interesado que practica la comunicación previa, interrumpirá el cómputo del plazo para el inicio de las obras o actuaciones sujetas al régimen de la susodicha comunicación previa, a tenor de lo dispuesto en el artículo 153.2 de la LUIBaleares (27) .

Hay que tener en cuenta, tal y como señala el precitado precepto legal, que la Administración cuenta con un día (para el caso de obras menores de escasa entidad o sencillez técnico que no requieren de proyecto) o diez días (para el resto de supuestos) para llevar a cabo la tarea o labor de verificación formal de la comunicación previa presentada, así como de la documentación que se acompañe a la misma.

En ambos casos, el requerimiento de subsanación de deficiencias que pueda proceder debe ser muy ágil: el mismo día que se tiene para verificar la documentación, en el primer caso, y de cinco días naturales en los supuestos de mayor importancia (la diferencia entre el plazo de quince días de preaviso y de diez días para verificar la documentación).

Si a través de la labor de verificación llevada a cabo por la Administración, se detecta que la actuación pretendida está sujeta al régimen de licencia urbanística, aquélla debe ordenar la suspensión de las obras o actuaciones, bien estemos en presencia de un supuesto de falta de título habilitante adecuado o indebidamente ejecutado (artículo 187 de la LUIBaleares), o bien, una vez iniciada la actuación se compruebe que la actuación pretendida excede o no se adecua al régimen de la comunicación previa (artículo 153.3 de la LUIBaleares).

En caso de no ajustarse la actuación pretendida al régimen de comunicación previa, la Administración deberá dictar la correspondiente resolución administrativa, debidamente notificada con expresión de recursos, de imposibilidad de ejercicio del acto o uso pretendido, así como de la necesidad de solicitar la preceptiva licencia municipal como técnica de intervención previa, tal y como hemos señalado en el apartado precedente (28) , sin perjuicio de que en la propia resolución que solicite al particular la presentación de la preceptiva licencia municipal urbanística, se haga constar, taxativamente, la suspensión de cualquier tipo de obra o actividad pretendida con la presentación de la comunicación previa, al amparo de lo señalado en los artículos 153.3 y 187 de la LUIBaleares.

Finalmente, en los supuestos de que se ejecutasen obras u otras actuaciones a través de la técnica de la presentación de una comunicación previa y la misma hubiera tenido que ser objeto de la obtención de una licencia urbanística previa, se tramitarán los correspondientes procedimientos de restauración de la legalidad urbanística, conforme a lo dispuesto en los artículos 187 y siguientes de la LUIBaleares (29) , a los cuáles me remito.

Por último, aunque la LUIBaleares no contiene prevención expresa sobre la materia el artículo 392.6 del ACPIM para dicha isla establece que en los supuestos de inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, en cualquier dato de la propia comunicación previa o de la documentación que la acompañe, supondrá la imposibilidad de continuar llevando a cabo el acto comunicado, sin perjuicio de otras responsabilidades que procedan y la resolución que se dicte, previa audiencia del interesado, surtirá efecto a partir de su notificación.

Pero lo más relevante en el desarrollo reglamentario llevado a cabo para la Isla de Palma es que la resolución que declare las circunstancias a que nos hemos referido en el párrafo precedente podrá comportar, si así se declara por el órgano competente, la imposibilidad de instar un nuevo procedimiento con el mismo objeto durante un período de dos años. Como he expuesto para otras Comunidades Autónomas, dicha declaración de imposibilidad de instar un nuevo procedimiento debería estar recogida en una norma con rango de Ley y es criticable en cuanto al componente sancionador que ello conlleva que debería estar recogida y regulada con todas las garantías en los procedimientos de restauración de la legalidad urbanística, cosa que habitualmente no sucede.

3. Otras consideraciones.

Hay que señalar la posibilidad de que una vez efectuada una comunicación previa que legitime la ejecución de obras se quiera modificar en el transcurso de ejecución de las mismas, siempre y cuando la modificación pretendida no implique un cambio de régimen autorizatorio siendo necesario otro título habilitante distinto (una licencia urbanística).

En estos casos, a tenor de lo señalado en el artículo 156 de la LUIBaleares (30)  hay que distinguir entre actuaciones que se pretendan llevar a cabo que pueda suponer alterar las condiciones de uso del suelo, altura, volumen, situación de las edificaciones y ocupación máxima autorizada, respecto de otras modificaciones que no alteren ninguno de los parámetros señalados anteriormente.

En el primer caso, las obras que se estén ejecutando amparadas en una comunicación previa, deberán ser objeto de suspensión procediéndose a presentar nueva comunicación previa con el contenido de las modificaciones, aplicándose a las mismas el régimen normativo vigente en el momento de presentación de la comunicación previa de modificación.

Por el contrario, si la modificación de estructura, disposición interior o aspecto exterior no supone la alteración de ninguno de los parámetros señalados anteriormente, las obras no se suspenderán, salvo que se trate de edificios catalogados o incluidos en conjunto histórico–artísticos sujetos a la legislación de protección del patrimonio histórico de las Illes Balears, o catalogados o protegidos por el planeamiento urbanístico, y el régimen jurídico de aplicación coincidirá con el vigente en el momento de la presentación de la comunicación previa inicial u originaria.

Es notorio señalar que entendemos, dada la envergadura de las obras y usos autorizados bajo la técnica de la comunicación previa que, normalmente, nos encontraremos en este último supuesto de no suspensión, salvo las excepciones de edificios protegidos señalados anteriormente.

Transcurridos los plazos señalados en el artículo 153 de la LUIBaleares, y sin oposición alguna por parte de la Administración actuante, procederá la ejecución del contenido de las modificaciones planteadas en curso de ejecución de las obras. El régimen jurídico de aplicación variará, como hemos visto anteriormente, en función del supuesto de hecho concreto.

Si del contenido de las modificaciones propuestas debidamente comunicadas se desprende que las obras ya no pueden ser objeto de este procedimiento, ello supondrá la necesidad por parte de la Administración actuante de dictar resolución expresa, debidamente notificada al interesado con expresión de recursos, en la que se deberá hacer constar este extremo, la ineficacia de la comunicación previa inicial presentada con suspensión inmediata de las obras o actuaciones que venían desarrollándose, así como de la necesidad de solicitar una licencia urbanística municipal, de conformidad con lo señalado en el apartado cuarto del precitado artículo 156 de la LUIBaleares.

Por último, a tenor de lo establecido en el artículo 157 de la LUIBaleares existe un deber legal de información en las obras que se ejecuten en el territorio de Illes Balears (31) , concretamente, para el caso de las obras sujetas al régimen de la comunicación previa, deberá estar a disposición de las Administraciones actuantes o competentes, en cada caso, una copia de la susodicha comunicación previa, pudiendo ser exigida la exhibición de la misma en cualquier momento. El incumplimiento de la precitada obligación legal dará lugar a la imposición de una multa de 100 euros, a tenor de lo señalados en el artículo 172 de la LUIBaleares.

Finalmente, en los supuestos de tramitación conjunta de autorizaciones para el ejercicio de actividades que llevan aparejadas la ejecución de obras, es muy relevante la nueva regulación contenida en la Ley 7/2013, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de instalación, acceso y ejercicio de actividades en las Illes Balears, remitiéndome a las consideraciones específicas que estudiaremos en el apartado dedicado a las interrelaciones de autorizaciones (32) .

1.3.4.5.  El caso de la Comunidad Autónoma de Castilla y León

En Castilla y León no se contenía previsión expresa sobre el régimen de la comunicación previa y de la declaración responsable, para el ejercicio de actos y usos de naturaleza urbanística hasta la promulgación de la Ley 7/2014, de 12 de septiembre, de medidas sobre rehabilitación, regeneración y renovación urbana, y sobre sostenibilidad, coordinación y simplificación en materia de urbanismo, que introduce el régimen de la declaración responsable en la LUCastilla–León.

En la precitada disposición legal se dio nueva redacción al artículo 97 de la LUCastilla–León, en el sentido de dejar de sujetar a licencia urbanística determinados actos y usos de naturaleza urbanística que ahora serán objeto de tramitación a través de la presentación de una declaración responsable.

Concretamente, están sometidos al régimen de la declaración responsable, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 105 bis de la LUCastilla–León, los siguientes actos: modificación, reforma o rehabilitación de construcciones e instalaciones, cuando tengan un carácter parcial o no integral; el cambio de uso de construcciones e instalaciones, los cerramientos y vallados, las vallas y carteles publicitarios visibles desde la vía pública, la instalación de tendidos eléctricos, telefónicos y similares, el uso del vuelo sobre construcciones e instalaciones, los trabajos previos a la construcción como los sondeos, prospecciones, catas, ensayos y limpieza de solares, y, por último, las obras de menor importancia.

Las obras que se encuentran sujetas al régimen de la declaración responsable son las obras e instalaciones en el subsuelo, siempre que no tengan entidad equiparable a una obra de nueva planta o ampliación, ni afecten, en ningún caso, a elementos estructurales; así como las obras menores tales como sustitución, renovación o reparación de revestimientos, alicatados, pavimentos, falsos techos, carpintería interior, fontanería, instalaciones eléctricas, enlucidos y pinturas.

En este sentido, el RUCastilla–León de desarrollo de la LUCastilla–León no fue objeto de modificación inmediata como consecuencia de la promulgación de la Ley 7/2014, lo que producía una cierta confusión porque su régimen reglamentario quedaba fuertemente matizado por el nuevo contenido legal, hasta que el Decreto 6/2016, de 3 de marzo, llevó a cabo la adaptación necesaria en dicho reglamento para un perfecto encaje con la norma legal que desarrolla.

Por dicho motivo el Decreto 6/2016 ha introducido varios preceptos nuevos en el texto del RUCastilla–León, concretamente un Capítulo II al Título IV, comprensivo de los artículos 314 bis a 314 quater, encargado de regular el régimen de la declaración responsable en desarrollo de la regulación legal.

De tal forma, el artículo 314 bis regula los actos sujetos a declaración responsable con la misma sistemática que lo hace para los actos sujetos a licencia urbanística, es decir, distingue entre actos constructivos y actos no constructivos sujetos a la presentación de una declaración responsable, sin separarse de los anteriores criterios legales.

Al igual que sucede con las licencias urbanísticas, no se encuentran sujetas a la presentación de una declaración responsable todas aquellas obras públicas eximidas expresamente por la legislación sectorial y de ordenación del territorio, así como los actos amparados por órdenes de ejecución y los actos promovidos por los propios Ayuntamientos en sus correspondientes términos municipales de conformidad con lo dispuesto en la LUCastilla–León. Así se ratifica, como no podía ser de otra forma, el artículo 314 bis del RUCastilla–León.

1. La presentación de la declaración responsable.

La declaración responsable, a tenor de lo establecido en el artículo 105 ter de la LUCastilla–León, debe formalizarse en escrito dirigido al Sr. Alcalde en el que consten la identificación y ubicación de su objeto, en el que se manifiesta bajo la responsabilidad de quien lo suscribe que se cumplen con todos los requisitos establecidos en la normativa vigente para realizar el acto o uso sujeto a este tipo de régimen autorizatorio, y que se dispone de la documentación acreditativa (incluida la documentación técnica necesaria) de dichos requisitos, comprometiéndose a mantener durante todo el tiempo inherente a la realización del acto objeto de la declaración el cumplimiento de los susodichos requisitos (apartado primero del artículo 314 ter del RUCastilla–León).

La formalización de una declaración responsable no podrá ser invocada para excluir o disminuir la responsabilidad civil o penal en que pueda incurrir su promotor en el ejercicio de los actos a los que se refiera (apartado tercero del artículo 313 ter RUCastilla–León). La declaración responsable que el promotor de los actos y usos debe presentar, se acompañará del proyecto de obras, cuando sea legalmente exigible, y en caso contrario (en la mayoría de las obras sujetas a este régimen de declaración) una memoria que describa de forma suficiente las características del acto o uso pretendido.

En todos los actos y usos sujetos a declaración responsable que requiera de autorizaciones de otras Administraciones Públicas, se deberá acompañar a la misma copia de dichas autorizaciones como condición de viabilidad a los efectos jurídicos del contenido de la declaración responsable. El apartado segundo del artículo 314 quáter del RUCastilla–León establece la posibilidad de que el Ayuntamiento apruebe modelos normalizados de declaración responsable.

Las modificaciones de los actos legitimados por la presentación de declaraciones responsables darán lugar a la presentación ante el Ayuntamiento de una declaración complementaria, para que pueda ser analizada y estudiada por los servicios técnicos municipales.

El apartado octavo del artículo 314 quáter establece de aplicación el régimen de la declaración responsable a los actos que se vayan a realizar en suelo rústico a través de la autorización excepcional en suelo rústico, así como para la autorización de uso provisional en suelo urbano no consolidado y suelo urbanizable, a modo y semejanza de lo que ocurre en los supuestos de actos sujetos a licencia urbanística, y a diferencia de lo que sucede para otras Comunidades Autónomas que en el suelo no urbanizable o rústico sujeta a licencia todos los actos y usos que se desarrollen en el mismo.

En cuanto al procedimiento para los actos y usos en estos tipos de suelo se seguirá el procedimiento previsto en los artículos 306 a 308 del RUCastilla–León, con la lógica particularidad de tener que tramitarse y obtenerse con carácter previo a la presentación de la declaración responsable la correspondiente autorización de uso excepcional o provisional, para que dicha declaración pueda producir efectos.

Como sucede con otras Comunidades Autónomas, el texto legal no establece un plazo de preaviso o plazo mínimo para que surta efectos la declaración responsable, dejando al desarrollo reglamentario la regulación de los plazos de inicio, interrupción máxima y finalización de los actos legitimados por declaración responsable.

2. La actuación de la Administración.

La declaración responsable no surtirá efecto hasta que no se presente la totalidad de la documentación requerida en el registro del órgano competente, debiendo llevarse a cabo, en su caso, el correspondiente requerimiento de subsanación de deficiencias por documentación incompleta cuando se adolezca de algún documento o falte algunos de los requisitos exigibles en la propia declaración responsable.

La correcta presentación de la declaración responsable junto con toda la documentación que la acompaña producirá que el declarante queda legitimado para realizar el acto de uso del suelo declarado, en las condiciones establecidas en la legislación y en el planeamiento urbanístico, de conformidad con lo que dispone el artículo 105 quáter de la LUCastilla–León y apartado tercero 314 quáter RUCastilla–León.

A la vista de la declaración responsable y de la documentación que la acompaña exigida legal y/o reglamentariamente, en su caso, la Administración debe valorar la documentación presentada y proceder, en su caso, a la suspensión de los actos y usos amparados en declaraciones responsables cuando los actos y usos pretendidos excedan de los supuestos contemplados legamente que habilitan para la utilización del régimen jurídico de la declaración responsable.

El propio carácter de inmediatez de la declaración responsable obliga a la Administración a ser muy rápida y ágil en la toma de decisiones, lo que conllevará el carácter ejecutivo de las medidas que se adopten para impedir la ejecución de los actos y usos sujetos que no sean conformes o acordes con el régimen de la presente técnica autorizatoria. Caso contrario nos podríamos encontrar con consecuencias de difícil cuando no imposible reparación, si los actos y usos objeto de presentación de una declaración responsable excedieran del objeto de esta técnica autorizatoria.

Sin perjuicio de la comprobación y estudio de la declaración responsable y de la documentación que la acompaña por parte de los servicios técnicos municipales, éstos podrán llevar a cabo las acciones de comprobación o inspección de los requisitos habilitantes para su ejercicio así como de adecuación de lo ejecutado a lo declarado, velando por el cumplimiento de la legalidad y planeamiento urbanístico aplicables.

El apartado cuarto del artículo 314 quáter del RUCastilla–León, introducido por el Decreto 6/2016, establece que no producirán efectos, al igual que sucede con las licencias urbanísticas, todas aquellas declaraciones responsables que sean contrarias o disconformes con la normativa urbanística.

En caso de no ajustarse la actuación pretendida al régimen de declaración responsable, la Administración deberá dictar la correspondiente resolución administrativa, debidamente notificada, con expresión de recursos, de imposibilidad de ejercicio de la actuación pretendida, y, en su caso, de necesidad de tramitar la correspondiente licencia urbanística, sin perjuicio de las acciones que se puedan ejercitar en materia de protección de la legalidad urbanística.

En los mismos términos se actuará cuando la declaración responsable o la documentación que la acompañe incurra en inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial de cualquier dato, determinando la imposibilidad de continuar con el ejercicio del derecho adquirido, sin perjuicio de las responsabilidades a que hubiere lugar, conforme a la normativa sobre procedimiento administrativo común. La resolución administrativa que declare el cese del ejercicio del derecho adquirido podrá determinar la obligación de restituir la situación jurídica al momento previo al inicio de los actos y usos autorizados a través de esta técnica de intervención administrativa.

El desarrollo reglamentario del régimen jurídico de la declaración responsable deberá determinar el régimen de prórrogas y los supuestos de interrupción de los plazos de eficacia de la misma. El apartado quinto del artículo 314 quáter del RUCastilla–León establece un plazo máximo de inicio de un mes desde la presentación de la declaración responsable y un plazo máximo de finalización de seis meses, también computados desde la presentación de la declaración.

El régimen de caducidad será el señalado en el artículo 103 de la LUCastilla–León para las licencias urbanísticas. Por esta razón el apartado sexto del artículo 314 quáter del RUCastilla–León señala que el régimen de disconformidad sobrevenida y caducidad de la declaración responsable será el dispuesto en los artículos 304 y 305 del RUCastilla–León, respectivamente, que son los encargados de regular estas cuestiones para las licencias urbanísticas.

Finalmente, la formalización de una declaración responsable no prejuzga ni perjudica derechos patrimoniales del promotor ni de terceros, y sólo produce efectos entre el Ayuntamiento y el promotor, a imagen y semejanza de lo que sucede con los efectos del otorgamiento de una licencia urbanística. En estos términos se reitera el apartado segundo del artículo 314 ter del RUCastilla–León.

1.3.4.6.  El caso de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia

En la Región de Murcia, su actual regulación legal referente a los regímenes comunicados ha sido objeto de inclusión con motivo de la promulgación de la Ley 13/2015 (LOTUMurcia) al derogar el Texto Refundido de la Ley del Suelo de 2005.

Sin perjuicio del régimen general contenido en la Ley 12/2012, para el ámbito comercial y de servicios, el legislador autonómico estableció, expresamente, en el artículo 10 de la Ley 8/2014, de 21 de noviembre, de medidas tributarias, de simplificación administrativa y en materia de función pública de la Región de Murcia, la sustitución de la técnica de la licencia urbanística por la presentación de una comunicación previa o una declaración responsable, en los supuestos de realización de obras en los establecimientos en los que se desarrollen actividades industriales, comerciales y de servicios a que se refiere el anexo de la Ley 8/2014, además de las actividades contenidas en el anexo de la Ley 12/2012, siempre y cuando no requieran de la redacción de un proyecto de edificación a que se refiere el artículo 2.2 de la Ley 38/1999, de Ordenación de la Edificación.

El régimen autorizatorio de los actos y usos de naturaleza urbanística se recogen en la actualidad en los artículos 261 y 262 de la LOTUMurcia, llevando a cabo una triple sujeción, respecto de actos y usos sujetos a licencia urbanística, declaración responsable y comunicación previa.

Los actos sujetos a licencia urbanística se configuran como aquellos actos de mayor importancia o trascendencia, pero en lo que ahora nos interesa establece una distinción de actos sujetos a la presentación de una declaración responsable y otros a la presentación de una comunicación previa.

La comunicación previa queda reservada, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 265 de la LOTUMurcia, a los actos de menor importancia: obras menores y la transmisión de los títulos habilitantes, así como el cambio de titularidad de actividades comerciales y de servicios. Se entiende por obras menores, a tenor de lo dispuesto en el propio precepto precitado, aquellas obras que por su escasa entidad constructiva y económica y sencillez en su técnica no precisan ni de proyecto técnico ni tan siquiera de memoria constructiva, consistiendo, normalmente, en pequeñas obras de simple reparación, decoración, ornato o cerramiento.

La declaración responsable en materia de urbanismo es la técnica autorizatoria general de mayor consumo, por decirlo de alguna manera. Se tramitarán con la presentación de una declaración responsable las siguientes:


	
–  Las obras de ampliación, modificación, reforma, rehabilitación o demolición sobre edificios existentes cuando no produzcan una variación esencial de la composición general exterior, la volumetría, la envolvente total o el conjunto del sistema estructural, o cuando no tengan por objeto cambiar los usos característicos del edificio.

	
–  La renovación de instalaciones en las construcciones; la colocación de carteles y vallas publicitarias visibles desde la vía pública, la instalación de redes energéticas y de comunicaciones y el cerramiento de fincas.

	
–  Los usos y obras de carácter provisional y la primera ocupación de edificaciones de nueva planta y las sucesivas ocupaciones en edificios existentes.

	
–  Finalmente, como cláusula de cierre, también están sujetos a la presentación de una declaración responsable, todos aquellos actos y usos no sujetos a licencia urbanística pero que requieran de dirección facultativa.

	
–  Por último, como ya ha quedado expuesto, también están sujetas a la presentación de una declaración responsable todas aquellas obras de acondicionamiento de locales en los que se vayan a desempeñar actividades de comercio minorista y de prestación de servicios cuando no se requiera de proyecto técnico, en los mismos términos que los establecidos por la legislación básica estatal, conformada por la Ley 12/2012.



Los títulos habilitantes en materia urbanística se sujetarán al procedimiento establecido en la normativa sobre régimen local y en las ordenanzas municipales, de ahí que sea muy importante contar con una ordenanza local que regule todas las consideraciones y aspectos procedimentales que puedan rodear a la comunicación previa o a la declaración responsable, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 267.1 de la LOTUMurcia.

Sin perjuicio de lo dicho hasta el momento presente, es notorio señalar el contenido de la Orden de 13 de diciembre de 2017, de la Consejería de Presidencia y Fomento, de aprobación de la Instrucción relativa a los títulos habilitantes de naturaleza urbanística regulados en la LOTUMurcia, a la cual me remito. Cobran especial importancia las conclusiones de dicha instrucción, cuando señala que como criterio general debe tenerse en cuenta lo manifestado por la exposición de motivos de la precitada Ley, en el sentido del carácter restrictivo de la licencia y la preferencia, en caso de duda, de optar por la declaración responsable o, en su caso, por la comunicación previa, al objeto de agilizar los procedimientos y generar actividad económica.

La Orden que regula la instrucción pretende evitar dilaciones innecesarias, en el sentido de evitar la creación de figurar intermedias que puedan valorar la viabilidad previa antes de presentarse la declaración responsable, proclamando la ilegalidad de aquéllas. De igual forma, la Instrucción recoge una serie de criterios para poder deslindar de manera adecuada los actos y usos a los que se aplicará una u otra técnica autorizatoria, como por ejemplo estableciendo unos criterios claros para el caso de obras de edificación de nueva planta y reformas, estableciendo el distinto tipo de técnica autorizatoria en función del alcance de las obras o usos característicos.

En la misma línea opera la Instrucción en relación con otros actos y usos sujetos a licencia, en relación con lo dispuesto por la legislación básica estatal y recogida por la normativa urbanística autonómica. Y en parecidos términos para deslindar conceptos como infraestructuras y servicios e instalaciones subterráneas o la delimitación de conceptos como la escasa relevancia o la escasa entidad constructiva. Por último, la Instrucción pretende la simplificación al máximo de la declaración responsable como técnica autorizatoria ágil que pretende extenderse al máximo y la necesidad de establecer por los Ayuntamientos modelos normalizados de las distintas técnicas autorizatorias, puestas a disposición de los ciudadanos, fomentando el uso de los medios electrónicos en la tramitación de dichas autorizaciones.

1. La presentación de la comunicación previa o de la declaración responsable.

La comunicación previa es el documento en el que el interesado pone en conocimiento de la Administración municipal que reúne los requisitos para realizar un acto de transformación, construcción, edificación o uso del suelo o el subsuelo que no está sujeto ni a declaración responsable ni a licencia urbanística, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 265.1 de la LOTUMurcia.

La comunicación previa deberá contener los datos mínimos establecidos en la legislación básica sobre procedimiento administrativo común, los datos identificativos del promotor de la actuación; plano de situación de la actuación a realizar, declaración de que concurren los requisitos legales y el justificante de la liquidación de los tributos y demás ingresos de derecho público o privado que correspondan.

Por su parte, la declaración responsable es el documento suscrito por un interesado en el que manifiesta bajo su responsabilidad a la Administración municipal que cumple con todos los requisitos exigidos legalmente para realizar actos de transformación, construcción, edificación o uso del suelo o el subsuelo no sujetos a licencia urbanística, y cuenta con la documentación acreditativa del cumplimiento de las directrices legales, comprometiéndose a mantener dicho cumplimiento durante el tiempo inherente a la realización del objeto de la declaración, en los términos señalados en el artículo 264.1 de la LOTUMurcia.

La declaración responsable contendrá los requisitos mínimos exigidos por la legislación de procedimiento administrativo común, así como los datos identificativos del solicitante; plano de situación de la actuación a realizar, copia de los documentos acreditativos del cumplimiento de los requisitos exigidos legalmente o constancia en la declaración responsable de cumplimiento de dichos requisitos con expresión del nombre del técnico, profesional u órgano que los suscribe, compromiso de mantener el cumplimiento de los requisitos precitados durante el tiempo inherente a la realización de los actos objeto de declaración y el justificante de los ingresos que correspondan legal y/o reglamentariamente abonar al declarante.

Con carácter general o común se establece un plazo de 15 días hábiles de preaviso, siguientes a la presentación de la comunicación o declaración responsable, a fin de que por la Administración municipal se lleven a cabo las actuaciones procedimentales que se consideren oportunas, comenzando con la posibilidad de que se le requiera de subsanación de deficiencias por documentación incompleta en los casos en que no se acompañe a la comunicación previa o a la declaración responsable, la documentación exigida legalmente, a que nos hemos referido anteriormente, o pudiera incurrir en algún defecto el propio documento en el que se sustenta la comunicación previa o la declaración responsable.

Como aspecto importante a tener en cuenta, puesto de manifiesto de manera reiterada con motivo del estudio de la regulación en otras Comunidades Autónomas, tenemos la necesidad de acompañar tanto a la comunicación previa como a la declaración responsable las autorizaciones sectoriales o concesiones del ente titular del dominio público cuando los actos se pretendan llevar a cabo en terrenos de dominio público o zonas de afección del mismo, de acuerdo con lo establecido en el artículo 267.5 de la LOTUMurcia.

2. La actuación de la Administración.

Recibida la comunicación previa o la declaración responsable, acompañada de toda la documentación preceptiva exigida legal y/o reglamentariamente, la Administración municipal le podrá indicar la necesidad de utilizar otra técnica autorizatoria, al no ser correcta la elegida por el particular peticionario, así como para poder requerir al interesado, en su caso, la ampliación de la información facilitada, dentro del susodicho plazo de quince días hábiles, en parecidos términos a como establece el artículo 68 de la LPACAP.

Dicho requerimiento de información supone la interrupción del cómputo del plazo de los quince días de preaviso con que cuenta la Administración municipal, reiniciándose una vez cumplimentado totalmente el precitado requerimiento, a tenor de lo señalado en el artículo 266 de la LOTUMurcia.

Las comunicaciones previas y declaraciones responsables conformes con el planeamiento y la normativa urbanística, surtirán plenos efectos desde el momento en que hayan transcurrido los quince días hábiles de preaviso con que cuenta la Administración municipal, excluido el tiempo en que haya permanecido paralizado el procedimiento ante eventuales requerimientos de subsanación y/o ampliación de información que haya podido llevar a cabo la Administración municipal.

Los títulos habilitantes en materia urbanística se entienden concedidos dejando a salvo el derecho de propiedad y sin perjuicio de tercero y de acuerdo con las previsiones de la legislación y el planeamiento urbanístico vigentes en el momento de su presentación, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 267.3 de la LOTUMurcia.

A tenor de lo dispuesto en el apartado cuarto del artículo 266 de la LOTUMurcia, el Ayuntamiento deberá inspeccionar los actos de transformación, construcción, edificación y uso del suelo y del subsuelo a fin de comprobar que se realizan de conformidad con el contenido de la declaración responsable o comunicación previa, y, en todo caso, con arreglo a lo establecido en la normativa urbanística aplicable.

En caso de no ajustarse la actuación pretendida al régimen de declaración responsable o comunicación previa, la Administración deberá dictar la correspondiente resolución administrativa, debidamente notificada con expresión de recursos, de imposibilidad de ejercicio de la actuación pretendida, y, en su caso, de necesidad de tramitar la correspondiente licencia urbanística, sin perjuicio de poner en marcha, en su caso, las actuaciones en materia de protección de la legalidad urbanística, en función del supuesto de hecho concreto.

En los mismos términos cuando la comunicación previa o declaración responsable o documentación anexa a las mismas incurra en inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial de cualquier dato, determinando la imposibilidad de continuar con el ejercicio del derecho adquirido, sin perjuicio de las responsabilidades a que hubiere lugar conforme a la normativa sobre procedimiento administrativo común.

Como hemos visto para otras Comunidades Autónomas, la resolución administrativa que declare el cese del ejercicio del derecho adquirido podrá determinar la obligación de restituir la situación jurídica al momento previo al inicio de los actos y usos autorizados a través de la técnica de intervención administrativa correspondiente.

1.3.4.7.  El caso de la Comunidad Autónoma Navarra

La Comunidad Autónoma de Navarra fue pionera en dictar la primera norma en materia de régimen local, a través de su Ley Foral 6/1990, de Administración local, la cual ha sido objeto de diversas reformas entre las que nos interesa ahora destacar la modificación llevada a cabo en el artículo 180 de la misma por la Ley Foral 7/2010, de 6 de abril, para su adaptación a la directiva 2006/123/CE, relativa a los servicios en el mercado interior.

Ahora bien, aunque la redacción dada al artículo 180 de la Ley 6/1990 pretendía acomodar el régimen básico existente en el artículo 84 de la LRBRL, en la nueva redacción dada al mismo por la Ley 25/2009, y la inclusión de técnicas autorizatorias a través de regímenes comunicados y su posterior control o inspección, la propia legislación de régimen local en el artículo 319 de la Ley Foral 6/1990 (33)  señala que el otorgamiento de licencias para los actos de edificación y uso del suelo, entre otros, se regirá por la legislación específica en la materia de la Comunidad Foral de Navarra.

Dicha legislación no era otra que la derogada Ley 35/2002 que no contenía prevención expresa sobre el régimen de la comunicación previa o declaración responsable hasta la promulgación de la Ley Foral 5/2015, de 5 de marzo, de medidas para favorecer el urbanismo sostenible, la renovación urbana y la actividad urbanística en Navarra, modificando la precitada Ley 35/2002 al introducir en el artículo 189 ter los actos sujetos a declaración responsable o comunicación previa. Dicha regulación se encuentra hoy recogida en el artículo 192 del DLOTUNavarra.

De tal guisa que quedan sujetos al régimen de la presentación de una declaración responsable o una comunicación previa a los efectos de su constancia y realización, sin perjuicio de su control posterior, la instalación de carteles publicitarios visibles desde la vía pública; los cerramientos y vallados, los trabajos previos a la construcción, tales como los sondeos, prospecciones, catas y ensayos, y todas las obras menores de escasa entidad o dimensión que se determinen en las ordenanzas municipales correspondientes, incluidas las obras de acondicionamiento de locales comerciales que no requieran de proyecto técnico (34) .

El artículo 195 del DLOTUNavarra establece que la declaración responsable facultará al titular de la actividad para realizar la actuación urbanística pretendida y declarada en el escrito que presente ante la Administración, siempre que vaya acompañada de la documentación necesaria e indispensable, y sin perjuicio de las facultades de comprobación o control posterior.

Por lo que hace referencia al control posterior, se trata de una obligación municipal inexcusable producto del propio régimen autorizatorio introducido, en el sentido de ejercitar las facultades de inspección, control y sanción, en su caso, por la entidad local, de los actos y usos sujetos a un régimen autorizatorio exento de control preventivo con el ánimo de comprobar que no se ha actuado de manera fraudulenta en el uso de esta técnica autorizatoria. En síntesis, se trata de verificar el ajuste de los actos sometidos a la presentación de una declaración responsable a la legislación, planeamiento y al contenido de la propia declaración.

1. La presentación de la declaración responsable.

Con carácter previo a la presentación del escrito de declaración responsable el titular de la actividad podrá comprobar la viabilidad urbanística de la misma, a través de la formulación de una consulta urbanística, a modo y semejanza de las informaciones urbanísticas de actos y usos sujetos a licencia urbanística, de conformidad con lo que dispone el apartado quinto del artículo 195 del DLOTUNavarra.

El escrito en que se formalice la declaración responsable deberá venir suscrito por el promotor y contendrá como mínimo, sin perjuicio de las exigencias complementarias contenidas en las ordenanzas municipales: los datos indicados en el artículo 66 de la LPACAP; manifestación expresa del cumplimiento de los requisitos establecidos en la normativa vigente de aplicación (ya sea legal o reglamentaria) y de que se dispone de la correspondiente documentación acreditativa de cumplimiento de dichos requisitos; documentación gráfica expresiva de la ubicación del inmueble objeto de la actuación a realizar, presupuesto de la actuación y justificante del pago de las tasas e impuestos correspondientes y los permisos y autorizaciones que requiera el acto, operación o actividad a llevar a cabo, con arreglo a lo que disponga la normativa de aplicación para cada actuación concreta.

En los casos de falta de documentación acreditativa que acompaña al escrito de comunicación previa o declaración responsable, se producirán dos efectos: el primero y más importante en mi opinión, es que no se produce ningún efecto jurídico habilitante con la presentación del escrito, a sensu contrario de lo señalado en el apartado primero del artículo 195 del DLOTUNavarra, el segundo es la necesidad de requerir de subsanación de deficiencias por documentación incompleta al amparo de lo establecido en el artículo 68 de la LPACAP.

2. La actuación de la Administración.

Formalizado el correspondiente requerimiento de subsanación de deficiencias por la administración municipal, y ante el incumplimiento del mismo por parte del promotor, dicha situación dará lugar al desistimiento del escrito presentado y archivo del expediente.

Con motivo del requerimiento de subsanación de deficiencias se debe advertir al interesado que no se produce efecto alguno de la declaración responsable presentada hasta que se cumplimente en todos sus términos el precitado requerimiento, lo que impedirá al particular comunicante llevar a término conducta de ninguna índole, so pena de incurrir en una conducta que pueda ser castigada posteriormente.

La inexactitud, falsedad u omisión de carácter esencial en cualquier dato, manifestación o documento que se acompañe o incorpore a la presentación de la declaración responsable o comunicación previa, supone la imposibilidad de iniciar la actividad urbanística solicitada o, en su caso, de continuar con la actividad o uso pretendido con arreglo a esta técnica autorizatoria, sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles o administrativas a que hubiere lugar.

Por otra parte, las facultades que la norma atribuye a la presentación de un escrito de declaración responsable o comunicación previa siempre está condicionada a que dichas facultades no contravengan la legislación o el planeamiento urbanístico, en los mismos términos que sucede con las licencias urbanísticas, y en coherencia con la propia declaración del promotor particular peticionario, en cuyo caso estaría incumpliendo la misma al señalar que cumple con todos los requisitos exigidos legalmente, cuando no es así, enervándose los efectos de dicha declaración.

Volveríamos al mismo supuesto de hecho expuesto con anterioridad, es decir, el particular declarante estaría incurriendo en supuestos de inexactitud, falsedad u omisión de carácter esencial, con las mismas consecuencias jurídicas que las expuestas.

No es muy afortunada, en mi opinión, la redacción dada al apartado séptimo del artículo 195 del DLOTUNavarra, cuando señala que serán nulas de pleno derecho las declaraciones responsables contrarias a la legislación o el planeamiento urbanístico cuando carezcan de los requisitos esenciales para su eficacia. Estamos en el mismo supuesto que sucede en algunas regulaciones autonómicas con las licencias urbanísticas, cuando se manifiesta de manera expresa que no se pueden obtener facultades urbanísticas contrarias al ordenamiento jurídico, y al mismo tiempo se señala la nulidad de pleno derecho de lo que se haya adquirido.

Algo que nunca se ha adquirido por mor de lo establecido en la propia norma urbanística, nunca puede ser nulo de pleno derecho. Es una contradicción in terminis que únicamente causa confusión y desorientación, y todo ello provocado por un exceso de celo del propio legislador autonómico de poner de manifiesto que no produce efecto jurídico alguno las facultades que se hayan obtenido contraviniendo la normativa urbanística, entendida ésta en su más amplio sentido.

Finalmente, las actuaciones sujetas a declaración responsable que se realicen sin haberse presentado el escrito que contenga la misma o la documentación preceptiva que debe acompañarse, se considerarán actuaciones sin título legítimo que las ampare, al igual que sucede en los casos de actuaciones sin licencia, aplicándoseles el mismo régimen de protección de la legalidad urbanística y sancionador que a las obras y usos sin licencia.

1.4.  Comentario crítico acerca del régimen de la comunicación previa

Simplemente me gustaría señalar una serie de reflexiones sobre el régimen de la comunicación previa a la luz de la regulación estudiada en los apartados precedentes sobre el régimen jurídico de la misma, a fin de un adecuado funcionamiento que no produzca distorsiones dentro del campo de la disciplina urbanística, que es al fin y a la postre en el que nos estamos moviendo, máxime si tenemos en cuenta la evolución llevada a cabo por los propios legisladores autonómicos sobre esta materia.

Como más destacable podemos apuntar las siguientes consideraciones:


	
–  En la anterior edición de este libro ya apuntaba la necesidad de un adecuado entronque entre las distintas normativas sectoriales existentes en cada Comunidad Autónoma, es decir, el reconocimiento en la legislación de régimen local no obsta en ningún caso a la necesidad de contar con una regulación urbanística completa sobre la institución de la comunicación previa y/o declaración responsable. En este sentido entiendo que ya no es suficiente sólo contar con una regulación legal, sino con una regulación reglamentaria a nivel autonómico.

	
–  Establecimiento en la regulación legal de los requisitos y condicionantes que son necesarios para presentar una comunicación previa o una declaración responsable. En los casos de pervivencia de ambos regímenes dentro de la misma regulación, con mayor motivo si cabe establecimiento de las diferencias de uso de un régimen y otro, así como el ámbito de aplicación concreto de cada uno.

	
–  La necesidad del establecimiento de forma clara y precisa de los actos y usos que pueden ser objeto de una comunicación previa o una declaración responsable, a diferencia de los que requieren la tramitación de la pertinente intervención administrativa previa, es decir, licencia urbanística. Parece que el desarrollo normativo autonómico llevado a cabo a partir de la trasposición de la Directiva de Servicios ha ido en ese sentido, pero existen todavía algunas regulaciones urbanísticas autonómicas que se remiten al desarrollo reglamentario local que de dicha institución puedan hacer los gobiernos locales.

	
–  Entiendo que el régimen de la comunicación previa y/o declaración responsable debe ser el mismo en todo el ámbito autonómico, sin que las Corporaciones Locales puedan introducir, a su vez, peculiaridades en la aplicación de este régimen, incluido el distinto tratamiento que se pueda dar como consecuencia de la peculiaridad del hecho insular, lo que no justifica tampoco un distinto tratamiento. Me atrevería a decir que lo ideal sería la existencia de un único régimen legal para todo el Estado de los regímenes autrorizatorios urbanísticos a través de la presentación de una comunicación previa o una declaración responsable.

	
–  Claridad y precisión, también, en la regulación normativa sobre la documentación a aportar en cada acto, uso u operación sujeta a la presentación de una comunicación previa o una declaración responsable, con especial incidencia a la aportación junto con el escrito de comunicación o declaración a los informes o autorizaciones sectoriales que son preceptivos y vinculantes para poder llevar a cabo dichos actos, usos u operaciones.

	
–  Necesidad de establecimiento de una regulación clara en cuanto a los requerimientos de subsanación de deficiencias, en cuanto a los efectos que producen los mismos y las consecuencias de su inatención. Me estoy refiriendo a la necesidad de paralización inmediata de los efectos de la comunicación previa o declaración responsable reanudándose el plazo de preaviso con el que cuenta la Administración, en su caso, una vez que los mismos sean atendidos. Caso contrario archivo inmediato del escrito sin que hayan producido en ningún momento efectos jurídicos.

	
–  Uno de los principales problemas observados en las distintas normativas autonómicas que regulan los regímenes autorizatorios urbanísticos comunicados es el titubeo en cuanto a la posibilidad de presentar los escritos de comunicación previa y/o declaración responsable sin que se acompañen los informes o autorizaciones sectoriales a los que antes nos referíamos. Se permite, en ocasiones, la posibilidad de presentar dichos escritos acompañados de la petición de informe o autorización sectorial, desconociendo la realidad en la que se mueven los regímenes comunicados, debido al carácter de inmediatez que se les suele otorgar a la presentación de una comunicación previa o una declaración responsable, con los efectos jurídicos que ello supone.

	
–  Por esta razón, la conveniencia de establecer un plazo mínimo de preaviso a la Administración municipal hasta que la comunicación previa o la declaración responsable surta efectos es fundamental, de lo contrario será imposible en la práctica que dichas administraciones locales puedan tener capacidad de reacción. Una cosa es flexibilizar el sistema y otra es hacer inviable un adecuado control municipal de los actos y usos de naturaleza urbanística que, al fin y a la postre, terminarán perjudicando a todas las partes, tanto a los particulares como a la propia Administración.

	
–  De igual forma se deberán establecer, en su caso, las medidas de inspección municipal que se puedan o deban llevar a cabo, y el plazo de las mismas, a fin de determinar el alcance y contenido del plazo de antelación a la realización de las actuaciones correspondientes, con motivo de la comunicación o declaración. Se trata de establecer una seguridad jurídica en la actuación no sólo del interesado, sino de la propia Administración.

	
–  Tendemos a incurrir en regulaciones que pretenden una flexibilización de los regímenes autorizatorios, urbanístico en el presente caso, sin conciliarlo adecuadamente con la seguridad jurídica que debe prevalecer en toda actuación que el particular lleve a cabo, bajo control municipal. Si a un régimen comunicado o declarado no le cosemos un adecuado control posterior, algo falla.

	
–  Podríamos alegar que en los supuestos de actos, usos u operaciones sujetos a un control previo (licencia) también se requiere una adecuada vigilancia e inspección para saber que se ha hecho realmente, pero en un régimen comunicado ese control no es ya sólo conveniente sino obligado, porque de la naturaleza del régimen comunicado o declarado se desprende la necesidad de su indudable seguimiento para que dicha técnica no haya sido utilizada de manera fraudulenta.

	
–  No observo en las regulaciones urbanísticas autonómicas que se haga excesiva incidencia a ese control, tanto en la forma de materializarlo en la realidad como en los procedimientos que se deban llevar a cabo. Considero que sería necesario una regulación detallada en esta materia, así como la obligación de asignar los medios necesarios para que en la práctica pueda llevarse a cabo, aun siendo conscientes de las limitaciones organizativas con las que cuentan muchas Corporaciones Locales en nuestro país.

	
–  Finalmente, escrupuloso respeto en las Ordenanzas municipales al marco jurídico regulador de este régimen contenido en la legislación autonómica de aplicación. El desarrollo reglamentario local se hace indispensable desde la vertiente material en cuanto a su cumplimiento, es decir, la fijación de los aspectos formales que sean necesarios para poder llevar a cabo una tramitación adecuada de las autorizaciones urbanísticas que se presenten mediante un escrito de comunicación previa o declaración responsable. Lo ideal sería acudir a ordenanzas marco en cada territorio autonómico, cuando no a una ordenanza marco general para todo el Estado, cosa difícil teniendo en cuenta las distintas regulaciones urbanísticas autonómicas con las que contamos.



2.  PROPUESTAS DE FUTURO EN EL RÉGIMEN DE LA COMUNICACIÓN PREVIA O DECLARACIÓN RESPONSABLE

A la luz del estudio de las normativas que regulan el régimen de la comunicación previa, así como de las opiniones personales expuestas en el apartado precedente, podemos apuntar una serie de propuestas de futuro que establecieran una serie de criterios que sirvieran de base al desarrollo normativo tanto legal como reglamentario que de dicha institución se pueda producir.

Como ya expuse en la edición anterior del presente libro, me gustaría señalar la absoluta conveniencia de que el desarrollo de esta institución debiera contar con un cierto tratamiento homogéneo en las distintas partes del territorio nacional para evitar, como he expuesto de forma reiterada, un trato discriminatorio a los particulares peticionarios de autorizaciones administrativas, bajo el régimen de comunicación previa o declaración responsable.

Sin perjuicio de la falta de aplicación directa de la Directiva de Servicios al campo del urbanismo como también ha quedado demostrado, ello no empiece a que por parte de los legisladores autonómicos, como de derecho ya sucede en los comentarios vertidos con anterioridad, se establezca un régimen similar en todas las CC.AA con el que evitar desorientar al ciudadano.

Bajo este prisma, y viendo el desarrollo llevado a cabo por los distintos legisladores autonómicos, no hubiera sido y no es excesivamente difícil establecer un régimen autorizatorio homogéneo en todo el territorio nacional. Ocurre sin embargo que el problema radica en cómo articular cauces para que dicha homogeneización se produzca, debiendo crearse al efecto distintas conferencias sectoriales en las que estén representadas todas las Comunidades Autónomas con altas dosis de lealtad institucional, lo que por desgracia no es fácil de encontrar.

También cobra especial relieve otra reflexión, la necesidad de que por parte de las Entidades locales se lleve a cabo un desarrollo particular para cada municipio con diferentes criterios interpretativos, incluso al margen de la propia normativa autonómica. Todo ello pasa para que por parte de los gobiernos regionales, cuando no provinciales, se articulen los cauces adecuados para que por parte de las Corporaciones Locales se cuente con los modelos de ordenanza y formularios que permitan ir en la senda de la homogeneización a la que antes me refería.

2.1.  Posibles actos y usos de naturaleza urbanística sujetos al régimen de la comunicación previa

2.1.1.  Actos y usos sujetos a comunicación previa

Partiendo de las dos premisas anteriores, que me parecen de una importancia capital, podríamos formular una serie de propuestas de desarrollo del régimen de la comunicación previa, como consecuencia del auge e importancia que en el momento actual se está produciendo. Una primera aproximación al problema podría suponer que los actos y usos del suelo de menor trascendencia o impacto sobre la ordenación urbanística estuvieran sujetos al régimen de una declaración responsable o comunicación previa. Es justamente en este punto en el que se encuentran las actuales regulaciones autonómicas sobre el régimen de la comunicación previa.

Ahora bien, se hace indispensable, en mi modesta opinión, una concreción clara de que actos y usos están sujetos a comunicación previa. Aunque las últimas normativas urbanísticas autonómicas han ido en ese sentido, incluyendo el establecimiento de criterios para que se entiende por obras menores o de otro a los que se aplica uno u otro régimen autorizatorio, sería bueno que a través de un desarrollo reglamentario más concreto u otro tipo de normativa como órdenes o circulares e instrucciones se estableciera incluso un vademécum de los actos y usos concretos que pueden tramitarse a través de la presentación de una comunicación previa o una declaración responsable.

En el campo de los usos, también se podría avanzar respecto de todos aquellos usos habituales de menor trascendencia, en un sentido parecido al expuesto, y sin necesidad de licencia previa. Para ello habría que acotar a qué tipo de usos nos referimos, amén de los procedimientos de comprobación que, en su caso, se pudieran determinar, al igual que sucedería con las obras menores o de otro tipo para verificar su adecuado ajuste al nuevo régimen normativo.

En el campo de las autorizaciones de ocupación, en la edición anterior a este libro me decantaba por flexibilizar dichas autorizaciones, en el sentido de ser suficiente la presentación de una declaración responsable acompañada de la documentación técnica que fuera necesaria. Sin embargo, con el correr de los tiempos mi postura ha ido cambiando en el sentido de hacerse más conservadora, exclusivamente pensando no en un debate jurídico de ideas, sino en aspectos de seguridad jurídica para todas las partes que se ven afectadas.

En este sentido, sobre todo en lo que se refiere a la primera ocupación o utilización de cualquier tipo de edificaciones, creo que es mucho más conveniente sujetar este tipo de conductas a una autorización previa, lo que supondrá menos problemas tanto a promotores como a particulares y también, por supuesto, a la propia Administración. Una de las razones que me ha hecho cambiar de opinión ha quedado expuesta en una de las consideraciones críticas expuestas con anterioridad. La falta de una adecuada inspección y control en los actos sujetos a regímenes comunicados, lo que en ocasiones produce situaciones casi irremediables, y en defensa de terceros adquirentes de buena fe que en ocasiones se encuentran en situaciones de indefensión.

No digamos nada cuando la ocupación se refiere a edificaciones en el suelo no urbanizable o rústico y las consecuencias que ello conlleva, cuya casuística y dificultad se multiplica exponencialmente en los casos en que se trate de edificaciones no regulares, por no decir ilegales pero para las que ha transcurrido el plazo de restauración de la legalidad urbanística, situación, por desgracia, muy extendida por nuestro territorio nacional.

Finalmente, y aunque esta consideración sería más propia del ámbito de las licencias de actividad, el ejercicio de profesiones liberales, tales como despachos de abogados y similares, según nuestra jurisprudencia (35)  están sujetas a licencia municipal, pero no de actividad. El tipo de licencia a que están sujetas es una licencia de ocupación, ya sea de primer uso o de modificación del inicial, es decir, están sujetas a licencia urbanística. En este caso, el cambio de uso cuando se refiera a este tipo de «actividades», podría estar sujeta al régimen de la comunicación previa, con la documentación técnica que se determine, o bien, se acompañe a la documentación técnica, un certificado de técnico competente de que el uso (sea primer uso y, sobre todo, en los supuestos de modificación del uso) cumple con el planeamiento y resto de normativa urbanística que le sea de aplicación.

No obstante lo dicho, cabría plantearse una serie de supuestos que a lo mejor harían necesaria la petición de previa licencia, como es el caso de los cambios de uso cuando la edificación estaba destinada a uso comercial o industrial y ahora se propone su cambio a un uso residencial, debiendo velar con mayor celo, si cabe, respecto de las medidas que deben cumplir las edificaciones para uso residencial. Diferente sería, como hemos expuesto en el párrafo precedente, cuando ese uso pasa de residencial a no residencial (local comercial, etc.).

2.1.2.  Aspectos procedimentales a tener en cuenta en el régimen de la comunicación previa o declaración responsable

Respecto del régimen procedimental específico de tramitación de los distintos tipos de autorización, habría que diseñar en la propia regulación reglamentaria urbanística la forma de actuar en cada trámite y los distintos supuestos de hecho que nos podríamos encontrar, para un posterior desarrollo más formal en las propias ordenanzas locales.

En este sentido, habría que dejar definido los propios modelos de comunicación previa y/o declaración responsable, así como la documentación a aportar para cada tipo de obra o uso sujeto a dichos regímenes (36) , como hemos visto que contemplan ya varias normativas urbanísticas autonómicas, con especial incidencia en las determinaciones legales que se contuviesen a la hora de definir qué hacer en los supuestos de que dichos actos y usos se realicen en suelo no urbanizable, que entiendo debe ser objeto de especial protección o rigor en la correspondiente intervención administrativa.

Del mismo tenor habría que establecer de forma taxativa qué tipo de informes o autorizaciones sectoriales, sean de la índole que sean, se requieren para realizar cada acto o uso sujeto al régimen de comunicación previa y cómo se van a articular con las peculiaridades de dicho régimen. Me estoy refiriendo, tal y como hemos expuesto anteriormente, a la necesidad de establecer sin ningún tipo de fisuras los informes o autorizaciones sectoriales que se deben acompañar a la comunicación previa o declaración responsable para cada acto o uso sujeto a este tipo de régimen autorizatorio.

Sobre este particular ya me he posicionado con claridad al respecto, a lo que habría que añadir los informes técnicos que se crean convenientes deben obrar en cada expediente de comunicación previa o declaración responsable, en función del tipo de acto o uso sujeto a estos regímenes.

Sobre este particular sería necesario establecer con claridad las facultades de intervención de la Administración durante el plazo de preaviso que realiza el interesado, a fin de regular las distintas situaciones que se nos pueden presentar, y la conducta a seguir por la Administración ante cada una de ellas. De la misma manera los efectos jurídicos que el transcurso del plazo, previo los requerimientos oportunos formulados por la Administración, en su caso, van a suponer para el particular, a modo y semejanza de lo que sucede con una licencia urbanística obtenida de forma expresa o presunta.

De la misma forma que para las licencias, entre dichos efectos debiera quedar claro que no se entenderán obtenidas mediante el régimen de comunicación previa o declaración responsable, ninguna facultad urbanística que sea contraria al ordenamiento urbanístico vigente en cada momento (37) .

Por último, tener en cuenta el debate que se está comenzando a abrir con la entrada en juego de las entidades colaboradoras en la gestión de autorizaciones urbanísticas para coadyuvar o ayudar a la Administración, iniciándose el proceso en un primer término, por lo que he podido comprobar de la actual regulación urbanística autonómica en alguna Comunidad Autónoma, por las facultades de inspección o control posterior.

2.1.3.  Aspectos fiscales relacionados con el régimen de la comunicación previa o declaración responsable

Hay que tener en cuenta también otro tipo de consideraciones íntimamente relacionadas con lo anterior, me estoy refiriendo a la liquidación de los tributos correspondientes que gravan las autorizaciones urbanísticas, concretamente, a la tasa por expedición de las mismas y al ICIO.

2.1.3.1.  Tasas por la actividad administrativa relacionada con las autorizaciones urbanísticas

De conformidad con la redacción originaria del artículo 20.4, letra h) del TRLRHL, el hecho imponible lo conformaba el otorgamiento de las licencias urbanísticas exigidas por la legislación del suelo y ordenación urbana. Sin perjuicio de ello, la enumeración del artículo 20.4 no es exhaustiva, sino simplemente enunciativa.

Por esta razón, puede constituir el hecho imponible de las tasas la prestación de servicios o de realización de actividades administrativas de competencia local. Entiendo, por tanto, que al no encontrarse enunciado el hecho imponible en la enumeración que realiza el artículo 20.4 del TRLRHL, la ordenanza fiscal que regule el hecho imponible del régimen de comunicación previa y declaración responsable debe señalar taxativamente que tipo de actividad administrativa se va a llevar a cabo, por el que se genera el derecho al cobro de la tasa.

En nuestra ordenanza fiscal que regule el hecho imponible del otorgamiento de licencias urbanísticas se podía (38)  añadir un segundo hecho imponible, cuál es la actividad administrativa desplegada en los regímenes de autorización sujetos a comunicación previa y declaración responsable. En este caso, el estudio económico de costes deberá tener en cuenta los costes en que se incurrirá por la actividad administrativa desplegada en uno y otro régimen de autorización, debidamente desglosados y justificados.

La segunda opción era aprobar una nueva ordenanza fiscal que regule, exclusivamente, el régimen de la comunicación previa y declaración responsable con su estudio económico de costes específico, lo que no parecía excesivamente adecuado, porque al fin y a la postre estamos hablando de la actividad administrativa desplegada para llevar a cabo el control de los actos y usos de naturaleza urbanística solicitados o comunicados por los ciudadanos.

Por lo que hace referencia al régimen de gestión de estas tasas, lo más correcto sería establecer en la ordenanza fiscal que la regule el sistema de autoliquidación mediante depósito previo, de tal forma que se exija como un documento más, a acompañar a la comunicación previa o declaración responsable, la carta de pago de la correspondiente autoliquidación, teniendo en cuenta que su no presentación daría lugar al pertinente requerimiento de subsanación de deficiencias y la imposibilidad de tramitar el correspondiente procedimiento administrativo, con las tareas particulares a realizar en cada caso en función del tipo de autorización.

Sin perjuicio de las anteriores consideraciones jurídico–económicas, letra h) del precitado artículo 20.4 del TRLRHL ha sido objeto de nueva redacción por la Disposición Final primera de la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, de medidas urgentes de liberalización del comercio y de determinados servicios (cuyo antecedente, con idéntica regulación, fue el derogado Real Decreto–Ley 19/2012, de 25 de mayo), que señala como hecho imponible de las tasas por prestación de servicios, la actividad administrativa desplegada para el otorgamiento de las licencias urbanísticas exigidas por la legislación urbanística, así como las actividades administrativas de control en los supuestos en los que la exigencia de licencia fuera sustituida por la presentación de declaración responsable o comunicación previa.

2.1.3.2.  El impuesto de construcciones, instalaciones y obras

De conformidad con la redacción originaria del artículo 101 del TRLRHL, el hecho imponible del impuesto venía configurado por la realización, dentro del término municipal, de cualquier construcción, instalación u obra para la que se exija obtención de la correspondiente licencia de obras o urbanística, se haya obtenido o no dicha licencia, siempre que su expedición corresponda al Ayuntamiento de la imposición.

Desde un punto de vista estricto de la redacción legal dada al precepto no cabía la posibilidad de cobrar ICIO para las obras, construcciones o instalaciones que estuvieren sometidas al régimen de comunicación previa o declaración responsable. Si a ello le añadimos la posibilidad de establecer el hecho imponible en las tasas por la actividad administrativa desplegada en la tramitación y el control de escritos presentados a través de una comunicación previa o una declaración responsable, no parece que la regulación legal fuera muy afortunada e impidiese el cobro del impuesto, en función de que se tratara de uno u otro régimen autorizatorio.

La Ley de Economía Sostenible no contuvo determinación legal sobre el particular, y tuvo que ser el derogado Real Decreto–Ley 19/2012, hoy Ley 12/2012, la que haya tenido que venir a restablecer la posibilidad de gravar impositivamente estas conductas. De tal forma que la Disposición Final primera de la precitada Ley, en sus letras dos, tres y cuatro, ha modificado los artículos 100, 101 y 103 del TRLRHL.

Lo más relevante lo encontramos en el apartado primero del artículo 100 del TRLRHL, en la nueva redacción dada al mismo por la susodicha Disposición Final primera de la Ley 12/2012, cuando establece que el hecho imponible del ICIO está constituido por la realización dentro del término municipal de cualquier construcción, instalación u obra para la que se exija obtención de la correspondiente licencia de obras o urbanística, se haya obtenido o no dicha licencia, o, para la que se exija presentación de declaración responsable o comunicación previa, siempre que la expedición de la licencia o la actividad de control corresponda al Ayuntamiento de la imposición.

En resumidas cuentas, se ha modificado el hecho imponible del ICIO para permitir el cobro del mismo por la ejecución de obras o instalaciones cuya técnica autorizatoria sea la presentación de una declaración responsable o comunicación previa.

Por lo que hace referencia al apartado primero del artículo 103 del TRLRHL, en la redacción dada al mismo por la Disposición Final primera de la Ley 12/2012, parece que el momento del devengo se mantiene respecto del momento en que se inicie la construcción, instalación u obra, ya se encuentre la misma sujeta a licencia urbanística y se haya concedido, denegado o no solicitado la misma, o bien, se hayan presentado las correspondientes declaraciones responsables o comunicaciones previas.

El problema surgirá, como sucede para el caso de los supuestos sujetos a licencias urbanísticas, sobre la posibilidad legal que se pueda contemplar en la ordenanza fiscal, respecto de un devengo anticipado con motivo del otorgamiento de la licencia urbanística o la presentación de una declaración responsable o comunicación previa, a los efectos de practicar la correspondiente liquidación provisional a cuenta.

2.2.  Posibles actividades sujetas al régimen de la comunicación previa o declaración responsable

Aunque en el apartado correspondiente del presente libro, analizaremos con mayor detalle estas consideraciones, en todo lo relativo a sus relaciones con las autorizaciones urbanísticas, y pueda resultar un tanto repetitiva la cuestión, merece la pena apuntar estas consideraciones en este momento, dada la indudable interrelación existente con dichas autorizaciones urbanísticas cuando es necesaria la realización de obras (en una gran parte de supuestos).

2.2.1.  Actividades que pueden sujetarse al régimen de comunicación previa

En el presente apartado tan sólo apuntaremos unas ideas muy generales de cómo pueden desarrollarse los acontecimientos. Con referencia a las actividades inocuas y las sometidas a mera licencia de uso (39) , bastaría con la presentación de una comunicación previa ante el Ayuntamiento del término municipal en el que radique la actividad, a la que se adjuntaría el correspondiente proyecto en el que se describa la misma. La autoridad municipal verificará la corrección de la documentación así como la compatibilidad de la actividad con los usos urbanísticos permitidos.

2.2.2.  Aspectos procedimentales a tener en cuenta en la comunicación previa de actividades

Se debería fijar, igualmente, en el caso de las declaraciones responsables un plazo breve, entendemos que entre 15 días y un mes, para que el Ayuntamiento compruebe la documentación y demás requisitos, transcurrido el cual el interesado podrá iniciar el ejercicio de la actividad. En dicho plazo la Administración municipal podría pronunciarse desfavorablemente sobre la comunicación presentada en relación con la actividad en cuestión o requerir al interesado para que subsane la documentación presentada, y realizada esta actuación podrá comenzar con el ejercicio de la actividad.

En cualquier caso, hay que advertir que la falta de pronunciamiento por la Administración en ningún caso puede suponer que se otorguen facultades o derechos que pudieran contravenir la ordenación territorial o urbanística (artículo 11 del TRLSRU 2015), a modo y semejanza de lo expuesto para el régimen de la comunicación previa en el ámbito de las autorizaciones urbanísticas.

Por otra parte, todo ello se entiende sin perjuicio de las facultades de control que sobre la actividad ostenta el Ayuntamiento a través de sus servicios técnicos, los cuales si detectaran cualquier tipo de anomalía en el ejercicio de la actividad lo comunicarían a la autoridad municipal la cual podría decretar la suspensión de la misma, previa audiencia del interesado, ordenado incluso su cesación definitiva, conforme a lo dispuesto en los citados artículo 7.2 de la Ley 17/2009 y artículo 68 de la LPACAP.

Esta conclusión, al igual que sucede en la actualidad, deriva del principio de que las autorizaciones para el ejercicio de actividades, ya sean obtenidas de forma expresa con licencia previa, o en virtud de autorización tácita previa comunicación, tienen una naturaleza de tracto sucesivo. Es decir, las actividades que se ejerzan deben cumplir con la normativa que les sea de aplicación en todo momento, y no sólo con referencia al momento, valga la redundancia, en que fue objeto de autorización expresa o tácita.

2.2.3.  Especialidades de la comunicación previa de actividades cuando es necesario realizar obras

Si la actividad inocua o de uso precisara de la realización de obras, se debería presentar la comunicación previa antes aludida tanto respecto de la obra como de la actividad, acompañándose el correspondiente proyecto el cual debería ir referido tanto en lo que respecta a las obras como a la actividad a realizar, tramitándose en un único expediente. También se debería establecer, igualmente, un plazo de entre 15 días y un mes para que el Ayuntamiento compruebe la documentación y demás requisitos no sólo respecto de las obras sino también de la actividad, transcurrido el cual sin que la Administración municipal se pronuncie, el interesado podrá entender aprobadas las obras y la instalación de la actividad e iniciar el ejercicio de la misma.

En este supuesto particular, la modificación legal no sólo se debe producir respecto de la normativa de protección ambiental, sino también urbanística para que se permita en la realización de obras menores o usos la no sujeción a licencia previa y sí al régimen de comunicación previa, a modo y semejanza y con los requisitos señalados en el apartado precedente.

Sin embargo, como antes hemos comentado de pasada, si nos referimos a obras mayores la normativa urbanística exigirá de licencia urbanística previa (40) , debiendo arbitrarse en estos casos un procedimiento que haga compatible el régimen de la comunicación previa de la actividad con la licencia previa que autorice las obras. Es el supuesto de mayor problemática dado que mezclaremos dos regímenes que, con la actual regulación de la prioridad de la autorización de la actividad respecto de la obra, nos puede llevar a un callejón sin salida, analizando, en estos casos, la posibilidad de invertir la regla general que hasta ahora rige de preferencia de la actividad sobre la obra.

2.2.4.  La comunicación previa de puesta en funcionamiento de las actividades

Una vez realizadas las obras se debería presentar ante el Ayuntamiento una nueva comunicación indicando la conclusión de las mismas acreditando, mediante la certificación técnica correspondiente que las instalaciones y la actividad proyectada cumple todos las condiciones ambientales exigidas y demás requisitos preceptivos. Debería otorgarse, asimismo, idéntico plazo a la comunicación inicial referida en el párrafo precedente –15 días a un mes– para que se lleve a cabo la inspección, comprobación y control de las instalaciones por los servicios técnicos municipales y en el supuesto de que de dicha inspección resultare la necesidad de acometer por el particular alguna modificación, o, la documentación presentada adoleciera de algún defecto y hubiera de ser subsanado, la Administración comunicará al interesado estas circunstancias en dicho plazo, no pudiendo el particular iniciar la actividad hasta que subsane las deficiencias antes señaladas en el plazo que la Administración le otorgue al efecto y se lo comunique a aquélla.

La Administración podrá, asimismo, en el referido plazo inicial pronunciarse desfavorablemente sobre la declaración de apertura, por diversos motivos entre los que se encuentran la no realización debida de las obras. Transcurrido el plazo inicial, si la Administración municipal no se hubiera pronunciado sobre las circunstancias indicadas y aunque la inspección no se hubiera efectuado, el interesado que hubiere presentado la declaración responsable acompañada de la documentación preceptiva, podrá proceder a ejercer la actividad.

No obstante, los servicios técnicos municipales podrán realizar la inspección de la actividad en cualquier momento con los efectos ya señalados en el apartado anterior de cesación definitiva de la actividad, de acuerdo con los preceptos legales de aplicación.
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